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Por el derecho a construir ciudades más humanas

Al iniciar el siglo xxi la mitad de la población mundial vivía en ciudades. La cifra crece 
como una bola de nieve pero, ¿qué clase de ciudades hemos construido hasta 

hoy? Las urbes modernas son, potencialmente, territorios con gran riqueza y diversidad 
económica, ambiental, política, social y cultural. Sin embargo, los modelos de desarrollo 
implementados en la mayoría de los países se caracterizan por establecer patrones que 
generan pobreza y exclusión, contribuyen a la depredación del ambiente y aceleran los 
procesos migratorios y de urbanización, la segregación social y espacial y la privatización 
de los bienes comunes y del espacio público. Contribuyen a ello las políticas públicas de 
desarrollo de infraestructura que, lejos de fomentar la reconstrucción del tejido social, 
violentan la vida urbana.

Este contexto ha favorecido el surgimiento de movimientos sociales que exigen el 
reconocimiento, en el sistema internacional de los derechos humanos, del derecho a la 
ciudad, definido como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de 
sustentabilidad y justicia social. Este derecho es la expresión fundamental de los intereses 
colectivos, sociales y económicos, en especial de los grupos vulnerables y desfavorecidos, 
respetando las diferentes culturas urbanas y el equilibrio entre lo urbano-rural.

Asimismo, este derecho presupone la interdependencia entre población, recursos, 
medio ambiente, relaciones económicas y calidad de vida para las presentes y futuras 
generaciones. Implica cambios estructurales profundos en los patrones de producción 
y consumo y en las formas de apropiación del territorio y de los recursos naturales. Se 
refiere a la búsqueda de soluciones contra los efectos negativos de la globalización, la 
privatización, la escasez de los recursos naturales, el aumento de la pobreza mundial, 
la fragilidad ambiental y sus consecuencias para la supervivencia de la humanidad y 
del planeta.

Las ciudades son el espacio para la vida en común de sus habitantes. No encuentran 
su alma en su creciente tráfico vehicular, en sus deslumbrantes distribuidores viales 
o en sus altos edificios modernos. El alma de las ciudades sólo puede hallarse en 
los espíritus de sus millones de habitantes, en las risas de las niñas y los niños que 
juegan en sus parques, en la convivencia de quienes andan sus calles, pedalean en sus 
avenidas, viven en sus barrios.

Las grandes urbes, como el Distrito Federal, parecen haber perdido su principal 
esencia: su identidad como espacio para la vida humana. Por ello es que se requiere 
repensar ¿qué tipo de ciudades queremos construir al iniciar la segunda década del 
siglo xxi?

¿El mundo soportará más crecimiento urbano desmedido y deshumanizado?, ¿se-
guiremos apostando a la pérdida del espacio público en la ciudad de México en aras 
de un desarrollo ficticio?, ¿continuaremos ignorando los derechos de las personas que 
caminan, pedalean o se trasladan en transporte público para imponer los deseos de una 
minoría motorizada?, ¿de verdad la única forma de desarrollo urbano es la aniquilación 
del sentido humano del hábitat? Nosotros, y afortunadamente muchas personas más, 
creemos que no. Construir ciudades más humanas no es una utopía.
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Fotografía (detalle): Jorge David Jaramillo Velázquez.
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* Coordinadora de la Coalición Internacional para el Hábitat-Oficina Regional para América Latina (hic-al).
** El presente texto es un extracto del artículo del mismo título publicado en Ciudad y Ciudadanos, boletín electrónico, Grupo 

Hábitat de la Asociación Latinoamericana de Organizaciones de Promoción al Desarrollo (alop), septiembre de 2009. Véase 
<www.alop.org.cr>, página consultada el 12 de octubre de 2009. 

María Lorena Zárate* 

El derecho a construir 
la ciudad que soñamos**

Una imagen vale más que mil palabras. Dos imágenes pueden sintetizar con 
incuestionable crudeza la realidad urbana de América Latina. Mundos dua-
les, desiguales hasta el extremo, en la región más desigual del mundo: opulen-
cia, residencias y equipamientos de lujo, amplias avenidas arboladas y cuidadas 
áreas verdes, infraestructura y servicios en abundancia. Una vida perfecta que se 
contrapone con la que viven las mayorías: falta de empleo, salarios de miseria, 
viviendas precarias, asentamientos sin servicios ni infraestructura ni equipa-
mientos. Una vida sin derechos. Una vida de no ciudadanas(os).

El  territorio es a  la vez reflejo y alimento de esa desigualdad. La exclusión económica, 
política,  social  y  cultural  es  también,  por  supuesto,  segregación  espacial.  Como  si  no 
lo  supieran, gran parte de  los gobiernos ha  ido abandonando  su  responsabilidad en  la 
planeación urbana, favoreciendo las apropiaciones privadas de bienes y espacios públicos 
y  la  especulación  inmobiliaria  sin  restricciones. Mientras  tanto,  se desconocen y hasta 
criminalizan los esfuerzos individuales y colectivos por disponer de un techo y un hábitat 
donde vivir. La ciudad-negocio vale más que la ciudad-derecho.

Frente  a  esta  realidad,  desde  hace  más  de  veinte  años  un  conjunto  de  movimientos 
populares,  organizaciones no gubernamentales,  asociaciones profesionales,  foros  y  redes 
nacionales e internacionales de la sociedad civil venimos manifestando nuestro compro-
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miso por crear nuevos paradigmas y prácticas sociales de 
producción  y  disfrute  de  los  asentamientos  humanos. 
Así, en la Cumbre de la Tierra (Río de Janeiro, 1992), 
el Forum Nacional de Reforma Urbana (fnru-Brasil), el
Frente  Continental  de  Organizaciones  Comunales 
(fcoc)  y  la  Coalición  Internacional  para  el  Hábitat 
(hic) redactamos y suscribimos conjuntamente un Tra-
tado sobre urbanización por ciudades, villas y poblados 
justos, democráticos y sustentables, basado en los prin-
cipios de solidaridad, libertad, equidad, dignidad y jus-
ticia social.

Unos años después, en el marco de la Primera Asam-
blea  Mundial  de  Pobladores  Repensando  la  Ciudad 
desde la Gente (ciudad de México, 2000), más de 300 
representantes de organizaciones y movimientos sociales 
de 35 países de cuatro continentes debatieron la cons-
trucción de un ideal colectivo como base para la realiza-
ción de ciudades democráticas, incluyentes, educadoras, 
habitables, sustentables, productivas y seguras.

Sin duda  ese  proceso  cobra nueva  fuerza  y  amplía 
sus dimensiones y contenidos cuando se inscribe desde 
2001 en las actividades anuales del Foro Social Mundial 

y el Foro Social de las Américas. Miles de personas y de-
cenas de instituciones de la sociedad civil de 16 países de 
América Latina han participado desde entonces de los 
debates, elaboración, firma y difusión de la Carta Mun-
dial por el Derecho a la Ciudad, promovida además por 
redes  como el Centro por  el Derecho a  la Vivienda y 
Contra  los Desalojos  (cohre) y  la Secretaría Latinoa-
mericana para  la Vivienda Popular  (Selvip),  y  suscrita 
incluso por instancias de la onu como la unesco y el 
Programa Hábitat.

Paralelamente, se han venido generando instrumen-
tos jurídicos de parte de algunos gobiernos a nivel local, 
nacional y regional que buscan normar los derechos hu-
manos en el contexto urbano. Entre los más avanzados 
por sus planteamientos y propuestas destacan la Carta 
Europea de Salvaguarda de los Derechos Humanos en 
la Ciudad (2000), firmada hasta ahora por más de 400 
ciudades; el Estatuto de la Ciudad de Brasil, decretado 
en julio de 2001 y la Carta de Derechos y Responsabi-
lidades de Montreal (2006).

Por su parte, los Ministros y Máximas Autoridades 
de Vivienda y Urbanismo de América Latina y el Cari-

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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be cuentan desde 2007 con una instrucción precisa de 
los  jefes de Estado y de  gobierno para que  “promue-
van la consagración del derecho a la ciudad mediante 
la generación de políticas públicas que aseguren el ac-
ceso al  suelo, a viviendas adecuadas,  infraestructura y 
equipamiento social y los mecanismos y las fuentes de 
financiamiento suficientes y sustentables” (Declaración 
de Santiago, punto 29 del Plan de Acción).

En pocas palabras, el derecho a la ciudad, entendido 
como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de 
los principios de sustentabilidad, democracia, equidad 
y justicia social, hace tiempo que es mucho más que un 
eslogan. No es difícil encontrarlo en pancartas, denun-
cias  y  propuestas  por  la  reforma  urbana  (instrumen-
tos  legales, administrativos, económicos, financieros y 
otros) así como en eventos, investigaciones, publicacio-
nes y cátedras. El proceso de sensibilización, formación, 
reflexión y movilización tiene ya vida propia. 

La ciudad que queremos, y que en muchos lugares 
estamos ayudando a construir, es también una imagen. 
Ciertamente inspirada en el debate internacional y en 
los documentos locales ya desarrollados y en implemen-
tación, la Carta de la Ciudad de México por el Derecho 
a  la Ciudad  tiene características que  la hacen única a 
nivel mundial, tanto en el proceso de su elaboración y 
promoción como en sus contenidos y propuestas.

Es una iniciativa surgida desde diversas organizacio-
nes  sociales y negociada desde 2007 con el Gobierno 
del Distrito Federal. Un año más tarde se conformó un 
Grupo Promotor inicialmente integrado por represen-
tantes de organizaciones del Movimiento Urbano Po-
pular,  la  Dirección  General  de  Concertación  Política 
y Atención Social  y Ciudadana del gdf,  la Coalición 
Internacional para el Hábitat-América Latina y la Co-
misión de Derechos Humanos del Distrito Federal, in-
corporándose también el Espacio de Coordinación de 

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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Organizaciones  Civiles  sobre  Derechos  Económicos, 
Sociales  y  Culturales  y  de  la  Procuraduría  Social  del 
Distrito Federal.

Desde entonces se ha organizado una serie de even-
tos públicos de promoción e intercambio (también en 
otras  ciudades del país),  incluyendo una Carpa  sobre 
Derecho a la Ciudad y al Hábitat en el marco del Foro 
Social Mundial-México llevado a cabo en el Zócalo de 
esta capital, y se han producido diversos materiales sus-
tantivos de debate y difusión.

Fruto de este amplio proceso se cuenta ahora con un 
Proyecto de Carta de la Ciudad de México por el Dere-
cho a la Ciudad que desde inicios de septiembre se ha 
puesto a consideración del jefe de Gobierno y de todas 
las personas interesadas. Durante los próximos dos me-
ses se esperan contribuciones para enriquecer y precisar 
sus contenidos, proceder a su firma y por supuesto a la 
definición y puesta en marcha de la estrategia para su 
implementación en el corto, mediano y largo plazo.

Según explicita en su Preámbulo, la formulación de 
esta Carta tiene como objetivos centrales contribuir a 
la  construcción  de  una  ciudad  incluyente,  habitable, 
justa, democrática, sustentable y disfrutable; contribuir 
a  impulsar  procesos  de  organización  social,  fortaleci-
miento del tejido social y construcción de ciudadanía 
activa  y  responsable;  contribuir  a  la  construcción  de 
una economía urbana equitativa, incluyente y solidaria 
que garantice la inserción productiva y el fortalecimien-
to económico de los sectores populares.

Su contenido –propuestas de políticas públicas para 
avanzar en la implementación del derecho a la ciudad– 
se estructura en torno a seis fundamentos estratégicos:

1. Ejercicio pleno de los derechos humanos en la ciudad
  Una ciudad en la que todas las personas (niñas, niños, 

jóvenes, personas  adultas mayores, mujeres  y hom-
bres) disfrutan y realizan todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales, mediante la cimentación 
de condiciones de bienestar colectivo con dignidad, 
equidad y justicia social.

2. Función social de la ciudad, de la tierra 
 y de la propiedad
  Una  ciudad  donde  sus  habitantes  participan  para 

que la distribución del territorio y las reglas para su 
uso garanticen el usufructo equitativo de los bienes, 
servicios y oportunidades que la ciudad ofrece. Una 
ciudad en la que se priorice el interés público defini-
do colectivamente, garantizando un uso socialmente 
justo y ambientalmente equilibrado del territorio.

3. Gestión democrática de la ciudad
  Una ciudad donde sus habitantes participan de to-

dos  los espacios de decisión hasta el más alto nivel 
de la formulación e implementación de las políticas 
públicas, así como en la planeación, presupuesto pú-
blico y el control de los procesos urbanos.

4. Producción democrática de la ciudad y en la ciudad
  Una  ciudad donde  se  rescata  y  fortalece  la  capaci-

dad productiva de sus habitantes, en especial de los 
sectores populares, fomentando y apoyando la pro-
ducción social del hábitat y el desarrollo de las acti-
vidades económicas solidarias.

5. Manejo sustentable y responsable de los recursos 
 naturales, patrimoniales y energéticos de la ciudad 
 y su entorno
  Una ciudad donde sus habitantes y autoridades ga-

rantizan una relación responsable con el medio am-
biente de modo que posibilite una vida digna para 
individuos,  comunidades  o  pueblos,  en  igualdad 
de condiciones y sin afectar áreas naturales, de reserva 
ecológica, otras ciudades ni a las futuras generaciones. 

6. Disfrute democrático y equitativo de la ciudad
  Una  ciudad  que  fortalece  la  convivencia  social,  el 

rescate,  la  ampliación  y  mejoramiento  del  espacio 
público y  su utilización para el  encuentro, el ocio, 
la creatividad y la manifestación crítica de las ideas y 
posiciones políticas.

A diferencia  de  otros  instrumentos  vigentes,  la Carta 
por el Derecho a la Ciudad concibe este derecho en un 
sentido amplio, que no se  limita a  reivindicar  los de-
rechos humanos individuales con el fin de mejorar las 
condiciones de vida de sus habitantes, sino que integra 
derechos y responsabilidades que los implican en la ges-
tión, producción y desarrollo responsable de la ciudad. 
Dentro de esta perspectiva, no se trata solamente de la 
construcción de condiciones para que todos y todas ac-
cedan a los bienes, servicios y oportunidades existentes 
en la ciudad, sin discriminación, sino de perfilar la ciu-
dad que deseamos y queremos construir para las futuras 
generaciones.1 

Esta utopía que camina es consciente de que su reali-
zación y su sentido dependerán de la apropiación y pro-
tagonismo activo de sus habitantes. Sigamos sumando 
nuestros granitos de arena.

1 Más información y materiales vinculados a estos procesos disponibles en 
<http://derechoalaciudaddf.blogspot.com> y <www.hic-al.org>. Páginas con-
sultadas el 29 de octubre de 2009.
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* Coordinador de la oficina regional para América Latina de la Coalición Internacional para el Hábitat (hic-al). 
** Artículo incluido en Enrique Ortiz Flores y Ma. Lorena Zárate (comps.), Vivitos y coleando. 40 años trabajando por el hábitat 

popular en América Latina, México, Universidad Autónoma Metropolitana/hic-al, 2002. Véase <http://www.hic-al.org/psh.
cfm?base=2&pag=pshdocumentos>, página consultada el 12 de octubre de 2009.

Enrique Ortiz Flores*

La producción 
social del hábitat:
¿opción marginal 
o estrategia transformadora?**

Hace algunos años, tras la caída del muro de Berlín, en una reunión convocada 
por el Banco Mundial en Washington para dialogar sobre políticas sociales con 
representantes de organismos civiles de América Latina, se nos dieron a conocer 
sin ambages las nuevas reglas para jugar al desarrollo. Uno de los vicepresidentes 
del Banco, en su alocución inaugural, se dirigió a nosotros en forma terminante 
para hacernos saber –esto de acuerdo con la síntesis que fui construyendo al es-
cuchar sus palabras– que había dos sopas: que una de ellas se había terminado y 
que la que quedaba se comería de acuerdo con su receta, o no habría sopa.

Mientras  el  solemne  funcionario  internacional  llegaba a  esta  tajante  conclusión yo  iba 
cavilando también mi reclamo basado en la vasta experiencia social latinoamericana –re-
presentada en esa reunión por muchos compañeros de larga trayectoria– que nos permitía 
afirmar que tal conclusión era falsa, que los caminos de la gente son muy diversos y que es 
posible construir un mundo en el que quepamos todos a partir de esta riqueza.

Pensaba que la sopa que se nos ofrecía, además de insulsa y hastiante, por ser la única, 
seguramente nos haría daño, con lo que quedaríamos, sin duda, a merced de su medicina 
única: los ajustes estructurales y de cinturón.

Todo esto me movía a reaccionar de inmediato, pero no alcancé a pedir la palabra. El 
señor vicepresidente del Banco había hablado, había dicho la verdad única e inmutable 
que  regiría  a  partir  de  esos  momentos  nuestros  debates  y  seguramente  nuestras  vidas; 
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había terminado su discurso y se marchaba soberbio y 
satisfecho, sin escuchar a nadie.

Así, en forma autoritaria y con total desprecio de la 
gente, parece imponerse hoy el modelo triunfante, el de 
la  acumulación  infinita,  del  pensamiento único,  de  la 
competencia feroz, del libre mercado sin cortapisas, de 
la globalización financiera y productiva, de las ciudades 
negocio, del hábitat-mercancía. La del supuesto fin de la 
historia y la anunciada muerte de las ideologías. Sufri-
mos hoy nuevas formas de dominación más abstractas 
y lejanas a nuestro control, que expropian los activos y 
los saberes populares y que arrebatan o cancelan la ca-
pacidad productiva autónoma de grandes sectores socia-
les. La lógica misma del sistema triunfante lo conduce 
a crecer a costa de la depredación de la naturaleza y de 
la explotación, la desposesión y la exclusión de grandes 
mayorías. Para evitar su alzamiento y su protesta se des-
articulan los colectivos y se individualizan los problemas 
y las soluciones. Se debilitan los Estados y se da el papel 
protagónico a las ciudades, que compiten entre sí para 
captar los favores de los inversionistas sin patria, subsi-
diándolos con los dineros del pueblo.

Se reduce la realidad para controlarla, se persigue con 
ayuda de los medios de comunicación la homogeneiza-
ción de las culturas, las mentes, los productos e incluso 
de los seres vivos, desconociendo y aplastando los cada 
vez más reducidos espacios autónomos de producción 
cultural y de gestión social.

Se ignora, se persigue e incluso se extermina a los di-
ferentes,  a  los  que  disienten,  a  las  minorías.  La  mano 
invisible del mercado no funciona, como diría Thomas 
Friedman, sin un puño invisible. Hoy, proliferan las gue-
rras focalizadas, la violencia y los actos represivos contra 
los opositores al modelo; el puño se hace cada día más 
visible y su utilización más cínica.

En el campo de las políticas sociales se pasa acelera-
damente del Estado proveedor al facilitador que aban-
dona viejas responsabilidades en favor del libre juego del 
mercado. Así, en el campo del hábitat, los conceptos de 
necesidad, demanda solvente y oferta mercantil de so-
luciones habitacionales sustituyen a los ya considerados 
obsoletos de provisión estatal de bienes y servicios, sin 
considerar siquiera los que pudieran ser planteamientos 
incluyentes de avanzada, basados en el derecho inaliena-
ble de todos a un lugar digno y seguro donde habitar y 
en principios  fundamentales como  la  libre determina-
ción y la acción corresponsable de las y los ciudadanos.

El Estado de  la era globalizadora busca descentrali-
zarse depositando sus antiguas responsabilidades en uno 
solo de los potenciales actores sociales: el sector privado. 
Se privilegia al capital financiero y a las grandes corpo-
raciones y se cancela todo apoyo y reconocimiento a los 
productores sociales, esto cuando en la mayor parte de 
nuestros países, y como consecuencia de estos hechos, 
siguen siendo ellos los principales constructores de ciu-
dad y de vivienda.

La  satisfacción  del  derecho  humano  a  la  vivienda, 
cuya  definición,  reconocimiento  y  defensa  ha  conjun-
tado grandes esfuerzos de diversas instancias de Nacio-
nes Unidas y de un sinnúmero de organismos civiles y 
pobladores organizados de todo el mundo, se entiende 
hoy limitada a la producción y venta masiva de espacios 
habitables (aunque no lo sean tanto). La abundancia de 
viviendas  vendibles  estaría  dentro  de  esta  concepción, 
dando satisfacción a ese derecho, al  igual que  la abun-
dancia de comestibles y medicinas en los anaqueles de los 
supermercados y las farmacias pretende dar por cumpli-
dos, desde el lado de la oferta, los derechos a la alimen-
tación y a la salud.

No importa que esa profusión de objetos habitables 
en venta sea inalcanzable para grandes sectores sociales y 
que en su concepción se ignoren formas de vida, gustos 
y sueños de la gente; no interesa que se dé la espalda a las 
ciudades en que se ubican, destruyendo todo concepto 
urbano de  encuentro  y  convivencia,  e  imponiendo  su 
monótono sembrado de viviendas y edificios repetidos 
hasta el aburrimiento.

No importa, en tanto haya quien pueda comprar los 
productos ofertados. Mientras haya negocio, crezcan las 
estadísticas abstractas y se fortalezcan los indicadores ma-
croeconómicos todo irá bien para el modelo y quienes lo 
controlan.

Se diseñan políticas parciales y contradictorias que, 
por  una  parte,  conciben  la  vivienda  como  factor  ma-
croeconómico estratégico, motor del desarrollo econó-
mico  e  importante  activador  del  capital  financiero,  y 
por otra limitan su impacto social al mejoramiento de la 
calidad de vida y a la construcción del patrimonio pri-
vativo de la familia. Políticas que, por un lado, recetan 
libre mercado y fomento de la industria habitacional y 
de  los promotores privados para producir y ofrecer en 
venta objetos habitables a sujetos de crédito cuidadosa-
mente seleccionados y que, por otro, focalizan la inter-
vención del Estado en los sectores excluidos del modelo 
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mediante  programas  compensatorios  que  distribuyen, 
como ayuda  social paternalista, migajas en un mar de 
excluidos sociales.

Se imponen políticas propietaristas e individualizan-
tes que minimizan y tienden a cancelar el cooperativismo 
de vivienda y otras  formas organizadas de producción, 
gestión y tenencia del hábitat popular.

Se trata de políticas centradas en intereses y factores 
económico-financieros que ignoran y pretenden cance-
lar el potencial macrosocial y microeconómico de otras 
conceptualizaciones que, como la producción social del 
hábitat,  se centran en el  ser humano,  tanto en  su di-
mensión personal como colectiva.

Se pierde con ellas la posibilidad de concebir la pro-
ducción habitacional como generadora, no sólo de pa-
redes y techos sino de ciudadanía consciente, productiva 
y responsable, y a la vez como proceso potenciador de la 
economía popular.

La  producción  social  del  hábitat,  principalmente 
aquella que se apoya en procesos autogestionarios co-
lectivos,  por  implicar  capacitación,  participación  res-
ponsable,  organización  y  la  solidaridad  activa  de  las 
y  los  pobladores,  contribuye  a  fortalecer  las  prácticas 
comunitarias,  el  ejercicio directo de  la democracia,  la 

autoestima de los participantes y una convivencia social 
más vigorosa. Al acrecentar la capacidad de gestión de 
los pobladores organizados y su control sobre los pro-
cesos productivos del hábitat; al derramar los recursos 
provenientes del ahorro, el crédito y los subsidios en la 
comunidad  en que  se desarrollan  las  acciones;  al  for-
talecer así los circuitos populares de mercado, [la pro-
ducción  social  del  hábitat]  contribuye  a  potenciar  la 
economía de sus participantes, de la comunidad barrial 
en que se ubican y de los sectores populares en su con-
junto. Al poner al ser humano, individual y colectivo, 
al centro de sus estrategias, su método de trabajo y sus 
acciones, pone en marcha procesos innovadores de pro-
fundo contenido e impacto transformador.

Centrar las políticas de hábitat y los procesos de pla-
neación, diseño y producción habitacional en la gente 
y no en el dinero contiene el potencial de hacer de la 
vivienda y de  los barrios populares productos sociales 
que reconocen la diversidad y la riqueza creativa y de 
vida de las comunidades; de construir sobre  las trazas 
históricas, formas de vida, aspiraciones y sueños de los 
grupos sociales implicados.

Al  imponerse,  contrariamente,  políticas  habitacio-
nales que pretenden ignorar a las ciudades y a las y los 

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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ciudadanos  se  han  generado  fuertes  contradicciones: 
producción masiva de viviendas-mercancía inaccesibles 
a  grandes  masas  de  población  que  se  ven  obligadas  a 
autoproducir, sin apoyos, sus barrios y su vivienda; cre-
ciente  segregación  social  y  urbana,  ciudadanos(as)  sin 
ciudad y ciudades sin ciudadanos(as); desalojos masivos 
de  población  pobre  a  favor  de  macroinversiones  jus-
tificadas  en  conceptos  de  utilidad  pública,  progreso  y 
competitividad global de  la ciudad,  supuestamente en 
beneficio de sus habitantes; ciudad en suma dual, la de 
las y los excluidos y mal alojados que buscan integrarse 
y la de los amos de la ciudad encerrados en guetos bien 
servidos, controlados y cercados.

Estas contradicciones nos penetran y sin mayor senti-
do crítico aceptamos las formulaciones que expresan esta 
dualidad:  ciudad  formal  e  informal,  vivienda  normal 
y  subnormal,  enclave global  y barrio marginal.  ¿Dón-
de queda en todo esto el derecho de todos a la ciudad? 
¿Dónde el derecho humano, universal e intransferible, 
a un lugar y a una vivienda? ¿Cómo explicar  la muta-
ción de  los derechos humanos en mercancías?  ¿Cómo 
la subordinación de los derechos sociales a los derechos 
mercantiles de las grandes corporaciones? ¿Cómo la pos-
tergación de los derechos de las mayorías para satisfacer 
los intereses de unos cuantos?

Las contradicciones crecientes no pueden traer nada 
bueno para la convivencia humana. La destrucción del 
tejido social que estos hechos generan tiene graves con-
secuencias  para  el  conjunto  de  la  sociedad:  violencia, 
inseguridad, ingobernabilidad, polarización social, pri-
vatización y con ella la supresión misma de los espacios 
públicos; rechazo a toda iniciativa que pretenda resolver 
problemas de otros en nuestros barrios, hasta el extremo 
de oponernos a toda obra colectiva.

Se niega con ello el  sentido de  la ciudad como es-
pacio  de  socialización  y  convivencia,  como  teatro  de 
la política y contexto de vida humana civilizada. O la 
ciudad es para todos o no lo será para nadie. Es éste un 
tema que unifica luchas, procesos, pensamientos y pro-
yectos en el momento actual latinoamericano.

La lucha histórica de quienes participamos en este es-
crito colectivo se ha enfocado, y hoy más que nunca lo 
hace, en el apoyo de iniciativas tendientes a fortalecer la 
autonomía y la libre determinación de los sectores socia-
les que asumen consciente y responsablemente la cons-
trucción de ciudad y de ciudadanía a partir de esfuerzos 
concretos, muchas veces heroicos, por producir y gestio-
nar su hábitat y por transformar las políticas y estructuras 
de poder que les impiden u obstaculizan el hacerlo.

Este esfuerzo a contracorriente, ¿representa al inicio 
del siglo xxi sólo una opción marginal, un instrumen-
to  de  sobrevivencia  destinado  al  fracaso?,  ¿nostalgia 
socializante  sin  esperanza  en  tiempos de  feroz  indivi-
dualismo?,  ¿lucha  anacrónica  por  defender  territorios 
y  lugares  de  la  gente  cuando  parece  imponerse  el  no 
lugar, el espacio de los flujos que corren por las redes 
virtuales de la telemática, la sociedad concebida como 
sola comunicación? O por lo contrario, esta lucha obs-
tinada por impulsar procesos transformadores desde los 
lugares y la gente ¿puede considerarse como parte de un 
proceso estratégico global que ensaye nuevos caminos 
en busca de otro mundo posible centrado en el respeto 
a la naturaleza, la vida y los seres humanos?

Frente al avasallamiento brutal que hoy nos impone 
el poder económico transnacionalizado y el de sus alia-
dos  locales,  cada  vez más  subordinados,  obedientes  y 
ambiciosos, la lucha por defender y ampliar los espacios 
autónomos de producción, gestión y creación cultural, 
son para muchos un esfuerzo irrisorio, marginal y sin 
futuro.

De hecho son frecuentes los casos de intelectuales y 
de organizaciones sociales y civiles que han abandona-
do estos caminos para subirse al carro de la rentabilidad 
económica o política: ong  reconvertidas  en  empresas 
privadas o que han dejado atrás su trabajo comunita-
rio para hacerse gestoras de sus agendas políticas y para 
posicionar a sus dirigentes como funcionarios o como 
“interlocutores” del Estado a tiempo completo; organi-
zaciones sociales, que se dicen revolucionarias, conver-
tidas en gestoras de vivienda o en organizadoras de la 
demanda en apoyo de negocios inmobiliarios privados; 
intelectuales “orgánicos” hoy convertidos en expertos y 
consultores al  servicio del mejor postor; movimientos 
sociales descabezados por la fuga de sus dirigentes para 
ocupar cargos en los partidos o en el sector público.

Siendo esto un hecho, no representa, ni con mucho, 
el único camino. Hoy se ensayan nuevas estrategias, se 
abren nuevos procesos y se multiplican, sobre todo en-
tre  las mujeres y  los  jóvenes, nuevos espacios en bús-
queda. También  avanzan,  profundizan  su  experiencia 
y replantean sus estrategias y métodos viejas organiza-
ciones que, pese a los obstáculos y limitaciones que les 
imponen las tendencias actuales, se mantienen abiertas 
y en búsqueda continua y consistente con su compro-
miso y su trabajo histórico.

Recientemente,  y  como  respuesta  a  algunas  de  las 
recomendaciones de la Asamblea Mundial de Poblado-
res, llevada a cabo en México en octubre de 2000, rea-
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lizamos un sondeo para identificar y documentar casos 
complejos de producción y gestión social del hábitat en 
América Latina. Con apoyo de las redes de la Coalición 
Internacional para el Hábitat-América Latina (hic-al) 
y la Secretaría Latinoamericana para la Vivienda Popu-
lar (Selvip) se  integró una muestra de 45 casos de 13 
países que representan un amplio abanico de experien-
cias enfocadas a hacer efectivos los derechos de las y los 
pobladores a la ciudad y la vivienda.

La mayor parte de ellas son experiencias de gran vita-
lidad en las que se ensayan y desarrollan caminos inno-
vadores que muestran la capacidad de las organizaciones 
sociales de administrar y conducir procesos complejos 
que superan con mucho la visión sectorizada de los go-
biernos,  el  reduccionismo  homogeneizador  impuesto 
por  los  mercados  transnacionalizados  y  la  especializa-
ción fragmentaria de los expertos.

Se trata de programas o proyectos que integran diver-
sos componentes y procesos más allá de la construcción 
de viviendas y de las actividades de capacitación y for-
talecimiento organizativo que caracterizan a la produc-
ción  social  del  hábitat.  Los  casos  registrados  incluyen 

varios de  los  siguientes  componentes  y procesos:  acti-
vidades generadoras de ingreso u orientadas al  fortale-
cimiento de  la  economía popular; uso de  ecotécnicas, 
educación ambiental y gestión de proyectos ecológicos; 
acciones encaminadas a mejorar la salud, el consumo o 
la seguridad; atención de grupos especiales (niños, jóve-
nes, personas adultas mayores); promoción de la equidad 
de género a lo interno del propio colectivo; fomento de 
la cultura y el deporte; participación activa en la negocia-
ción de políticas públicas, el fortalecimiento de las luchas 
democráticas o el desarrollo del poder local.

Constituyen experiencias que, desde el nivel micro, 
construyen soberanía popular y nueva cultura centra-
das en  las prácticas colectivas y en estrategias basadas 
en la capacitación, el manejo de información, la parti-
cipación en las decisiones, la socialización de responsa-
bilidades y la autogestión de los propios saberes, activos 
y recursos. Independientemente de quien las haya ori-
ginado, las experiencias más avanzadas se centran en la 
comunidad e implican el trabajo articulado e interdis-
ciplinario  de  técnicos  y  profesionales  que  apoyan  sus 
procesos productivos y autogestionarios.

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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Estas experiencias, que constituyen sólo una muestra 
del trabajo que desarrollan, entre muchas otras, las or-
ganizaciones desde las que actúan los autores, se suman 
a las que se realizan en muchos otros campos. Gracias a 
los medios electrónicos se aceleran los contactos y las so-
lidaridades entre ellas y se convocan encuentros y accio-
nes conjuntas que van tejiendo y articulando procesos a 
diferentes escalas –local, nacional, regional, global– en 
forma simultánea y progresiva, sin seguir patrones pre-
establecidos ni modelos mecánicos.

Surgen nuevas formas de organización y acción que 
concitan voluntades y construyen sinergias en la defen-
sa global de  los derechos humanos,  la naturaleza y  el 
hábitat humano; la diversidad cultural y biológica; de 
las personas  indígenas,  los(as)  trabajadores(as),  los(as) 
desplazados(as),  los(as)  refugiados(as),  los(as) migran-
tes, las víctimas de las guerras y catástrofes; de los que 
sufren hambre, enfermedades o carecen de techo.

Se intercambian experiencias, testimonios y reflexio-
nes sobre procesos innovadores en campos tan diversos 
como la agricultura orgánica, el comercio justo, el true-
que  tecnificado,  la medicina  alternativa,  la  educación 
transformadora, el hábitat popular autogestionario. Se 
articulan  acciones  contra  la  globalización  excluyente 
de los poderosos, el narcotráfico, el armamentismo, los 
impactos sociales y ambientales de los macroproyectos.

Se gesta en diversos frentes, lugares y escalas el otro 
mundo  posible  que  anima  los  sueños,  encuentros  y 
debates  que  integran  el  Foro  Social  Mundial  y  otros 
espacios  que  imaginan  y  construyen,  paso  a  paso,  la 
otra  globalización,  la  que  concibe  al mundo  como el 
espacio y patrimonio de todos. Ese otro mundo posible 
no surgirá ciertamente de las instituciones, demasiado 
encerradas en su vieja racionalidad reduccionista, sepa-
radora y fragmentaria, y entrampadas en sus rutinas e 
impedimentos  burocráticos.  Ese  otro  mundo,  por  lo 
contrario, palpita ya vitalmente en incontables, tal vez 
en millones, de pequeñas experiencias conducidas por 
comunidades, grupos solidarios y redes sociales que, a 
todo lo ancho del planeta, se resisten al avasallamiento 
de su autonomía y  luchan por su dignidad y sobrevi-
vencia  interactuando  colectivamente  y  aprendiendo  a 
gestionar procesos y proyectos cada vez más complejos 
e integrales.

Frente a los hombres grises, acumuladores de tiem-
po, de poder y de dinero, se van gestando nuevas for-

mas  de  convivencia  que  nos  acercan  a  la  práctica  de 
edificar y de habitar –de acuerdo al decir zapatista– un 
mundo en el que quepan todos los mundos.

Pero casi 40 años de trabajo realizado en los márge-
nes del sistema nos impiden ser ingenuos. Sabemos que 
nuestras mejores experiencias, muchas de ellas reconoci-
das y premiadas como “mejores prácticas”, no son sino 
flores singulares crecidas entre piedras.

Que si bien lo alcanzado y lo que hoy se sigue sem-
brando en múltiples frentes nos alienta a seguir adelante 
y nos  inspira para  inventar y abrir nuevos caminos,  lo 
hacemos de cara al enorme poderío económico y polí-
tico  concentrado  en  las  grandes  corporaciones  que  lo 
quieren todo y que cuentan para lograrlo con el apoyo 
de sus operadores en los gobiernos,  los organismos in-
ternacionales, los medios de comunicación masiva y las 
fuerzas armadas.

¿Cómo ubicar nuestro quehacer actual ante tales he-
chos? ¿Qué tanto debemos dedicar nuestras débiles fuer-
zas a enfrentar en sus terrenos al monstruo, que en su 
largo agonizar arrasa con todo lo que se le oponga? ¿Qué 
tanto a esparcir semillas de lo nuevo en los campos más 
fértiles y modestos de la gente que lucha por su dignidad 
y su sobrevivencia? ¿No es acaso la multiplicación, inten-
sificación y articulación de estas experiencias y procesos 
gestados a contracorriente la tarea a realizar en el umbral 
de una nueva era civilizatoria?

La respuesta a estas cuestiones no la encontraremos 
en nuevos modelos o en utopías cerradas que den cer-
teza a nuestros pasos. La única certidumbre con la que 
contamos es  la de  saber que ésta,  la certidumbre, no 
existe. Que tanto la ciencia como la historia contem-
poráneas nos muestran que el universo y nuestro mun-
do constituyen un sistema dinámico,  indeterminado, 
imprevisible,  profunda  y  crecientemente  complejo  y 
que  todo  lo que pasa en  la escala más pequeña de  la 
materia y del acontecer social incide de alguna forma 
en lo que sucede a escala planetaria y en los confines 
del universo.

Son precisamente  estas  constataciones  las que  afir-
man nuestra esperanza y nos motivan a seguir adelante, 
aunque tengamos que hacerlo desde los resquicios que 
nos abren las grandes contradicciones de nuestro tiem-
po y desde la realidad caótica, aleatoria e impredecible 
en la que se gestan hoy los procesos sociales que habrán 
de transformarla.
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Ruth Pérez López*

¿Ciudades para 
personas o para autos? 

La actual administración del Gobierno del Distrito Federal (gdf ) se ha propues-
to mejorar la movilidad urbana aumentando la oferta de transporte público. 
Los proyectos destinados a crear alternativas a la saturación vial y a mejorar 
la calidad del aire se intensifican: ampliación de la red de Metro y Metrobús, 
construcción del Tren suburbano y del corredor cero emisiones, sustitución de 
taxis y peseros, puesta en marcha del Hoy no Circula Sabatino, limitación de la 
circulación de vehículos foráneos y del extranjero, implementación del transporte 
escolar obligatorio en escuelas privadas, reubicación laboral de empleados de 
gobierno, entre otros.

En contraste con estas acciones, las autoridades siguen asignando una parte importante 
de  los recursos públicos a obras que buscan “agilizar  la circulación vehicular”, como la 
construcción de vías rápidas, distribuidores viales, puentes vehiculares, cajones de esta-
cionamiento, túneles y pasos a desnivel. Así, mientras por un lado se está apostando por 
el transporte público, por otro se perpetúan las obras que incentivan el uso del automóvil 
y,  a  largo plazo,  agravan  el problema de  congestionamiento  vial. En  consecuencia,  los 
esfuerzos emprendidos para mejorar la movilidad urbana no conducen a ningún cambio 
significativo;  las diversas  iniciativas pierden  su potencialidad, dejan de  responder  a  los 
intereses colectivos y terminan por perjudicar la calidad de vida de las y los ciudadanos.

* Doctora en Cambio Social, con especialidad en Antropología Social por la Universidad de Lille, Francia; encargada de la Coor-
dinación Académica del Observatorio Ciudadano de la Ciudad de México y activista de Bicitekas, A. C., organización que 
promueve el uso de la bicicleta como medio de transporte, la humanización de la vida urbana y el transporte sustentable.



DFensor  •  Órgano oficial de difusión de la cdhdf1�

O
pi

n
ió

n
 y

 D
eb

a
te

Hegemonía del coche

Las políticas orientadas a la ampliación y mejoramiento 
de la red vial que se aplican desde el advenimiento de la 
ciudad moderna, conllevan a un aumento significativo 
del uso del automóvil particular. Entre 1994 y 2007, 
los viajes realizados en este medio de transporte se in-
crementaron 30% en la zona metropolitana del valle de 
México (zmvm).1 A la vez, el tiempo promedio de tras-
lado aumentó siete minutos, pasando de 46 en 1994, a 
53 en 2007. Lo anterior indica que la movilidad no se 
ha mejorado durante estos últimos años; al contrario, el 
congestionamiento vial ha empeorado, las horas pico se 
han extendido y las velocidades se han reducido.

Si bien poseer un auto particular fue sinónimo, en 
su momento, de  libertad de desplazamiento,  rapidez, 
flexibilidad y placer, hace tiempo que en la ciudad de 
México el automóvil ya no cumple con estas caracterís-
ticas. Sin embargo, el desarrollo de una relación simbó-
lica y afectiva al auto ha llevado a considerarlo un fin en 
sí mismo. Por esta razón, aun cuando su uso responde 
cada vez menos a una necesidad de transporte y movi-
lidad, la demanda de este tipo de vehículo es mayor y 
va en aumento.

Monopolización del espacio

Cuántas veces hemos escuchado frases como “el Distri-
to Federal ha llegado al  límite de su capacidad” o “ya 
no cabemos en la ciudad”, insinuando que se deberían 
tomar medidas para frenar la inmigración, cuando en 
realidad las personas no son el problema, sino la forma 
en que se planea y ordena el territorio. Si se analizan los 
datos que ofrecen las estadísticas, se observa que la den-
sidad de la población en el Distrito Federal no es tan 
dramática como se pretende. Se eleva a 5 896 hab/km2, 
por lo que se sitúa tres veces por debajo de la densidad 
de París, dos veces por debajo de la densidad de Nueva 
York y sólo un poco por encima de la de ciudades como 
Madrid y Montreal. La  impresión de  falta de espacio 
en la ciudad de México resulta del excesivo espacio que 
ocupa el coche en el medio urbano.

Como ejemplo, está el número de personas que cir-
culan cada hora por un espacio de 3.5 metros de ancho: 
es de 2 000 si viajan en auto, de 14 000 si se transpor-

1 inegi, encuesta Origen-Destino 2007.

tan en bicicleta y de hasta 22 000 si viajan en transporte 
público.2 El área requerida para estacionar un automó-
vil es diez veces mayor a la de una bicicleta y su aporte a 
la congestión viales veinte veces más elevado,3

Si bien el automóvil aporta aproximadamente 29% 
de los viajes en la zmvm, la parte en infraestructura ur-
bana destinada  a  este medio de  transporte  representa 
un porcentaje mucho mayor. Por si fuera poco, es cada 
vez más común ver cómo las banquetas y otros espacios 
para  peatones  son  utilizados  como  estacionamientos 
temporales.  La  invasión  y  monopolización  de  los  es-
pacios públicos por el automóvil impide la circulación 
fluida y segura de las personas, particularmente de las 
más  vulnerables, y  dificulta  su  acceso  a  los  servicios 
ofrecidos por la ciudad. 

Costos sociales y ambientales del uso del automóvil

El automóvil causa graves perjuicios a la colectividad e 
impacta negativamente sobre la calidad de vida urbana 
y  las condiciones de vida de  las y  los ciudadanos. No 
representa una opción viable para las ciudades ni es sus-
tentable en términos energéticos. Tiene efectos negati-
vos sobre el medio ambiente y sobre la contaminación 
atmosférica y sonora. Su masificación ha llevado a un 
incremento de  las  enfermedades  respiratorias  y,  sobre 
todo, de la inseguridad vial, vulnerando el derecho a un 
medio ambiente seguro y saludable.

El  congestionamiento  vial  cada  vez  más  frecuente 
produce  estrés  en  los  automovilistas  quienes,  por  de-
sesperación e impaciencia, buscan ganar tiempo a través 
de diferentes estrategias que infringen, por lo general, el 
reglamento de tránsito: exceder el límite de velocidad, 
pasar los semáforos en rojo, ignorar la prioridad de paso 
y los derechos de las y los peatones.

En  definitiva,  la  motorización  de  las  ciudades  ha 
incrementado  significativamente  la  inseguridad  de  la 
ciudadanía. En México, los accidentes de tránsito son 
la primera causa de muerte en jóvenes de 15 a 29 años, 
por lo que se han convertido en un problema de salud 
pública. No obstante, en un momento donde la segu-
ridad pública y ciudadana ocupa uno de los primeros 
lugares en  la agenda política,  las autoridades públicas 
parecen haber perdido el interés por la seguridad vial.

2 Botma H. y Papendrecht, Traffic Operation of Bicycle Traffic, tu-Delft, 1991. 
� Bicitekas H. e itdp, Propuesta de red ciclista para la ciudad de México, México, 

2007.
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Derecho a la movilidad y a un transporte eficiente 
y seguro

El transporte debe desarrollarse en función de intereses 
colectivos y promover  la  inclusión social de  sus habi-
tantes  a  través  de  un  acceso  equitativo  a  los  diferen-
tes  espacios de  la  ciudad. El  artículo  xiii  de  la Carta 
Mundial por  el Derecho a  la Ciudad4  estipula que el 
transporte público y  la movilidad urbana constituyen 
un derecho que es necesario garantizar a través del uso 
de vehículos no contaminantes y el establecimiento de 
áreas reservadas a los peatones, entre otros puntos.

En 2007, la declaración de Stuttgart5 sobre movili-
dad sustentable reconoció esta última como un derecho 
universal e indispensable para acceder a otros derechos 
básicos  como  son  la  salud,  el  trabajo,  la  vivienda,  la 
educación, etcétera. 

Se resaltó la idea de una movilidad socialmente equi-
tativa y respetuosa con el medio ambiente y se señaló la 
importancia de cambiar las prácticas sociales relativas al 
uso del automóvil. Considerando la movilidad como “el 
derecho al libre desplazamiento en condiciones óptimas 
de relación entre el medio ambiente, espacio público e 
infraestructura”,6  el  automóvil  ha  demostrado  que  no 
es una opción viable de transporte. Por el contrario, la 
bicicleta ofrece verdaderos beneficios tanto para la o el 
usuario como para la colectividad: favorece la conviven-
cia urbana, conduce al respeto del patrimonio común, 
participa  en  la  disminución  de  las  emisiones  de  gases 
de efecto invernadero, no produce ruido, reduce signi-
ficativamente los embotellamientos y accidentes de trá-
fico, contribuye a la preservación de la energía, mejora 
los tiempos de viaje y las condiciones de accesibilidad, 
incrementa  la  salud,  disminuye  las  desigualdades  en 
materia de movilidad, permite el disfrute equitativo de 
la  ciudad, evita  las  situaciones que  favorecen el  estrés, 
aumenta la calidad del medio ambiente urbano y, por si 
fuera poco, ofrece una alternativa a la creciente deman-
da de un modo de transporte individual a un bajo costo. 
Como bien lo dice el antropólogo francés Marc Augé, la 
bicicleta permite unir lo útil con lo agradable.7

� Varios, Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, Quito, Foro Social de las 
Américas, 200�.

� Council of European Municipalities and Regions (ccre), Declaration of Stutt-
gart, Stuttgart, 2007.

� Ballén Duque, “Derecho a la movilidad, la experiencia de Bogotá” en Prole-
gómenos: Derechos y Valores, núm. 20, Bogotá, 2007, pp. 1�9-181.

7 Marc Augé, Elogio de la bicicleta, Barcelona, Gedisa, 2009.

Bicitekas, A. C.: 
promoviendo ciudades más humanas

Desde Bicitekas, A. C., buscamos  incidir  en  las polí-
ticas  públicas  así  como  en  la  planificación  y  gestión 
territorial,  a fin de producir un  cambio  sustancial  en 
la movilidad urbana de  la ciudad de México y en  los 
modos de desplazamiento de sus habitantes. Nos esfor-
zamos por modificar el rostro de la ciudad a través de la 
promoción de alternativas de movilidad más eficientes, 
viables y equitativas.

Para  nosotros,  la  bicicleta  no  es  un  fin,  sino  una 
herramienta para construir una ciudad para  todos(as) 
logrando  el  bienestar  colectivo  a partir  de  la  garantía 
de los derechos de las personas. En este sentido, consi-
deramos que tiene un gran potencial para responder a 
los retos que plantea la ciudad de México y que puede 
llegar a desempeñar un papel importante en la transfor-
mación del ámbito urbano y en el cambio de hábitos de 
las y los ciudadanos.

El gdf ha establecido como meta para 2012  lograr 
que 5% de los viajes se hagan en bicicleta. Desde nuestra 
perspectiva,  para  impulsar  este  medio  de  transporte  y 
alcanzar esta meta, es necesario que las políticas públicas 
desarrollen una visión integral de la ciudad que incorpo-
re aspectos de sustentabilidad, accesibilidad e inclusión 
social. El presupuesto y la administración de los recur-
sos públicos deben  ser  congruentes  con estas políticas 
públicas. Las acciones gubernamentales se caracterizan 
actualmente por una visión fragmentada de la ciudad y 
un conjunto de obras aisladas que se limitan a atender
y satisfacer la demanda inmediata.

Fomentar el uso del transporte público desarrollan-
do la red de transporte colectivo no es suficiente para 
transformar a la ciudad. También es indispensable in-
crementar la oferta de espacios de descanso y recreación; 
construir parques y jardines; implementar más espacios 
para  los peatones; anchar  las banquetas y 
reducir  el  espacio  para  los  coches;  en 
definitiva, poner en marcha medidas 
para que la ciudad se convierta en 
un  lugar  agradable  y  seguro  y 
ofrezca  a  las  y  los  ciudadanos 
una vida urbana de calidad. 
De  otra  forma,  el  dere-
cho  a  la  ciudad  será 
ejercido únicamen-
te por las y los au-
tomovilistas.
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Carlos Cruz Santiago*

El cuento 
de la resiliencia

Las juventudes de la ciudad, las y los jóvenes de la comunidad, el barrio, la 
resistencia y sus tradiciones, la recreación autodidacta a la luz del alumbrado 
público, la reflexión grupal en la esquina, la revolución del vestir y el pensar y 
el carnaval del color que inunda mi comunidad, la cancha de básquet que se 
usa para el fútbol, las mesas de ajedrez que sirven como mesa de masaje mutuo 
entre los novios adolescentes del barrio, la pared trasera del centro comunitario o 
del patio de la escuela convertida en frontón, la calle empinada que prolonga la 
caída libre en patineta, la esquina donde converge la amistad, el amor, el albur, 
donde la violencia hace converger a quienes la sufren en casa y están dispuestos 
a ejercerla en la calle… todo lo anterior es el espacio público.

¿Quién no recuerda las diversas etapas de la vida en el espacio público? Jugar a “Doña 
Blanca” e identificar “los pilares de oro y plata”, la “cascarita” en medio de la calle y el so-
nido electrizante de un ventanal roto por la fuerza infantil del talento deportivo callejero; 
o bien, aquella vieja canción de Rubén Baldes que a la letra dice “Por la esquina del viejo 
barrio lo vi pasar, con el tumbao que tienen los guapos al caminar”. Algo más moderno 
con la Maldita Vecindad al son de “En la noche, en la ciudad, los vatos miran pasar las 
patrullas sin dudar, buscando a quien apañar”; todas son acciones que suceden en la calle, 
en los barrios, en el espacio público. 

La calle,  la no calle, el espacio público, el  sitio de pertenencia social de  la  juventud 
excluida es un no-lugar de pertenencia al sistema social. Es en la calle donde se generan 
abismos de exclusión y diversas formas de discriminación que se retroalimentan negati-

* Director general de Cauce Ciudadano, A. C.
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vamente  con  situaciones  de  inseguridad  y  riesgo,  vio-
lencia callejera, violencia de género y familiar, maltrato 
infantil, deserción escolar, organización para el delito y 
la  delincuencia  organizada,  el  uso  y  abuso  de  drogas, 
el abuso en el uso de la fuerza por parte de los cuerpos 
policiacos.

Es en  la calle donde se configura hoy  la visión que 
se construye mediáticamente de lo juvenil. La juventud 
es vista como la etapa de la vida en la que se produce el 
pasaje de la intimidad familiar a los códigos de la cul-
tura en la que el individuo logra la madurez sexual, la 
asimilación psíquica de los cambios morfológicos y psi-
cológicos que ocurren en el cuerpo, la identidad sexual 
y la identidad de género. Durante esta etapa de la vida la 
persona descubre sus intereses sociales, políticos, cultu-
rales, sus gustos, sus sueños, etc. Pero, ¿quiénes son los 
jóvenes?,  ¿qué quieren?,  ¿qué  les gusta? Son preguntas 
que tenemos que realizar cuando asumimos el reto de 
transformar  el  espacio  público,  pero  las  respuestas  las 
debemos obtener directamente de las poblaciones juve-
niles que habitan una comunidad. Al acercarnos y enta-
blar una construcción colectiva podemos afirmar que:

•  Las juventudes son la cara visible del proceso de acu-
mulación  de  la  riqueza  que  ha  dejado  a  una  gran 
franja de la población en situación de riesgo, pobreza 
social y pobreza económica.

•  Es el grupo etario sobre el que pesan los estereotipos, 
mitos y supuestos que es necesario desnaturalizar en 
función de reconocer y aprovechar sus capacidades 
innovadoras.

•  Son sujetos/actores sociales potencialmente transfor-
madores, que debieran ser el punto de partida a  la 
hora de pensar estrategias de inclusión y reconstruc-
ción del tejido social.

¿Qué  hacer?,  ¿cómo  hacerlo?,  ¿dónde  hacerlo?,  ¿con 
quién hacerlo? son algunas preguntas que se generan en 
las poblaciones juveniles. 

Partir de la resiliencia como pilar de transformación 
implica reconocer su construcción social. Al respecto, 
existen  varias  definiciones  y  distintos  planteamientos 
teóricos y conceptuales sobre la resiliencia. El de Rutter1 
es quizá uno de los más sólidos e integradores, según el 
cual  la resiliencia se caracteriza como un conjunto de 
procesos sociales e intrapsíquicos que posibilitan tener 

1  Michael Rutter, “Resilience: Some conceptual considerations”, en Journal of 
Adolescent Health, núm. 8, 199�.

una vida  sana en un medio  insano. Estos procesos  se 
realizan a través del tiempo, dando afortunadas combi-
naciones entre los atributos de la o el niño, adolescente, 
joven y su ambiente familiar, social y cultural.

Así,  la resiliencia no puede ser concebida como un 
atributo con el que los seres humanos nacen o que éstos 
adquieren durante su desarrollo, sino que se trata de un 
proceso que caracteriza un complejo sistema social, en 
un momento determinado del tiempo.

Así,  el  término  se  adoptó  por  las  ciencias  sociales 
para caracterizar a aquellas personas que, a pesar de na-
cer y vivir en condiciones de alto riesgo, se desarrollan 
psicológicamente sanos y son socialmente exitosos.

A partir del diagnóstico de los factores de riesgo en 
las  poblaciones  juveniles  podemos  encontrar  algunos 
factores que inhiben la resiliencia comunitaria:

•  La admiración por lo extranjero (el malinchismo).
•  La pasividad ante la desgracia (se piensa que ya no 

hay alternativa y se ve a la violencia como única al-
ternativa de solución a problemas). 

•  Los problemas de  la comunidad sólo son de quien 
los padece.

•  El ejercicio de los liderazgos autoritarios (expulsa de 
la participación a las y los jóvenes que pueden enri-
quecer con acciones e ideas novedosas e innovadoras 
la vida social de la comunidad).

•  La  anulación  de  liderazgos  (implica  la  poca  trans-
parencia en el manejo de los recursos y por ende en 
acciones que muchas ocasiones terminan en actos de 
corrupción).

Por lo anterior entendemos a la resiliencia comunitaria 
como  la  posibilidad  de  generar  herramientas  y  habili-
dades  para  el  uso  de  acciones  y  procesos  sociales  que 
permiten configurar una nueva arquitectura social con 
componentes  de  democracia  participativa,  recupera-
ción de  la vida pluricultural, el  liderazgo comunitario, 
las buenas costumbres ancestrales, la transparencia y la 
rendición de  cuentas,  el  humor  social  y  la  autoestima 
colectiva.

Cómo construimos resiliencia 

En el  trabajo cotidiano  identificamos dos maneras de 
generar resiliencia comunitaria: los procesos de vida y 
los procesos comunitarios empujan a la generación de 
resiliencia  de manera natural,  sin  embargo  en  la ma-
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yoría de los casos la resiliencia es obtenida a través de 
acciones  que  permiten  el  desarrollo  de  competencias 
sicosociales:

•  Niños niñas, jóvenes, mujeres, adultos mayores son 
indispensables para la construcción de relaciones sig-
nificativas y simbólicas en el espacio público.

•  Establecer  expectativas  altas  y viables  en  las que  la 
comunidad tenga una acción participativa.

•  Brindar oportunidades de participación significativa 
para todas y todos los integrantes de la comunidad, 
y que a través de esta acción se reconozcan las priori-
dades, los recursos humanos, los sueños y anhelos de 
las y los integrantes de la comunidad.

•  Trabajar en red para ampliar la vinculación social de 
los actores sociales como de las y los beneficiarios de 
toda intervención en los barrios y las comunidades.

•  Establecer los nuevos acuerdos de convivencia pací-
fica, que permitan clarificar  límites claros y consis-
tentes.

•  Enseñar las habilidades para la vida que permitan el 
uso y goce del espacio público (empatía, solución de 
problemas y conflictos, pensamiento crítico, pensa-
miento creativo, relaciones interpersonales y aserti-
vidad).

•  Uso y goce del espacio público con perspectiva  ju-
venil e intervención intergeneracional e intragenera-
cional.

•  Política pública de protagonismo comunitario para 
la recuperación de los espacios públicos.

•  Protagonismo  juvenil,  actores  sociales  jóvenes  con 

formación  pluricultural,  costumbres  comunitarias, 
intergeneracional y género.

•  Protagonismo social comunitario como mecanismo 
de construcción de paz.

•  Recreación y cultura urbana, rural y ancestral como 
herramienta de  formación de capacidades y habili-
dades.

•  Tecnologías de información y comunicación (acceso 
y uso, nubes de internet gratuito).

•  Voluntariado para la formación y vinculación nacio-
nal e internacional.

•  Industrias culturales desde y con las y los jóvenes.
•  Industria de la construcción para la recuperación de 

espacios públicos con y desde las juventudes.
•  Turismo de barrio y convivencia alternativa.
•  Construir –y nunca dejar de construir– como herra-– como herra- como herra-

mienta para romper los paradigmas establecidos en 
la vida comunitaria.

Fomentemos entonces los pilares de la resiliencia y ha-
gamos de la no calle el espacio público; reconstruyamos 
el  tejido  social y el nuevo contrato de uso y goce del 
espacio público.

Hacer del  espacio público un nuevo centro de de-
sarrollo  es  imperante  en  nuestras  ciudades.  Revalorar 
la actuación de las juventudes en sus barrios y sus co-
munidades  a partir de  saber que  son  sujetos de dere-
cho, que son actores potenciales para el cambio, es sin 
duda la mejor forma de construir confianza como valor 
motivador,  que  moviliza  y  rompe  los  paradigmas  del 
adultocentrismo.

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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El pasado 1 de octubre inició una nueva etapa en la historia de la cdhdf, y en la 
propia vida de Luis Armando González Placencia, pues fue designado presidente 
de esta institución. Nacido en la ciudad de México, hoy es un reconocido investi-
gador; doctor en Ciencias Penales −muy pronto también doctor en Sociología del 
Derecho− y, sobre todo, defensor de los derechos humanos de las y los capitalinos. 
Durante la administración anterior se desempeñó como tercer visitador general 
de esta Comisión, lo que lo llevó a encabezar investigaciones tan complejas como 
la de la tragedia del New’s Divine.

Tras haber sido elegido por unanimidad en la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, hoy encabeza a una institución comprometida con la defensa y 
promoción de los derechos humanos en esta ciudad. Desde ahí, desde la respon-
sabilidad del ombudsman, Luis habla sereno, seguro y convencido de que esta 
lucha siempre valdrá la pena.

cdhdf: consolidación y profesionalización

Por más de 15 años Luis González Placencia ha llevado a cabo investigaciones académicas 
que han bordeado críticamente la política criminal y abarcan el ámbito de los derechos 
humanos, la política penitenciaria, la política de jóvenes en conflicto con la ley penal, las 
políticas de seguridad pública y la sociología de la jurisdicción.

Entrevista a Luis González Placencia*

Nueva etapa en la cdhdf
Mismo compromiso con los derechos humanos**

* Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (cdhdf).
** Entrevista realizada por Elizabeth Palacios, colaboradora de la cdhdf.
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Ha impartido al menos medio centenar de cursos 
entre asignaturas de posgrado, seminarios, especializa�
ciones y diplomados, así como un importante número 
de conferencias y participaciones en foros locales, na�
cionales e internacionales, pero ¿qué pueden esperar las 
y los capitalinos de su gestión en la cdhdf? Él mismo 
lo explica:

Tengo el gran privilegio de llegar a una Comisión que está 
muy consolidada como un referente tanto en el ámbito de 
los organismos públicos de derechos humanos, como en 
general de las instituciones de Estado. El papel que tiene 
la Comisión, la solidez institucional, el prestigio adqui�
rido frente a la ciudadanía y el rol que ha jugado en la 
defensa de las prerrogativas fundamentales en la ciudad 
la coloca en un lugar alto; presidirla es un privilegio para 
mí porque me obliga a construir hacia arriba. En realidad 
hay poco que transformar, se trata más bien de consolidar 
lo que se ha logrado hasta ahora, aunque por supuesto sí 
hay que adecuarla a los cambios que se van a enfrentar en 
los próximos cuatro años.

Y es que, a juicio del nuevo presidente de la cdhdf, 
existen al interior de esta institución todavía muchas 

áreas de oportunidad para eficientar su trabajo, concre�
tamente la posibilidad de reorientar la competencia de 
las visitadurías generales para equilibrar la carga laboral, 
para tener un enfoque de problemas más que un enfo�
que de casos y con eso consolidar la especialización en 
la atención a las y los peticionarios:

Estoy pensando en tres grandes núcleos: uno es el de se�
guridad pública y sistema de justicia penal; otro es el de 
seguridad humana y derechos económicos, sociales, cul�
turales y ambientales; y el otro es el de grupos en situación 
de riesgo, vulnerabilidad o discriminación. Dos visitadu�
rías estarán ocupadas del primer núcleo, la Primera y la 
Segunda. La Tercera Visitaduría atenderá casos relaciona�
dos con la seguridad humana y los desca, mientras que la 
Cuarta se enfocará a poblaciones en situación de riesgo, 
vulnerabilidad o discriminación.

Estos cambios buscan orientar mejor la atención de 
las quejas, eficientar el trabajo de las y los visitadores a 
fin de que la institución pueda resolver más quejas en 
menos tiempo, con menos esfuerzo pero también con 
mayor contundencia. Pero existe otro elemento funda�

Fotografía: Sonia Blanquel D./cdhdf.
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mental en la consolidación de la institucionalidad de la 
cdhdf y que para González Placencia es piedra angular: 
el Servicio Profesional en Derechos Humanos (spdh):

El Servicio Profesional es fundamental. Tengo plena con�
vicción de que esa es la manera de generar personalidad 
aquí en la Comisión ya lo hemos hecho pero hay algunas 
áreas en las que hay que mejorar.

Vamos a hacer un análisis muy detallado sobre los pro�
cedimientos actuales, los mecanismos de promoción, la 
formación de las y los visitadores, de los orientadores, en 
fin, de todos los que forman parte del spdh. Estamos en 
una etapa de especialización y eso también atiende a los 
núcleos problemáticos que estoy planteando en visitadu�
rías; estos tres núcleos pueden orientar la labor de toda la 
Comisión.

Estamos en condiciones de avanzar hacia una instancia 
que haga investigación aplicada, por la naturaleza de la 
ciudad en la que vivimos que es altamente compleja, por 
el número de quejas que recibimos, y que los datos que 
tiene esta Comisión sean para más que solamente para 
resolver quejas.

Hasta ahora lo hemos resuelto también a través de los 
informes especiales pero me parece que estamos en condi�
ciones de profesionalizar también la elaboración de tales 
informes, de que haya una instancia que se dedique al aná�
lisis de los datos que se generan a través de las quejas y que 
éstos lleguen a las visitadurías para que tengan elementos 
mucho más claros para poder trabajar pero, sobre todo, 
que estos datos sean relevantes en la elaboración de política 
pública. La idea es que esta información sirva para generar 
transformaciones estructurales que nos ayuden a resolver 
los problemas relacionados con las violaciones a derechos 
humanos, incluso antes de que ocurran, una vez que se 
han identificado patrones y, en un nivel macro, cuáles son 
las causas de tales violaciones.

Justo ante la necesidad de incidir en el desarrollo e 
implementación de políticas públicas con enfoque de 
derechos humanos se realizó el Diagnóstico de Dere�
chos Humanos del Distrito Federal y su consecuente 
Programa. La cdhdf está obligada a dar seguimiento 
a las líneas de acción de este último. ¿Cómo encabeza�
rá esta tarea el nuevo ombudsman? González Placencia 
responde:

El compromiso de la Comisión, al igual que el de los de�
más entes que participaron en el Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal (pdhdf), es el de incor�
porar en sus respectivos Programas Operativos Anuales 
(poa) las líneas de trabajo del pdhdf. Esto significa que 

tanto la solicitud del presupuesto como lo que haremos 
en el próximo año tiene como eje rector lo estipulado en 
el pdhdf. Por otro lado, seguimos trabajando en el me�
canismo de evaluación del propio programa; la Comisión 
tiene la Secretaría Técnica del pdhdf y queremos que di�
cho mecanismo nos ayude a saber si efectivamente lo que 
esta en el programa es lo que corresponde hacer, si las au�
toridades comprometidas para hacerlo, lo están haciendo 
y finalmente si lo están haciendo bien, si esta teniendo un 
resultado favorable o no.

La promoción y educación en derechos humanos: 
elemento clave

Luis González Placencia afirma que la reestructuración 
de las competencias de atención de casos en las visitadu�
rías de la cdhdf no representa, de ninguna manera, un 
regreso al enfoque defensocéntrico, sino un avance hacia 
la consolidación de una comisión de derechos humanos 
más eficiente que no olvida que la ciudadanización de la 
defensa y promoción de las prerrogativas fundamentales 
de las y los capitalinos es medular para la construcción de 
una democracia sólida en la ciudad de México. Justo por 
ello, González Placencia encabezará un trabajo muy cer�
cano con las organizaciones de la sociedad civil (osc), con 
el programa de promotores(as) ciudadanos(as) y con los 
proyectos educativos de la cdhdf:

La propuesta es tener un trabajo muy cercano, muy só�
lido con las osc para que encuentren en la Comisión un 
espacio para formar ciudadanas y ciudadanos. De manera 
conjunta, tanto la cdhdf como la sociedad civil tenemos 
capacidades para generar en la ciudadanía conciencia 
plena sobre sus derechos, sobre cómo defenderlos, cómo 
vivirlos y cómo ejercerlos. La defensa ocupa un lugar im�
portante dentro de la Comisión porque ahí es a donde 
llegan las personas que vienen a solicitarnos pero el traba�
jo no termina ahí.

El centro de gravedad hay que desplazarlo hacia la 
promoción y la educación con esta mirada preventiva. 
Si logramos generar condiciones en las que se vaya cons�
truyendo una cultura de respeto a los derechos humanos 
seguramente tendremos menos violaciones, por eso va�
mos a seguir adelante con el Programa de Capacitación a 
Funcionarias y Funcionarios Públicos del Distrito Federal 
–revisando los métodos que hasta ahora se han utilizado–, 
con el trabajo con la sociedad civil para que haya colecti�
vos más conscientes del tema de los derechos de manera 
que puedan ellos y ellas también ayudar tanto a identificar 
violaciones como a tratar de evitarlas.
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Al interior de la cdhdf uno de los programas más exito�
sos en materia educativa es el de Promoción Ciudadana 
de los Derechos Humanos. Luis González Placencia lo 
sabe y tiene pensado eficientarlo, utilizando para ello 
herramientas tecnológicas y metodológicas como los 
mapas de georeferenciación, un instrumento que puede 
dar una idea más clara a la institución de los puntos 
de la ciudad donde se necesita más la presencia de la 
Comisión, el tipo de violaciones que ocurren y las au�
toridades que las cometen:

Ese sistema nos va a dar información territorializada so�
bre en qué lugares ocurren mayor número de violaciones, 
entonces podremos dirigir el programa de promotoras y 
promotores con más recursos a esas zonas, con miras a 
construir una cultura de derechos que evite las violacio�
nes; pero también podremos acercarnos más para escu�
char las quejas, para que la ciudadanía tenga la confianza 
de presentarnos sus casos.

Las lecciones del caso New’s Divine

La lamentable experiencia del caso New’s Divine repre�
sentó una oportunidad de aprendizaje en distintos ni�
veles. Para el nuevo ombudsman capitalino, esta trage�
dia permitió a la Comisión y a la ciudadanía entender 
que hay acciones del gobierno de la ciudad que no se 
justifican, que no debieron haber ocurrido pues la con�
secuencia fue la muerte de 12 personas:

Esta es una experiencia de la que debemos aprender todos, 
tanto el gobierno de la ciudad, como las y los ciudadanos 
y, por supuesto, la Comisión. Hay un importante nivel de 
aprendizaje en el trato con las victimas, el papel que juga�
ron las personas agraviadas fue fundamental para recabar 
información, para tener este mecanismo de retroalimen�
tación que resultó clave en la investigación de los hechos. 
El acompañamiento del duelo de la comunidad, el trabajo 
codo a codo con la gente de la zona con quienes vivieron 

la tragedia fue fundamental y eso, en términos de aprendi�
zaje también es importante porque te señala con claridad 
la importancia del acompañamiento que debemos hacer 
con las víctimas.

En el plano interno, la investigación se realizó en quin�
ce días… en realidad en menos, fue una semana de inves�
tigación más la semana que nos tomó preparar el informe, 
incluida la edición. Esto fue una experiencia interesante 
porque estábamos probando el nuevo modelo de investi�
gación, un modelo que generara convicción, que a través 
de un análisis riguroso de evidencia y de un proceso de 
argumentación sólido nos permitiera decir incontroverti�
blemente “aquí ocurrieron violaciones a derechos huma�
nos”. Con este caso tuvimos la oportunidad de probarlo 
plenamente. Ya no se trata de esperar a que nos llegue 
la evidencia, sino de lanzarnos a buscarla, de obtener las 
pruebas y construir los argumentos necesarios para lograr 
un informe especial y una Recomendación difícil de cues�
tionar con argumentos políticos o de otra naturaleza.

Lo que logramos demostrar es que hay un nivel estruc�
tural en la autonomía que se consigue con argumentación 
sólida y con un procedimiento de investigación riguroso.

El consejo de la cdhdf: autoridad moral

Antes de concluir, Luis González Placencia hizo énfasis 
en el papel que tiene el Consejo en la cdhdf: consolida la 
autoridad moral del ombudsman, tanto por el prestigio 
personal de cada uno de sus integrantes como por lo que 
ha logrado como colectivo en los últimos años. Gonzá�en los últimos años. Gonzá�. Gonzá�
lez Placencia está convencido de que la autoridad moral 
no está particularizada en quien preside la Comisión; en 
todo caso él es el rostro de la institución pero el Consejo 
forma parte de este núcleo de autoridad que legitima las 
acciones del ombudsman, que, a su vez, es un equipo de 
profesionales al servicio de la ciudadanía en aras de la 
consolidación de una cultura de protección, defensa y 
promoción de los derechos humanos, algo fundamental 
en la consolidación de una ciudad democrática.

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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Con el fin de identificar problemáticas particulares sobre derechos humanos en 
cada una de las 16 delegaciones, así como de ofrecer material estadístico para la 
orientación de políticas, planes y programas que garanticen una mayor defensa 
al respecto, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (cdhdf ) 
incluyó en su sitio web el mapa de la georeferenciación de quejas presuntamente 
violatorias de derechos humanos.

Bajo un enfoque del desarrollo multidisciplinario y el aprovechamiento de nuevas herra�
mientas tecnológicas, la georeferenciación de las quejas presuntamente violatorias de de�
rechos humanos es una herramienta que apoyará la defensa de los derechos humanos en 
la ciudad de México. En los mapas se ubican los sitios por delegación en donde de forma 
recurrente ocurrieron la presuntas violaciones, según lo manifestaron las peticionarias y 
los peticionarios, como “el lugar donde ocurrieron los hechos motivo de la queja”.

Así se identificarán problemáticas particulares en la geografía de la ciudad de México, 
lo que permitirá orientar políticas, planes y programas acordes con las características de 
cada demarcación en pro de un mayor alcance en la defensa de los derechos humanos.

A nivel institucional, este avance ha sido posible gracias a las mejoras implementa�
das en los sistemas informáticos y los procedimientos de alimentación, administración y 
extracción de la información; lo cual ha traído como resultado la obtención de mejores 
insumos estadísticos más útiles para la investigación y el seguimiento de las quejas.

A nivel interinstitucional ha sido fundamental la colaboración del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (inegi), especialmente de la Dirección Regional Centro a cargo del 
sociólogo Pedro Díaz de la Vega García. La información ha sido procesada geoespacialmen�

Mapas 
de georeferenciación
Herramienta para la investigación 
y seguimiento de quejas

Fuente: cdhdf-dgqyo, Respaldo Informe anual 2008 y Sistema iris/inegi.
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te en el sistema iris, la plataforma donde se ha desarro�
llado el ejercicio del que a continuación presentamos dos 
ejemplos.1
De acuerdo con las y los peticionarios que acudieron a 
la cdhdf durante 2008, en las delegaciones Iztapala�
pa, Cuauhtémoc, Gustavo A. Madero y Xochimilco se 
registró la mayor incidencia de quejas presuntamente 
violatorias a derechos humanos. De manera frecuen�
te, el lugar donde ocurrieron los hechos presuntamente 
violatorios de derechos humanos está ligado directa�
mente al domicilio de las autoridades señaladas como 
responsables. 

Es importante señalar que en Iztapalapa, en Gustavo 
A. Madero y Xochimilco se ubican los centros de reclu�
sión capitalinos y que en la delegación Cuauhtémoc se 
localiza el mayor número de autoridades de competen�
cia local. Con base en lo anterior, se deduce el por qué 
en Milpa Alta y en Cuajimalpa de Morelos se reporta�
ron las incidencias más bajas de presuntas violaciones.

1  Para consultar el documento completo de los mapas de georeferenciación 
véase <http://directorio.cdhdf.org.mx/pdf/georeferenciacion_2008.pdf>, pági-
na consultada el 16 de octubre de 2009.

Menciones por autoridad 

En cuanto a las menciones por autoridad, la Procura�
duría General de Justicia del Distrito Federal (pgjdf) 
registró el mayor número de menciones en la delega�
ción Cuauhtémoc, seguida por Iztapalapa, Gustavo A. 
Madero y Álvaro Obregón. En los órganos de la pgjdf 
ubicados en esas cuatro demarcaciones se concentraron 
las quejas por deficiencias o irregularidades en la presta�
ción de servicios relativos a la procuración de justicia. 

La Secretaría de Gobierno registró en Iztapalapa y 
Gustavo A. Madero las incidencias más altas, seguidas 
por Xochimilco. Lo anterior obedece a las quejas del 
ámbito penitenciario interpuestas contra la dependen�
cia. Con excepción de Cuauhtémoc, en el resto de las 
demarcaciones se registró una baja incidencia. En cuan�
to a la Secretaría de Seguridad Pública (ssp), Cuauhté�
moc registró la incidencia más alta, seguida por Iztapa�
lapa, Gustavo A. Madero y Venustiano Carranza. 

Para el caso de la Secretaría de Salud, las delega�
ciones Iztapalapa, Gustavo A. Madero, Xochimilco y 
Venustiano Carranza registraron las incidencias más al�
tas, por los servicios públicos de salud que reportaron 

Lugar donde ocurrieron los hechos 
en las quejas presuntamente violatorias

Fuente: cdhdf-dgqyo, Respaldo Informe anual 2008 y Sistema iris/inegi.

Menciones de derecho: 
De la mujer desde la perspectiva de género

Fuente: cdhdf-dgqyo, Respaldo Informe anual 2008 y Sistema iris/inegi.
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mayores deficiencias. En el caso de Iztapalapa, Gustavo 
A. Madero y Xochimilco, la problemática se relacionó 
directamente con deficiencias en el ámbito de la salud 
penitenciaria. Coyoacán y La Magdalena Contreras re�
gistraron las incidencias menores. 

En cuanto a las quejas en contra de autoridades de�
legacionales, Gustavo A. Madero, Iztapalapa, Cuauhté�
moc y Tlalpan, registraron el mayor número de mencio�
nes, lo que las ubicó como las demarcaciones con más 
deficiencias al momento de atender las necesidades de 
servicios públicos básicos, o bien, con menor capacidad 
de respuesta ante requerimientos de índole administra�
tiva. Milpa Alta, Cuajimalpa, La Magdalena Contreras 
y Tláhuac, registraron las incidencias menores.

Derechos mayormente vulnerados 

El derecho a la seguridad jurídica se ubicó como el más 
vulnerado en 2008, con 27.4% del total de menciones, 
lo que hace de la certeza legal la principal afectación en 
agravio de quienes habitan o transitan por el Distrito Fe�
deral. La delegación Cuauhtémoc registró la mayor in�
cidencia de afectaciones, seguida de Iztapalapa, Gustavo 
A. Madero y Xochimilco. Milpa Alta, Cuajimalpa, La 
Magdalena Contreras y Tláhuac, registran las incidencias 
más bajas.

Los derechos de las personas privadas de su libertad 
significaron 20.2% del total de menciones. Las demarca�
ciones Iztapalapa, Gustavo A. Madero y Xochimilco, que 
albergan los centros de readaptación social del Distrito 
Federal, registran los índices más altos.

Con excepción de Cuajimalpa de Morelos y La 
Magdalena Contreras, todas las demarcaciones repor�
tan incidencias, lo que hace extensiva la vulneración 
del derecho a todos los lugares de detención, siendo o 
no centros de reclusión, entre ellos las coordinaciones 
territoriales o agencias del Ministerio Público y los juz�
gados cívicos. Es importante señalar que en una queja 
presuntamente violatoria a derechos humanos se puede 
calificar la afectación de uno o más derechos.

En ese caso, las afectaciones se relacionan fundamen�
talmente con el ámbito de procuración de justicia y en el 
mapa podemos observar que las instancias responsables 
de la materia, ubicadas en las demarcaciones Cuauhté�
moc, Iztapalapa, Gustavo A. Madero y Venustiano Ca�
rranza, son las que registraron omisiones y deficiencias 
de manera más recurrente. En contraste, Milpa Alta y 
Cuajimalpa registran las incidencias más bajas.

Las presuntas violaciones al derecho al debido proce�
so y las garantías judiciales acumuló 7.8% del total de 
menciones. Cuauhtémoc, Iztapalapa, Gustavo A. Ma�
dero y Álvaro Obregón registraron el mayor número de 
vulneraciones al derecho que incide en el ámbito de la 
administración de justicia y refiere deficiencias por par�
te de autoridades ministeriales y judiciales. Milpa Alta y 
Cuajimalpa registran las incidencias más bajas.

El derecho a la libertad y a la seguridad personal re�
gistró 6.3% del total de menciones de derechos huma�
nos vulnerados. Cuauhtémoc, Iztapalapa, Gustavo A. 
Madero y Venustiano Carranza registraron las afecta�
ciones más frecuentes al derecho, esencialmente ligado 
al quehacer de las instancias ministeriales y judiciales. 
Milpa Alta, Cuajimalpa y Tláhuac registran las inciden�
cias más bajas. 

Los derechos de la niñez significaron 3.9% del total 
de las menciones de derechos humanos vulnerados en 
2008. En Cuauhtémoc, Iztapalapa, Gustavo A. Madero 
e Iztacalco se denunciaron con más frecuencia afecta�
ciones a los derechos de niñas y niños. La Magdalena 
Contreras, Cuajimalpa, Milpa Alta y Tláhuac registra�
ron las incidencias más bajas.

La incidencia de afectación a los derechos de las mu�
jeres desde la perspectiva de género significaron 1.2% 
del total de menciones. Destaca el caso de la demarca�
ción Cuauhtémoc, donde el menoscabo a los derechos 
de la mujer por cuestiones de género, se reportaron con 
mayor frecuencia. En Cuajimalpa, Benito Juárez, Mi�
guel Hidalgo y Azcapotzalco, se registraron las frecuen�
cias más bajas.

En 2008, las menciones al derecho a la protección de 
las personas adultas mayores representaron 0.7%. En 
Cuauhtémoc, Iztapalapa y Gustavo A. Madero se regis�
traron las incidencias mayores de afectación. Cuajimal�
pa y Xochimilco registraron las frecuencias más bajas.

Las menciones al derecho a la protección de las per�
sonas con discapacidad representaron 0.8% del total en 
2008. El mayor número de afectaciones se registraron 
en Cuauhtémoc, Iztapalapa, Benito Juárez y Gustavo A. 
Madero. En La Magdalena Contreras, Milpa Alta, Tlá�
huac y Tlalpan se registraron las frecuencias más bajas.

Las frecuencias más altas de afectación a los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales (desca) 
se registraron en Cuauhtémoc, Iztapalapa, Gustavo A. 
Madero y Venustiano Carranza. Son Milpa Alta, Cua�
jimalpa y La Magdalena Contreras las delegaciones que 
registran las incidencias más bajas para este grupo de 
derechos.

RECOS
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Resumen ejecutivo

El 16 de febrero de 2008 la CDHDF tuvo conocimien-
to –por algunas notas periodísticas– de que dicho día, 
S. N. G. H. y tres jóvenes más viajaban a bordo de su 
vehículo  Chevy  a  las  3:50  horas  y  fueron  alcanzados 
por  dos  vehículos  que  pertenecían  al  Agrupamiento 
Zorros Fuerza de Tarea de la SSPDF. Tras darles alcance, 

se percataron de que los policías realizaban disparos al 
aire; sin embargo, después empezaron a disparar contra 
ellos.

Una de las balas atravesó por la espalda a S. N. G. H., 
otra más hirió en la espalda a otra de las jóvenes y una 
más se impactó en una de las llantas traseras del vehículo, 

Dirección Ejecutiva de Seguimiento

Emisión y aceptación
de recomendaciones*

Recomendación 15/2009

Caso de tratos crueles e inhumanos y de negativa en el derecho a la salud, ambos por 
personal de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (SSPDF )

Personas peticionarias: S. N. G. H. y otro.
Personas agraviadas: S. N. G. H. y otras tres personas.
Autoridad responsable: Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (SSPDF).
Derechos vulnerados:
I.  Derecho a la integridad personal: a) Derecho al respeto a la integridad física, psíquica y moral, y  
  b) Derecho a no ser sometido a cualquier tipo de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.
II.  Derecho a la salud: a) Derecho a la atención médica integral de calidad.

Estado de aceptación

El 29 de julio de 2009, la CDHDF notifi có el instrumento recomendatorio al secretario de la SSPDF. El 18 de 
agosto fue aceptado.

* Nota del editor: esta es una síntesis de los instrumentos recomendatorios. Para conocerlos en su totalidad véase <www.cdhdf.org.mx/index.php?id=ultima_recom>.
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SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal

Primero:  Se repare el daño a la agraviada, tomando como mínimo en contenido del apartado 7 de la presente Reco-
mendación.

Segundo:  Se tomen las medidas administrativas para asegurar que se continúe brindando el servicio médico a la agra-
viada en el hospital privado donde ha sido tratada, en cualquier momento que lo requiera.

Tercero: Se giren instrucciones por escrito para que los policías de la Fuerza de Tarea se abstengan de realizar revisio-
nes arbitrarias.

Cuarto:  Se verifi que la continuidad y agilidad de los procedimientos administrativos iniciados por los servidores pú-
blicos implicados.

Quinto:  Se inicien procedimientos internos y de investigación contra los demás policías involucrados (aquellos que 
con su omisión toleraron los hechos), con la fi nalidad de determinar su responsabilidad.

Sexto:  Se revise, con el apoyo de expertos(as) en derechos humanos, el contenido y duración de la capacitación que 
se imparte a los elementos de policía, con respecto al uso de la fuerza y de armas de fuego.

Séptimo:  Se evalúe ética, física y psicológicamente a todas y todos los policías una vez al año (por lo menos), para 
certifi car sus aptitudes en el empleo de las armas de fuego y el uso de la fuerza.

Octavo:  Se revisen los manuales y la efectividad de mecanismos de control y supervisión policial, con apoyo de espe-
cialistas en derechos humanos.

motivo por el que hicieron alto total. Posteriormente, 
sin mediar palabra,  varios  elementos descendieron de 
ambas patrullas,  los bajaron a  jalones y  los  colocaron 
al piso, los golpearon y despojaron de sus pertenencias, 
y ya sometidos, comenzaron a dispararles nuevamente; 
a S. N. G. H. la hirieron en el brazo (destrozándole el 
codo) y a otro joven lo hirieron a la altura de la cadera, 
proyectil que salió por la espalda baja.

Ante los hechos, los elementos de Fuerza de Tarea no 
realizaron gestión alguna para que se les proporcionara 
atención  médica  a  las  y  los  agraviados;  otros  policías 
–que  llegaron  después–  fueron  quienes  solicitaron  la 
intervención de los servicios médicos. Las y los jóvenes 
recibieron atención médica:  tres de ellos  fueron dados 
de alta –quienes decidieron no ser parte del expediente 
de queja; por su parte, a S. N. G. H. se le pronosticó 
función limitada en la extremidad, por lo que era prob-
able que sufriera una disfuncionalidad del codo, además 

de requerir intervenciones quirúrgicas –por la herida en 
el abdomen– y el tratamiento adecuado para cada una 
de sus heridas.

La SSPDF, por medio de la aseguradora del GDF, dijo 
que en razón de tarifas “no está dispuesta a asumir los 
requerimientos” de S. N. G. H., y que ella debía some-
terse a revisión médica por parte de una doctora de la 
propia aseguradora, para emitir un dictamen y consi-
derar el tipo de atención requerida.

La atención médica empezó a ser defi ciente hasta al 
punto  de  negarle  el  servicio  a  la  agraviada,  debido  a 
los trámites administrativos que el personal de la SSPDF 
debía realizar y que no se efectuaban por considerarlos 
innecesarios.  En  consecuencia,  la  agraviada  tenía  que 
solicitar audiencias, esperar la atención médica, realizar 
gastos  particulares  para  atenderse  y,  sobre  todo,  ges-
tionar que la SSPDF se responsabilizara de las acciones 
que su personal había realizado en su perjuicio.

Recomendación 16/2009

Caso de ejecución arbitraria de jóvenes

Personas peticionarias: Diversas personas peticionarias y la CDHDF, que inició de ofi cio dos de las quejas.
Personas agraviadas: Las personas privadas de la vida y sus familiares.
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Resumen ejecutivo

Derivado de cinco casos en los que se cometieron eje-
cuciones arbitrarias, el 29 de julio de 2009, la Cuarta 
Visitaduría General de la CDHDF formuló la Recomen-

dación en comento por violación al derecho a la vida, 
integridad personal y el derecho a la honra y a la dig-
nidad.

SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal

Primero:  Se dé seguimiento a los procedimientos administrativos iniciados.

Segundo:  Se elabore un diagnóstico respecto del perfi l, antigüedad laboral y capacitación de los elementos de la Se-
cretaría que participaron en las ejecuciones.

Tercero:  Elaboración de políticas de prevención y erradicación de ejecuciones arbitrarias para los elementos de la 
policía.

Cuarto:  Evaluar el Programa Preventivo, por medio de una instancia ajena a esa Secretaría.

Quinto:  Se investigue la actuación de los policías preventivos que hayan privado de la vida a una persona y, en su 
caso, se les sancione correspondientemente.

Sexto:  Que la Secretaría emita un comunicado en los mismos medios de comunicación para reivindicar la imagen y 
buen nombre de las personas involucradas en los casos.

Séptimo:  Se repare el daño a las víctimas.

Autoridad responsable: Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (SSPDF).
Derechos vulnerados: a) Derecho a la vida; b) Derecho a la integridad personal, y c) Derecho a la honra y a 
la dignidad.

Estado de aceptación

El 31 de  julio del año en curso,  la CDHDF notifi có  la Recomendación 16/2009 a Manuel Mondragón y 
Kalb, secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal. El 20 de agosto de 2009, en respuesta, aceptó el 
documento.

Recomendación 17/2009

Caso de muerte de internos en centros de reclusión del Distrito Federal

Personas peticionarias: Familiares de los internos agraviados y la CDHDF (por las quejas que este organismo 
inició de ofi cio).
Personas agraviadas: Internos de los reclusorios preventivos Varonil Norte, Oriente, Penitenciaría y Centro 
de Readaptación Social Varonil Santa Martha Acatitla, todos del Distrito Federal.
Autoridad responsable: Secretaría de Gobierno del Distrito Federal (SG).
Derechos humanos violados: I. Derechos de las personas privadas de su libertad: a) Por la abstención u omisión 
de dar adecuada protección a la integridad física o psicológica de las personas privadas de su libertad, y b) 
Por la abstención u omisión en el deber de custodia.
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Resumen ejecutivo

La SG, a través de la Subsecretaría de Sistema Penitencia-
rio, es la autoridad responsable de garantizar la integri-
dad física de las y los internos de los diversos centros de 
reclusión. La Recomendación 17/2009 se emitió como 
resultado de la investigación que evidenció que la Sub-
secretaría de Sistema Penitenciario omitió brindar una 
adecuada protección física a algunas personas que se en-
contraban privadas de su libertad.

En poco menos de  tres años,  la CDHDF tuvo conoci-
miento de la muerte acaecida a 10 internos, como resul-
tado de riñas. Los respectivos expedientes de queja fueron 
acumulados  y  después  de  realizada  la  investigación  per-
tinente,  este organismo concluyó que  los  agraviados  su-
frieron violación a sus derechos humanos con motivo del 
incumplimiento al deber de vigilancia y prevención por 
parte de las autoridades.

SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Secretaría de Gobierno del Distrito Federal

Primero:  Se investigue y, en su caso, se castigue penal o administrativamente a las y/o los servidores públicos respon-
sables.

Segundo: Se contacte a los familiares de las víctimas y se les repare el daño.

Tercer: Protocolo que garantice seguridad al interior de los centros penitenciarios capitalinos.

Cuarto: Acuerdo para que personal penitenciario, en caso de muerte de una o un interno, informe inmediatamente 
a sus familiares.

Estado de aceptación 

El 31 de julio de 2009 la CDHDF notifi có la Recomendación 17/2009 a la autoridad responsable; el día 24 de 
agosto siguiente, el secretario de Gobierno del Distrito Federal, José Ángel Ávila Pérez, informó que dicho 
instrumento fue aceptado en sus términos.

Recomendación 18/2009

Caso de condiciones inadecuadas de las instalaciones y equipo; y personal y equipo 
insufi ciente en las agencias del Ministerio Público

Personas peticionarias: Diputada Margarita Martínez Fisher, diputado Agustín Castilla Marroquín, el señor 
Erasmo Barroso Real y la CDHDF.
Personas agraviadas: Usuarios y servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 
(PGJDF).
Autoridad responsable: Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.
Derechos vulnerados: a) Derecho a la debida procuración de justicia; b) Derechos de la víctima o de la per-
sona ofendida; c) Derecho de las personas privadas de su libertad, y d) Derecho a la seguridad jurídica.

Estado de aceptación

El 11 de septiembre de 2009, la CDHDF notifi có el instrumento recomendatorio a la PGJDF; el 6 de octubre 
la autoridad aceptó en su totalidad el instrumento. 
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Resumen ejecutivo

La investigación se inició después que este organismo re-
cibió un escrito de Margarita Martínez Fisher y Agustín 
Castilla Marroquín, diputados del grupo parlamentario 
del Partido Acción Nacional en la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, IV Legislatura, en el que se formula una 
queja contra el titular de la PGJDF y contra quien resulte 
responsable, por las condiciones en las que se encuentran 
las agencias del Ministerio Público, en detrimento de la 
ciudadanía y obstaculizando la procuración de justicia, lo 
que repercute en la calidad de los servicios.

Por otra parte, el 14 de enero de 2009, esta Comi-
sión recibió la queja que el señor Erasmo Barroso Real 
formuló contra el  titular de  la PGJDF, por  las pésimas 
condiciones en las que se encuentra la Fiscalía Central 
de Investigación para Servidores Públicos, y por la falta 
de  material  y  la  incomodidad  con  la  que  tienen  que 
laborar  las  y  los  servidores públicos de dicha Fiscalía, 
por lo que considera que se están violando los derechos 
tanto de las personas que acuden a la ofi cina, como de 
los servidores públicos que allí laboran.

SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal

Primero: Se realice un diagnóstico efi caz respecto a las condiciones reales en las que se encuentran las agencias y 
fi scalías de esa Procuraduría.

Segundo: Se realice un programa de accesibilidad para que en todas las instalaciones de la PGJdf cuenten con instala-
ciones adecuadas.

Tercero: Se realice un estudio para que en el Programa Operativo Anual de 2010 se incluya una partida presupuestal 
que permita contar con mejores condiciones en las agencias de esa Procuraduría.

Cuarto: Se realicen las gestiones necesarias para dotar a la policía judicial del equipo e insumos necesarios.

Recomendación 19/2009

Caso de tortura, así como tratos crueles, inhumanos y degradantes infl igidas por el Grupo 
Táctico Tiburón y personal de Seguridad y Custodia a internas e internos adultos y 
adolescentes de los centros de Reclusión del Distrito Federal

Personas peticionarias: Internas e internos agraviados, así como sus familiares.
Personas agraviadas: Adolescentes en confl icto con la ley de la Comunidad para Adolescentes y Comunidad 
de  Diagnóstico  Integral  para  Adolescentes;  así  como  internas  de  los  centros  femeniles  de  Readaptación 
Social Tepepan y Santa Martha Acatitla  (Cefereso) e  internos del Centro de Readaptación Varonil Santa 
Martha Acatitla (Ceresova); Penitenciaría del Distrito Federal y del Reclusorio Preventivo Varonil Sur.
Autoridad responsable: Secretaría de Gobierno del Distrito Federal (SG).
Derechos humanos violados: a) Derecho a la integridad personal, a no ser sometido a cualquier tipo de tortura; 
b) Derecho a la integridad personal, a no ser sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes; c) Derecho 
a la integridad personal, uso desproporcionado o indebido de la fuerza; d) Derechos de las personas privadas 
de su libertad, abstención u omisión de brindar una adecuada protección a la integridad física o psicológica de 
la persona privada de su libertad, y e) Derechos de la niñez, obstaculización o negativa para la protección de la 
integridad física o psicológica del niño o la niña.
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Resumen ejecutivo

La presente Recomendación  se originó con motivo de 
ocho casos en los que se evidenció la tortura o los tratos 
crueles, inhumanos y degradantes en los que se involu-
cran decenas de agraviadas y agraviados. La investigación 
demostró que la SG, a través de la Subsecretaría de Sis-
tema Penitenciario (autoridad responsable de garantizar 
la  integridad física de  las y  los  internos de  los diversos 
centros de reclusión) incumplió, en agravio de algunas 
personas que se encontraban internas de los centros de 

reclusión (entre ellas adolescentes y mujeres),  su deber 
de respetar y proteger sus derechos, al omitir brindarles 
una adecuada protección a su integridad física.

No obstante, con el pretexto de mantener el orden, 
la disciplina y control al interior de los centros peniten-
ciarios, el abuso en el empleo de la fuerza, el uso de gas 
lacrimógeno y perros de ataque, han generado que su 
actuación haya violado los derechos humanos de múl-
tiples víctimas.

SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Secretaría de Gobierno del Distrito Federal

Primero:  Disculpa pública.

Segundo: Censo de las víctimas para que reciban tratamiento médico para su rehabilitación. Reparación del daño a los 
familiares.

Tercero: Acuerdo para que se dé vista al Ministerio Público y/o autoridad administrativa en caso de que ocurran actos 
delictivos atribuibles a servidores(as) públicos(as).

Cuarto: Capacitación permanente en derechos humanos y uso racional de la fuerza al Grupo Tiburón y personal de 
seguridad y custodia.

Quinto: Se determine la responsabilidad administrativa o penal de los servidores públicos presuntamente responsables.

Sexto:  Manual operativo para elementos de seguridad y custodia y al Grupo Tiburón.

Estado de aceptación

El 11 de septiembre del año 2009, la CDHDF notifi có la Recomendación 19/2009 a la autoridad recomenda-
da; el día 21 de octubre del año en curso, el Secretario de Gobierno del Distrito Federal aceptó totalmente 
el instrumento.

Recomendación 20/2009

Caso de negligencia médica y defi ciencias en la disponibilidad de personal y de recursos 
materiales en la atención de personas privadas de la libertad en centros de reclusión y 
hospitales de la ciudad
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Resumen ejecutivo

Diez  internos  de  los  reclusorios  preventivos  varoniles 
Norte, Sur y Oriente perdieron la vida a causa de la fal-
ta de atención oportuna por un inadecuado manejo de 
su enfermedad, retraso en el tratamiento de los pade-

cimientos y por falta de insumos médicos, entre otras, 
en las unidades médicas de los centros de reclusión y en 
algunos hospitales de la SSDF.

SÍNTESIS DE LOS PUNTOS RECOMENDATORIOS

A la Secretaría de Salud del Distrito Federal

Primero: Se repare integralmente el daño a los peticionarios y sus familias.

Segundo: Se elabore el protocolo o guía para establecer lineamientos de atención médica a personas privadas de su 
libertad.

Tercero: Se establezca un comité de vigilancia para supervisar al personal médico al interior de los centros de reclusión.

Cuarto: Se asegure que cuando se refi era a interno(a) a un hospital externo se envíe el expediente clínico.

Quinto: Se realice un estudio-evaluación de las unidades médicas de los centros de reclusión.

Sexto: Se incluya un estudio-evaluación de las unidades médicas de los centros de reclusión en un informe especial.

Séptimo: Se otorgue celeridad al sistema de referencia y contrarreferencia de pacientes de la red hospitalaria.

Octavo: Se termine de implementar el expediente clínico electrónico.

Noveno: Se colabore en la integración de los expedientes sobre la responsabilidad médica de cada uno de los casos.

Personas peticionarias: A, B, C, D, E, F, G, H, I, y J.
Personas agraviadas: A, B, C, D, E, F, G, H, I, y J.
Autoridad responsable: Secretaría de Salud del Distrito Federal (SSDF).
Derechos vulnerados: 
I.  Derecho a la vida por negligencia médica; 
II.  Derecho a la salud; a) Negligencia médica; b) Defi ciencias en la disponibilidad de recursos materiales y 

disponibilidad de personal médico, y c) Inadecuada integración del expediente clínico de atención médica. 
III. Derecho a la integridad personal: a) Tratos crueles, inhumanos y degradantes.

Estado de aceptación

El 11 de septiembre de 2009, la CDHDF notifi có el instrumento recomendatorio al secretario de Salud del 
Distrito Federal, Manuel Mondragón y Kalb, y el 5 de octubre de 2009 aceptó unicamente los puntos pri-
mero, tercero y octavo.



DFensor • Órgano oficial de difusión de la cdhdf4040

A
c

c
io

n
es

 c
D

h
D

F

Cuadro 1. Recomendaciones emitidas según tipo de aceptación y situación actual

Año Recomen- 
daciones

Tipo de aceptación Situación actual

En tiempo de 
aceptación Aceptada Aceptación 

Parcial No aceptadas Sujetas a 
seguimiento Concluidas

1994 12 0 12 0 0 0 12
1995 16 0 16 0 0 1 15
1996 9 0 9 0 0 1 8
1997 17 0 17 0 0 0 17
1998 4 0 4 0 0 0 4
1999 9 0 9 0 0 0 9
2000 10 0 4 4 2 1 9
2001 10 0 9 0 1 2 8

2002 13 0 9 2 2 5 8

2003 11 0 7 4 0 1 10

2004 9 0 3 5 1 2 7

2005 8 0 5 2 1 6 2

2006 17 0 11 3 3 12 5
2007 19 0 13 5 1 17 2

2008 24 0 14 8 2 22 2

2009 28 9 12 6 1 27 1

Número de recomendaciones emitidas por situación actual 97 119

Total 216 9 154 39 14 97 119

Fuente: Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, Dirección Ejecutiva de Seguimiento, Sistema de Información de Seguimiento de Recomendaciones (sisr). Corte al 20 de octubre 
 de 2009.

Dirección Ejecutiva de Seguimiento

Situación 
de las recomendaciones emitidas por la cdhdf

Los siguientes cuadros informan sobre la emisión y el seguimiento de las recomendaciones dirigidas a diversas 
autoridades por parte de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (cdhdf), a través de las Visita�
durías Generales y la Dirección Ejecutiva de Seguimiento.
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Cuadro 02

Autoridad
Recomen-

daciones por 
autoridad a

Tipo de aceptación Sujetas a seguimiento Concluidas

En tiempo de
aceptación

Aceptada
Aceptación 

Parcial
No 

aceptadas
Parcialmente 

cumplidas

En tiempo de 
presentación 
de pruebas

Cumplidas
Insatifacto-
riamente 
cumplidas

No 
cumplidas

Asamblea Legislativa del Distrito Federal 1 1 1

Caja de Previsión de la Policía Preventiva 
del Distrito Federal 2 2 2

Caja de Previsión para Trabajadores 
a Lista de Raya del Distrito Federal 1 1 1

Consejería Jurídica y de Servicios Legales 
del Gobierno del Distrito Federal 11 6 5 1 5 5

Consejo de la Judicatura 
del Distrito Federal 2 2 2

Contraloría General del Distrito Federal 5 5 1 3 1

Contraloría Interna de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal 1 1 1

Contraloría Interna de la Secretaría 
de Desarrollo Social 1 1 1

Delegación Álvaro Obregón 1 1 1

Delegación Cuajimalpa de Morelos 1 1 1

Delegación Cuauhtémoc 4 1 2 1 1 1 1 1

Delegación Gustavo A. Madero 2 2 1 1

Delegación Iztapalapa 4 4 1 3

Delegación La Magdalena Contreras 1 1 1
Delegación Miguel Hidalgo 2 2 1 1
Delegación Tláhuac 1 1 1
Delegación Tlalpan 2 1 1 1 1

Delegación Venustiano Carranza 3 2 1 2 1

Delegación Xochimilco 2 2 2

Dirección General de Prevención
y Readaptación Social 16 16 3 13

Dirección General de Servicios de Salud 
Pública del Distrito Federal 1 1 1

Instituto de Vivienda del Distrito Federal 2 1 1 1 1
Jefatura de Gobierno del Distrito Federal 22 3 11 4 4 4 3 9 6
Junta Local de Conciliación y Arbitraje 1 1 1
Oficialía Mayor del Distrito Federal 1 1 1
Procuraduría de la Defensa del Trabajo 
del Distrito Federal 1 1 1

Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal 77 3 59 10 5 15 3 40 3 16

Procuraduría Social del Distrito Federal 1 1 1
Secretaría de Cultura del Distrito Federal 2 1 1 1 1
Secretaría de Desarrollo Social 2 1 1 1 1
Secretaría de Desarrollo Urbano 
y Vivienda 2 1 1 1 1

Secretaría de Finanzas 2 2 2
Secretaría de Gobierno 24 1 22 1 11 1 5 7
Secretaría de Salud del Distrito Federal 33 1 25 6 1 15 1 12 5
Secretaría de Seguridad Pública 
del Distrito Federal 43 2 28 9 4 11 2 21 1 8

Secretaría de Transportes y Vialidad 6 3 1 2 3 3
Secretaría del Medio Ambiente 3 1 2 3
Sistema de Aguas 
de la Ciudad de México 1 1 1

Sistema de Transporte Colectivo (Metro) 3 2 1 1 1 1
Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Distrito Federal 5 1 1 3 1 4

Tesorería del Distrito Federal 1 1 1

Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal 1 1 1

Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal 12 1 10 1 1 1 9 1

Total autoridades: 43 309 14 212 39 44 73 14 136 5 81

Recomendaciones por autoridad sujetas a seguimiento 87

Recomendaciones por autoridad concluidas 222

Número de recomendaciones 216 9 154 39 14 97 119

Los totales presentados en el número de recomendaciones implica exclusivamente a las recomendaciones y no a las autoridades, por lo que éstos son menores.
a Una recomendación puede estar dirigida a más de una autoridad.

Fuente: Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, Dirección Ejecutiva de Seguimiento, Sistema de Información de Seguimiento de Recomendaciones 
 (sisr). Corte al 20 de octubre de 2009.

Cuadro 2. Recomendaciones emitidas según tipo de aceptación y situación actualDirección Ejecutiva de Seguimiento

Situación 
de las recomendaciones emitidas por la cdhdf
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Recientemente, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (cdhdf) 
presentó dos nuevos informes especiales. El primero, sobre el sistema de justicia para 
adolescentes en el Distrito Federal, que tiene como objetivo brindar herramientas 
para mejorar el sistema bajo el principio del interés superior de la niñez ya que, hasta 
el 30 de junio de 2009 había 857 adolescentes en internamiento, y 2 mil 676 con 
tratamiento en externación, quienes en muchos casos enfrentaron un proceso penal 
que violentó sus derechos.

En dicho informe, la cdhdf manifi esta su preocupación por el abuso de los 
juicios escritos en el sistema y reprueba la tendencia de consignar la mayor parte de 
los delitos como graves pues esto incrementa las medidas privativas de libertad y el 
posterior hacinamiento.

La Comisión considera que es indispensable que los vacíos legales en la Ley de 
Justicia para Adolescentes y su falta de armonización con la norma internacional sean 
subsanados por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (aLdf). Si se apuesta a 
que la única vía de solución con los jóvenes en confl icto con la ley es a través de un 
sistema de justicia penal, lo único que se hará es exponenciar el confl icto.

Por ello, propuso a las autoridades establecer una política pública orientada a la 
prevención de las conductas tipifi cadas como delitos entre la juventud; garantizarles 
las condiciones para el ejercicio de todos sus derechos, con excepción de los que sean 
limitados en virtud de la medida asignada; y establecer mecanismos más efi caces para 
la reparación del daño a la víctima.

El segundo informe especial es sobre los derechos humanos de las y los agentes 
de las corporaciones de policía de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito 
Federal, un tema de preocupación para la Comisión pues, en la tarea para procurar 
seguridad pública, las y los policías tienen una gran responsabilidad y exigencia, pero 
en pocas ocasiones nos preguntamos si el Estado verdaderamente les garantiza las 
herramientas necesarias para el buen desempeño de su trabajo y las condiciones de 
dignidad que requieren ellas, ellos y sus familias.

La Comisión está convencida de que tratar a nuestros policías como ciudadanos(as) 
con plenos derechos es la base necesaria para exigirles que, a su vez, ellos se com�
prometan con la protección de los derechos humanos de las personas que habitan y 
transitan en el Distrito Federal.

La investigación del informe se realizó con base en resultados y análisis de los 
testimonios de más de mil agentes preventivos, auxiliares y judiciales que asistieron 
a la primera Audiencia Pública para Policías, convocada por la cdhdf en octubre de 
2008, quienes expusieron los problemas que enfrentan en el desarrollo de su trabajo, 
luego de los trágicos acontecimientos en el operativo de la discoteca New’s Divine. La 
clave de este informe fue darle la oportunidad a las y los policías de hablar y expresar 
su sentir, lo que nos permite tener una visión democrática de dicha institución.

Justicia para adolescentes
 y derechos de policías: 

nuevos informes de la cdhdf

Presentan Programa 
de Derechos Humanos 

del Distrito Federal ante ALdf



43Número 11 • Noviembre de 2009 43

A
c

c
io

n
es

 c
D

h
D

F

El pasado mes de octubre fue presentado ante la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal (aLdf) el Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal. En dicha pre�
sentación, Luis González Placencia, presidente de la Comisión de Derechos Huma�
nos del Distrito Federal (cdhdf) celebró el recién aprobado Punto de Acuerdo que 
compromete a la Asamblea a legislar con base en las estrategias de este Programa.

González Placencia señaló también que el Programa es un logro del esfuerzo de 
las organizaciones de la sociedad civil (osc), que han luchado para que los derechos 
humanos sean un elemento central en la elaboración de políticas públicas, además de 
las diversas instancias de gobierno que participaron en su elaboración.

Por su parte, el secretario de Gobierno del Distrito Federal, José Ángel Ávila, 
entregó a la aLdf un paquete de 412 líneas de acción del Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal que requieren iniciativas legislativas para su imple�
mentación y resaltó la necesidad de asignar recursos presupuestales al Programa para 
su aplicación en la ciudad.

En su intervención, la presidenta de la Comisión de Gobierno de la aLdf, Alejan�
dra Barrales, refrendó el compromiso de la V Legislatura con los derechos humanos 
para colocar a la ciudad a la vanguardia en esta materia. También califi có al Programa 
como herramienta fundamental para la planeación, programación y articulación de 
las funciones del Estado para con las y los ciudadanos.

Resaltó que las y los legisladores tienen la responsabilidad y la oportunidad de 
velar por la aplicación de los estándares locales e internacionales de los derechos 
humanos.

Por su parte, Daniel Vázquez Valencia, investigador de la Facultad Latinoameri�
cana de Ciencias Sociales (Flacso�México) se pronunció por la necesaria pluralidad 
de los actores que integren el organismo que dé seguimiento y evalúe los resultados 
de la ejecución del Programa. Y es que, de acuerdo con el investigador, los problemas 
sociales, sus causas y las políticas públicas que se ponen en marcha para enfrentarlos y 
solucionarlos son siempre susceptibles de evaluación, por lo que las 2 mil 412 líneas 
de acción del Programa no estarán exentas de escrutinio y monitoreo para su máximo 
éxito.

Presentan Programa 
de Derechos Humanos 

del Distrito Federal ante ALdf
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Vanessa Job*

Bicis fantasma 
recorren la ciudad**

* Periodista, licenciada en ciencias de la comunicación por la Universidad Intercontinental.
** Reportaje publicado en: revista emeequis, 28 de septiembre de 2009, pp. 37-42, México. Agradecemos a la autora y a la 

revista la autorización para la reproducción de este material. Véase <www.m-x.com.mx>.

Cuando se monta en bicicleta, los pies del ciclista dejan de tocar el piso. Se 
avanza como suspendido en el aire. Comien za el vuelo y las bicis fl otan a ras del 
suelo. Cuando las bicis son fantasmas, su altura sobrepasa a los autos, usan los 
toldos como el pedazo de asfalto que les negaron. Se deslizan sin más temor a los 
autos y los camiones. Bicis fantasma han comenzado a poblar las calles de las ciu-
dades mexicanas luego de que nacieron y se multiplicaron en Estados Unidos y 
otros países. Han llegado aquí por las peores razones: porque cada una recuerda 
a un ciclista que ha muerto atropellado.

Óscar se despi­di­ó de Li­li­ana con un beso apurado. Se le había hecho tarde. Había apagado 
el despertador por las ganas de segui­r entre sueños. Se supone que debía estar en el traba­
jo a las nueve, pero a esa hora todavía estaba acurrucado con su pareja. Habían i­ni­ci­ado 
su relaci­ón hace año y medi­o y apenas tenían sei­s meses vi­vi­endo juntos en la coloni­a 
Portales. Así que entre ellos todo era aún de color pastel, como las i­lustra ci­ones que ella 
hacía profesi­onalmente para vi­vi­r. Ese día era cumpleaños de la hermana de Li­li­ana. Irían 
a bri­ndar con ella. Se ci­taron a las ocho de la noche afuera del Metro. Él no podía saberlo 
todavía, pero ella no i­ba a llegar. 

El 15 de mayo pasado, Li­li­ana Casti­llo Reséndi­z peda leaba la bi­ci­ de Óscar por aveni­da 
Uni­versi­dad hasta que topó con el cruce de la calle Mayorazgo. Intentó cruzar por enci­ma 
de las cebras blancas, pero los autos parecían una manada hi­stéri­ca que corría como si­ el 
pavi­mento les quemara las patas. 
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Mauro Gerardo Martínez Toussai­nt de 23 años i­ba en 
la manada; conducía un auto Mati­z. Si­n mi­rar y a exceso 
de veloci­dad, le pegó de lleno a la bi­ci­ de Li­li­ana y si­gui­ó 
apretando el acelerador contra el cuerpo de la joven, que 
tenía su mi­sma edad. El auto gi­ró hasta quedar voltea­
do y el cabello negro de Li­li­ana quedó enredado en las 
ruedas de la bi­ci­, su pi­erna rota y su cráneo seri­amente 
lasti­mado. Llevaba i­denti­fi caci­ón ofi ci­al, pero i­ngresó al 
hospi­tal Xoco en cali­dad de desconoci­da. Su fami­li­a tar­
dó más de 24 horas en encontrarla; aún estaba con vi­da.

La muerte no  la  tuvo  fáci­l. Luego de  si­ete días de 
terapi­a i­ntensi­va, el calendari­o marcaba el 22 de mayo. 
Un si­smo de 5.9 grados en la escala Ri­chter sacudi­ó a la 
ci­udad de Méxi­co a las 2:24 de la tarde. Iróni­camente, 
Li­li­  –como  la  llaman  sus  ami­gos–, naci­ó  en 1985,  el 
año del si­smo en las faldas del Cerro del Chi­qui­ hui­te. 
La Ti­erra con una sacudi­da grande la trajo al mundo y 
con otra se la llevó. 

Óscar Pereyra regresó a casa y no en contró a Li­li­a­
na. Ya no escuchó la músi­ca a todo volumen de Patti­ 
Smi­th, Luca Prodan, Leonard Co hen o Tom Wai­ts. No 
la vi­o más trabajar en sus di­bujos, montada en la si­lla 
color  rojo y en el  escri­tori­o  sobre el que di­señó unos 
cuentos para ni­ños que fueron reconoci­ dos por el Co­
naculta (Consejo Naci­onal para la Cultura y las Artes). 
Termi­naron los días en que Li­li­ana salía en su bi­ci­cleta 
haci­a la Facultad de Fi­losofía y Letras de la unam (Uni­­
versi­dad  Naci­onal  Autónoma  de  Méxi­co),  en  donde 
estudi­aba  su  segunda  carrera,  esta  vez  para  ser  actri­z. 
Con el corazón si­n modo de reversa, Ós car no supo qué 
hacer y se puso a escri­bi­r: 

 
A veces pensamos que los acci­dentes están lejos de la pro­
babi­li­dad, que no se nos acercan; pensamos estar seguros 
de  por  vi­da.  Lamentablemente,  y  de  repente,  la  verdad 
nos sacude y nos ti­ra al suelo. El cuerpo de Li­li­ana cayó, 
mas su espíri­tu por ahí anda de seguro li­bre. […] La vi­da 
para  ella  era  un  juego:  i­r  por  huevos,  por  ejemplo,  di­­
versi­ón;  cami­nar  a  altas  horas  de  la  noche  ri­éndonos  a 
carca jadas y besándonos; la sangre hi­rvi­endo, el fuego por 
todas partes. Éramos vagos los dos, si­n mi­edo al futuro. 
[…] Podías, junto a ella, dejar el mi­edo en tu casa, poner­
te los ojos de la sorpresa y des cubri­r la belleza en todas las 
cosas, i­nclusi­ve hasta en las cosas más feas. 

Embrujada la chi­ca, con sus dedos de rama, di­bujan­
do la belleza de sus días en fi nos, cautelosos y detallados 
trazos. Em brujada la casa, cada segundo del mi­nuto, em­
brujada la vi­da. Con ella, el ti­empo hacía las maletas y se 
i­ba de tu vi­da. Pero ella se fue de mi­ vi­da y ya no tendré 
esa carne y esa sonri­sa mañana. 

Antes de cerrar el archi­vo donde le escri­ bi­ó a Li­li­ana, 
Óscar se lo envi­ó a los ami­gos. De correo en correo, la 
noti­ci­a llegó hasta los ci­cli­stas de la ci­udad de Méxi­co 
y a los mi­embros de Bi­ci­tekas, A. C., que pensaron en 
i­mpulsar las bi­ci­s fantasma para honrar a los ci­cli­stas y 
darle alas a las máqui­nas aplastadas. 

cd
Las bi­ci­cletas fantasma que ci­rculan por la ci­udad son 
un monumento a la memori­a de los ci­cli­stas atropella­
dos mi­entras rodaban en las calles. La pri­mera apare ci­ó 
en Sai­nt Loui­s, Mi­ssouri­, en 2003, y desde entonces el 
movi­mi­ento se ha extendi­do por 80 ci­udades de di­fe­
rentes países, como Australi­a, Brasi­l, Repúbli­ca Checa, 
España, Hungría, Irlanda, entre otros. 

Los  ci­cli­stas  pi­ntan de blanco  fosforescente  la  bi­ci­­
cleta y la fi jan al si­ti­o en donde sucedi­ó el acci­dente. La 
i­dea es que las per sonas que transi­ten por ahí sepan que 
un ci­cli­sta muri­ó en ese lugar, aunque el pri­n ci­pal ob­
jeti­vo es demandar a los gobi­ernos mejores condi­ci­ones 
para las y los ci­cli­stas. La pri­mera bi­ci­ fantasma en Méxi­­
co fue la de Li­li­ana y apareci­ó el 10 de juni­o de 2009. 

La gente que ama la bi­ci­ suele reuni­rse a las nueve 
de la noche en el Ángel de la In dependenci­a cada mi­ér­
coles para dar un paseo por la ci­udad. En esa ocasi­ón 
ci­entos de personas  llevaron fl ores  blancas,  veladoras, 
globos. Prendi­eron las luces i­ntermi­tentes de sus bi­ci­s 
y se encami­naron hasta el lugar del atropellami­ento en 
aveni­da Uni­versi­dad. 

Armando Roa armó un collage con i­má genes de ac­
ci­dentes de bi­ci­cleta. Su  i­dea era mostrar que en esta 
ci­udad –tan enferma de autos– estamos someti­dos a un 
bombardeo, un ataque descarado a la poblaci­ón ci­vi­l, a 
los peatones y a los ci­ cli­stas. La úni­ca di­ferenci­a es que 
aquí las bombas son los automóvi­les. Un fami­li­ar de Li­­
li­ana tocaba músi­ca con sabor a blues. “Aquí me quedo 
entonces arri­ba de mi­ bi­ci­, mi­entras si­go i­magi­nando, 
salto y zi­gzagueo la ruta con el alma pedalean do”, reci­tó 
Nancy Salcedo, i­ntegrante de Bi­ci­tekas. 

Tocó el turno a Rodri­go Solís: “La señora salía del 
tra bajo y está trabajando el taxi­sta. Yo sólo paseo, pasea­
ba… pensando cuánta gente muere asesi­naba por buena 
gente, gente que pensaba, que pasaba…”. Amarraron a 
un poste la destellante bi­ci­ fantasma con dos fotografías 
de Li­li­ana como a ella le hubi­era gustado verse: con esos 
ojos grandes a los que Óscar descri­be como los de un 
venado, y meti­da en una carpa de teatro. 

Desde ahí, mi­ra i­nci­si­vamente a todos los que pasan 
por  el  cruce  y  por  unos  i­nstantes  dejan  su  trance  de 
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automovi­li­stas para mi­rarla un poco. Todos los ci­cli­stas 
escri­bi­eron con plumón negro pensami­entos para la jo­
ven, que tenía auto, pero era más feli­z en bi­ci­. “Pedalea 
por si­empre”, se lee en el manubri­o. Los mensajes escri­­
tos con plumón empi­ezan a sucumbi­r ante la i­nsi­stente 
lluvi­a, pero acompañan a la bi­ci­ fantasma. Ahí, junto a 
ella, quedó la vi­da de Li­li­ana.

cd
“Demandamos  respeto.  Estamos  haci­endo  un  gran 
esfuerzo por hacer una ci­udad más amable, por mejorar 
la vi­da de todos lo que vi­vi­mos en ella,  la cali­dad del 
ai­re”, di­ce Areli­ Carreón, presi­denta del consejo di­rec­
ti­vo de Bi­ci­tekas. 

Según  esta organi­zaci­ón, 126 personas  fueron gol­
peadas por un automóvi­l en el Di­stri­to Federal en 2007. 
A dos años de la puesta en marcha del Plan Verde, cuya 
meta  es  lograr  que  5%  de  los  vi­ajes  en  la  ci­udad  de 
Méxi­co se reali­cen en bi­ci­cleta, los ci­cli­stas urbanos aún 
son vícti­mas de di­versas agresi­ones por parte de auto­
movi­li­stas.

Óscar, músi­co y novi­o de Li­li­ana, creó la Fundaci­ón 
Li­li­ana Casti­llo, con la que se buscará publi­car la obra 
de  la  corta  vi­da  de  su  pareja.  Pi­de  que  “la  gente  que 
conduce se dé cuenta de que los que andamos en bi­ci­ no 
somos unos  locos,  tarados o  jodi­dos; que  somos  i­gual 
que ellos, de carne y hueso, somos vulnerables y mere­
cemos respeto”. 

“Los  ci­cli­stas  urbanos  estamos  poni­endo  nuestro 
grani­to  de  arena  para  mejorar  la  cali­adad  de  vi­da  en 
la ci­udad y para actuar contra el cambi­o cli­máti­co; si­n 
embargo, somos vícti­mas de i­nsultos y agresi­ones a ve­
ces  fatales  por  parte  de  los  automovi­li­stas”,  denunci­a 
Mari­ana Sánchez a nombre de Bi­ci­ellas. 

cd
Bajo un ci­elo de ensueño, allá fue a dar Estela. Di­cen 
que mi­entras bajaba por la pendi­ente del puente gri­tó 
que no podía frenar la bi­ci­ azul. El ai­re agi­taba su cabe­
llo y no sabía cómo controlar la Benotto que le habían 
prestado en una de las bi­ci­estaci­ones del Gobi­erno del 
Di­stri­to Federal. Junto con un ami­go había tomado la 
ci­clopi­sta y cruzado el i­ncli­nado puente por enci­ma del 
Peri­féri­co que une  la pri­mera  con  la  segunda  secci­ón 
del  Bosque  de  Chapultepec.  Uti­li­zaba  el  casco  regla­
mentari­o, pero de poco  le  si­rvi­ó porque  al descender 
del  puente  la  veloci­dad  aumentó  rápi­damente  por  lo 
pronunci­ado de la pendi­ente. Se i­mpactó de lleno con­
tra un auto Toyota Corola que i­ba ci­rculando. 

La puerta del auto quedó abollada y el parabri­sas es­
trellado. Ahí quedaron los sueños de una joven de 18 
años que usaba la bi­ci­ como di­versi­ón.  El 20 de juni­o 
quedó marcado en la vi­da del padre de la ci­cli­sta. “¡Un 
coche mató a Estela!”, avi­só por teléfono celular a otros 
fami­li­ares. De cucli­llas, vi­endo el delgado cuerpo de su 
hi­ja, encontró en el suelo la cadena de plata con el di­je 
en forma de luna que usaba Estela. Según la Secretaría 
de Seguri­dad Públi­ca del Di­stri­to Federal,  la automo­
vi­li­sta Ivonne Taodi­ Estefano, de 51 años de edad, fue 
deteni­da  y  remi­ti­da  ante  el  Mi­ni­steri­o  Públi­co.  Areli­ 
Carreón expli­ca:

Este  puente  es  una  i­nfraestructura  peatonal  de  la  déca­
da  de  los  ci­ncuenta  y  es  claramente  i­nadecuada  para  el 
tránsi­to en bi­ci­cleta. De acuerdo con manuales de cons­
trucci­ón i­nternaci­onales, la pendi­ente no debería superar 
5 por  ci­ento de  i­ncli­naci­ón,  además de  contar  con una 
barrera  físi­ca para proteger  a  los usuari­os. El puente  en 
donde ocurri­ó este acci­dente ti­ene una pendi­ente prome­
di­o de 30 grados y no cuenta con barrera físi­ca protectora, 
pero además desemboca di­rectamente sobre la lateral del 
Peri­féri­co,  en donde  los  autos  ci­rculan  a  alta  veloci­dad. 
Ni­nguna señal alerta sobre este peli­gro y era obvi­o que un 
acci­dente así podía ocurri­r.

[…] Le hemos soli­ci­tado al gobi­erno del df en repeti­­
das ocasi­ones que corri­ja los defectos de las ci­clopi­stas. No 
hemos si­do escuchados. Nos preocupa que, como resul­
tado de la promoci­ón del uso de la bi­ci­cleta y la populari­­
dad que está ganando este vehículo, más ci­cli­stas novatos 
puedan perecer al usar una i­nfraestructura i­nadecuada.

cd
Esa fue la segunda bi­ci­ fantasma que exi­sti­ó en Méxi­­
co. Los ci­cli­stas y  los Bi­ci­tekas se reuni­eron de nuevo 
para hacer un llamado de atenci­ón. Fue el domi­ngo 19 
de  juli­o pasado. Mi­les de personas  estaban  en  las  ca­
lles  di­sfrutando  el  cada  vez  más  concurri­do  ci­clotón. 
La procesi­ón luctuosa en honor de Estela fue sumando 
gente conforme avanzaba por Paseo de la Reforma. Esta 
vez, los acti­vi­stas fueron más allá. Luego de avanzar un 
tramo, se dejaban caer de sus vehículos de dos ruedas 
al mi­smo ti­empo, como si­ hubi­eran si­do atropellados. 
Uno, dos, tres, 40 ni­ños, mujeres y hombres ti­rados a 
lado de sus bi­ci­s en plena calle.

Los paseantes los veían asombrados. Esta estrategi­a 
–un  performance  de  nombre  Die in–  fue  creada  por 
los ci­cli­stas de San Franci­sco, en Estados Uni­dos, para 
protestar  por  las  muertes.  Los  ci­cli­stas  traían  en  una 
bi­ci­cleta de carga la bi­ci­ fantasma de Estela y gri­taban 
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que la llevaban porque la habían atropellado. Llegaron 
al lugar del acci­dente y si­mbóli­camente clausuraron el 
puente y montaron la bi­ci­cleta fantasma.

“Es urgente que las secretarías de Transporte y de Se­
guri­dad Públi­ca  i­ntervengan para garanti­zar  la seguri­­
dad de los ci­cli­stas que usamos las vi­ali­dades del df. La 
bi­ci­cleta no es sólo un vehículo recreati­vo y deporti­vo 
para el ci­clotón o los ci­erres domi­ni­cales: es un medi­o 
de transporte sustentable que debe ser contemplado en 
el Plan  Integral de Transporte y Vi­ali­dades de  la  ci­u­
dad”, di­ce Areli­.

cd
El ofici­al de poli­cía en bi­ci­cleta Ignaci­o Santi­ago Mar­
tínez hi­zo el habi­tual rondín por la coloni­a Hi­pódromo 
Condesa la noche en que i­ba a mori­r. Se levantó a las 
4:30 de  la madrugada,  se despi­di­ó de Ángel,  su bebé 
de dos meses; de su hi­jo Cri­sti­an, de dos años, y de su 
esposa Zenai­da.

Llegó puntual a su trabajo a  las sei­s de  la mañana, 
después de tomar dos peseros desde Ecatepec, en el Es­
tado de Méxi­co. Era el 18 de juli­o y ya i­ba a termi­nar su 
jornada cuando una joven y su ami­ga pi­di­eron apoyo. 
Tenían un problema de copas. El novi­o de una de ellas 
había bebi­do demasi­ado y estaba neci­o en manejar. Pi­­
di­eron a los poli­cletos que les ayudaran a controlarlo.

El ofici­al Martínez  y su pareja Israel González Mar­
tínez descendi­eron de sus bi­ci­s. Intentaban someter al 
novi­o, cuando Jai­me Velásquez Agui­llón los i­mpactó a 
toda veloci­dad con su Poi­nter gri­s. Esa noche Jai­me, de 
39 años, mató al ofici­al Martínez, dejó huérfanos a dos 
ni­ños, vi­uda a Zenai­da y lesi­onó a otros dos ofici­ales y a 
tres ci­vi­les. El ofici­al González no encontraba a su com­
pañero, hasta que lo vi­o debajo de las llantas del auto. 
Lo había arrastrado alrededor de 100 metros. Falleci­ó 
a los 26 años.

cd
Los ci­cli­stas se reuni­eron una vez más en el Ángel de la 
Independenci­a. Eran más de ci­en y estaban i­ndi­gnados 
por tener que colocar en menos de tres meses la terce­
ra bi­ci­  fantasma. Pri­mero la de Li­li­ana, qui­en la usaba 
como  modo  de  transporte;  luego  la  de  Estela,  que  la 
uti­li­zaba para di­verti­rse, y ahora la de un poli­cía que la 
usaba como medi­o de trabajo. Inci­enso, flores, veladoras 
y un conci­erto de campani­tas de bi­ci­ para recordar al ofi­
ci­al caído. Todos se qui­taron el casco. Estaban presentes 
los poli­cletos de la zona y la fami­li­a.

Fi­jaron la bi­ci­ blanca a un árbol cerca del lugar del 
acci­dente; le colocaron una ci­nta que di­ce “Prohi­bi­do el 
paso” y una figura prehi­spáni­ca con i­nci­enso para que lo 
acompañe. Uno de los asi­stentes rezó por el comandan­
te Martínez y porque se proteja a todos los ci­cli­stas.

Zenai­da no dejó de arrullar al bebé todo el ti­empo. 
Lo apretaba duro contra el pecho y le pedía a Di­os que 
le di­jera a su esposo que los cui­dara desde el ci­elo. No 
podía asi­mi­lar que él ya no estuvi­era, que ya no le pedi­­
ría por las noches que le preparara de cena las enchi­la­
das que lo enloquecían.

Al  momento  de  su  muerte,  el  ofici­al  Martínez  se 
encontraba muy entusi­asmado con el  trabajo. Tenía el 
proyecto  de  construi­r  una  casa  en Veracruz,  donde  se 
conoci­eron él y su esposa, y dejar de pagar los 700 pesos 
de renta que le costaban tanto. Ella no trabaja y no ti­ene 
claro cómo se las va arreglar. Para el velori­o los compañe­
ros de Santi­ago cooperaron para las veladoras y el café.

Frente a la bi­ci­ fantasma se podía ver a los poli­cletos 
subi­dos en sus bi­ci­s, si­n calcomanías anti­rreflejantes, si­n 
luces. Apenas  llevan  su  casco, que a veces  se ponen al 
revés.

—Ignaci­o  Santi­ago  Martínez  —rompía  una  voz  a 
cuello la oscuri­dad.

—¡Presente! —gri­taron a coro tres veces.
Una trompeta, nada de sonri­sas y la bi­ci­ fantasma alum­
brada por la luz del farol. La medi­anoche acechaba.

Fotografía (detalle): Eduardo Lazo/emeequis.
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Caminar por las calles y avenidas de la ciudad de México podría ser una expe-
riencia memorable por la belleza de su arquitectura, el clima y la diversidad de 
opciones que la urbe ofrece para la vida cotidiana, el turismo o el entretenimien-
to. Pero en realidad no es así. Ser peatón o peatona en el Distrito Federal puede 
resultar un verdadero deporte extremo pues en más de un cruce, día con día, 
millones de capitalinos(as) arriesgan la vida al enfrentarse a la cultura predomi-
nante hoy por hoy: la de que el automóvil pasa por encima de lo que sea.

Mi­chael Ki­ng, consultor en  i­nfraestructura peatonal del  Insti­tuto para el Transporte y 
Desarrollo de Políti­cas (itdp) y ex funci­onari­o del Departamento de Transporte de Nueva 
York, asegura que la tasa de acci­dentes de tránsi­to en la que pi­erde la vi­da un peatón es 
más alta en el Di­stri­to Federal que en Londres, Si­ngapur o Hong Kong, lo que revela que 
es una ci­udad con un alto ni­vel de peli­gro para la gente que la cami­na.1

Si­ bi­en es ci­erto que en muchos puntos la i­nfraestructura no fue pensada para cami­nar 
(Santa Fe es el mejor ejemplo) y que la poca educaci­ón vi­al de las y los peatones tambi­én 
es evi­dente, lo más preocupante es la acti­tud de qui­enes conducen un vehículo, porque 
vi­olan constantemente los reglamentos y exceden la veloci­dad, en una ci­udad que no fue 
pensada para la gente.

De acuerdo con el Insti­tuto de Políti­cas para el Transporte y el Desarrollo (itdp) duran­
te 2006 muri­eron en la capi­tal 861 peatones, lo que arroja una estadísti­ca de 2.5 muertes 

* Investigación especial realizada por Elizabeth Palacios, colaboradora de la cdhdf.
1 Yetlanezi Alcaráz, “Una urbe peligrosa para caminar” en El Universal, 28 de agosto de 2007. Véase <http://www.eluniversal.

com.mx/ciudad/86334.html>, página consultada el 12 de octubre de 2009.

Caminar 
por el Distrito Federal:
¿deporte extremo?*
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al día y un costo anual de 546 mi­llones de pesos. Por 
su parte, el Informe de Acci­dentes de Tránsi­to 2006 de 
la Secretaría de Seguri­dad Públi­ca local (sspdf), señala 
que en ese año hubo 4 mi­l 992 atropellados, ci­fra que 
equi­vale a 21.9% del total de los acci­dentes de tránsi­to 
regi­strado en la ci­udad.2

Otro dato  i­nteresante es que, de acuerdo con Ber­
nardo  Baranda,  di­rector  del  itdp  en  Méxi­co,  menos 
de la mi­tad de los 632 puentes peatonales ubi­cados en 
vi­ali­dades  de  i­ntenso  tráfico  vehi­cular  en  el  Di­stri­to 
Federal  son uti­li­zados por  la  gente, debi­do  al  ti­empo 
i­nverti­do, pereza o i­nseguri­dad, deri­vada de la i­nvasi­ón 
de ambulantes, basura y poca i­lumi­naci­ón, por lo cual 
prefieren torear a las y los automovi­li­stas.

Las vi­ali­dades más peli­grosas son: Eje Central, calza­
da de Tlalpan, Paseo de la Reforma, calzada Zaragoza, 
Consti­tuyentes,  Cuauhtémoc  y  Ani­llo  Peri­féri­co,  que 
es donde se presentan la mayor parte de las dos mi­l 500 
defunci­ones anuales regi­stradas en la zona metropoli­ta­
na del valle de Méxi­co, que afectan, pri­nci­palmente, a 
los grupos de 1 a 44 años de edad.3

A jui­ci­o del especi­ali­sta, más de 80% de estos acci­­
dentes se podrían preveni­r con medi­das como la coloca­
ci­ón de semáforos i­nteli­gentes, reductores de veloci­dad, 
señali­zaci­ón, cebras peatonales o más poli­cías en los cru­
ceros. Pero ¿qué hacer cuándo los semáforos no si­rven?, 
¿si­ los automóvi­les en las horas pi­co del tráfico i­nvaden 
por completo los pasos de cebra? o ¿si­ cruzar un puente 
peatonal puede salvarnos de ser atropellados pero no de 
ser asaltados?, por ci­tar algunos ejemplos.

Las estrategias de solución y algunas acciones

Se calcula que en el Di­stri­to Federal ci­rculan 3 mi­llones 
700 mi­l automóvi­les y van en aumento con  la  i­ncor­
poraci­ón de 200 mi­l carros nuevos al año.4 La otrora 
ci­udad de los palaci­os se perfila en el presente como la 
urbe de los di­stri­bui­dores vi­ales y los segundos pi­sos.

Tan  sólo  en  2007  el  presupuesto  desti­nado  para 
construcci­ón y manteni­mi­ento de puentes y banquetas 

2 Idem.
3 Laura Gómez Flores, “Más de la mitad de los puentes peatonales del DF no 

son utlizados, asegura experto” en La Jornada, 10 de abril de 2007. Véase 
<http://www.jornada.unam.mx/2007/04/10/index.php?section=capital&

 article=037n1cap>, página consultada el 12 de octubre de 2009.
4 Véase <http://lacolumna.wordpress.com/2008/05/05/al-df-lo-ahogara-el-trafico
 vehicular-y-armando-quintero-experto/>, página consultada el 10 de octubre 

de 2009.

fue de poco más de 309 mi­llones de pesos, mi­entras 
que la parti­da para vi­ali­dades fue aproxi­madamente de 
2 mi­l 580 mi­llones de pesos.5

Organi­zaci­ones ambi­entali­stas como el itdp, el Cen­
tro Mexi­cano de Derecho Ambi­ental y Presenci­a Ci­u­
dadana, entre otras, consi­deran que, para contri­bui­r a la 
movi­li­dad en la ci­udad de Méxi­co es fundamental la i­m­
plementaci­ón de transporte públi­co de cali­dad para toda 
la zona metropoli­tana con tecnologías más li­mpi­as.

Además  se  debe  i­mpulsar  la  moderni­zaci­ón  de  los 
vehículos de carga, moderar el uso del automóvi­l e i­n­
centi­var a la soci­edad para converti­rse en una metrópoli­ 
que cami­na. La pregunta es ¿por dónde cami­nar? Para 
aumentar la movi­li­dad ci­udadana no es necesari­o crear 
grandes obras si­no redefini­r las pri­ori­dades. La i­nfraes­
tructura peatonal debe ser una de ellas, pero la educa­
ci­ón debe ser, si­n duda la pri­mera.

En agosto de este año, graci­as al programa Empleo 
Juveni­l de Verano, el Insti­tuto de la Juventud del Di­s­
tri­to Federal  llevó a  cabo una campaña a  favor de  los 
derechos de las y los peatones en la cual más de mi­l jó­
venes di­stri­buyeron materi­al  i­nformati­vo. La i­ni­ci­ati­va 
comenzó en la esqui­na de Eje Central y Madero haci­a 
70 puntos confli­cti­vos del Di­stri­to Federal donde se en­
tregaron 200 mi­l bolsas con recomendaci­ones para los 
automovi­li­stas como no obstrui­r las rampas para perso­
nas con di­scapaci­dad, no subi­r su vehículo a las banque­
tas y respetar los pasos peatonales, entre otras.6

Otra acci­ón reci­ente es el ci­erre de la calle Madero, 
en el Centro Hi­stóri­co, para converti­rla en vía peatonal, 
lo que favorece la recuperaci­ón del espaci­o públi­co ya 
que es una i­nvi­taci­ón a vi­si­tar el centro de la ci­udad.

De acuerdo con i­nformaci­ón del Gobi­erno del Di­s­
tri­to Federal  este  ci­erre  tambi­én  trajo una  i­mportante 
reacti­vaci­ón económi­ca de todos los comerci­os formales 
ubi­cados a lo largo de esta calle, desde el Eje Central has­
ta la Plaza de la Consti­tuci­ón.7 Por el momento Madero 
es peatonal sábados y domi­ngos, de 7 de la mañana a 10 
de la noche, pero la i­ntenci­ón es cerrarla defini­ti­vamen­
te a la ci­rculaci­ón vehi­cular. Y es que uno no es peatón 
sólo para dar paseos domi­ni­cales. Cami­nar debería ser 

5 Idem.
6 “Hacen jóvenes campaña a favor de derechos de los peatones” en Transeun-

te.org, 10 de agosto de 2009. Véase <http://transeunte.org/2009/08/10/
 hacen-jovenes-campana-a-favor-de-los-derechos-de-los-peatones/>, página 

consultada el 12 de octubre de 2009.
7  “Tiene impacto positivo cierre de Madero” en Transeunte.org, 25 de agosto 

de 2009. Véase <http://transeunte.org/2009/08/25/tiene-impacto-positivo-
cierre-de-madero/>, página consultada el 9 de octubre de 2009.



Dfensor  •  Órgano oficial de difusión de la cdhdf52

R
ef

eR
en

c
ia

s

una alternati­va de movi­li­dad urbana coti­di­ana y no un 
ri­esgo constante. Las y los peatones tenemos derechos y 
obli­gaci­ones pero ¿qui­én habla de ello?

Derechos (y obligaciones) de las y los peatones

Exi­ste  una  declaraci­ón  sobre  los  derechos  del  peatón, 
emi­ti­da en 1988 por el Parlamento Europeo. En Sud­
améri­ca, sobretodo en Ecuador, ha habi­do vari­os i­nten­
tos por crear una Carta de Derechos del Peatón por parte 
de di­versas  asoci­aci­ones  ci­vi­les. En  ambas  experi­enci­as 
i­nternaci­onales se habla de que las y los peatones tene­
mos derecho a:

•  Espaci­os  públi­cos  exclusi­vos  que  garanti­cen  nuestra 
seguri­dad y li­bre ci­rculaci­ón, i­ncorporados en el espa­
ci­o de tránsi­to coti­di­ano.

•  Ser  consi­derados  en  la  plani­ficaci­ón  de  los  lugares 
donde vi­vi­mos para que seamos una pri­ori­dad en el 
di­seño de calles y aveni­das, y no lo sean los vehículos 
motori­zados.

•  Vi­vi­r en condi­ci­ones que permi­tan el contacto soci­al 
y el respeto a nuestra si­tuaci­ón de vulnerabi­li­dad.

•  Demandar ordenanzas, leyes, restri­cci­ones y procesos 
educati­vos sobre  los ni­veles tolerados de contami­na­

ci­ón al ai­re y por efecto del rui­do en el espaci­o públi­co, 
generada sobretodo por los vehículos motori­zados.

•  Transporte colecti­vo di­gno, accesi­ble, ordenado y pla­
ni­ficado según las necesi­dades de las y los usuari­os.

•  Señali­zaci­ón de tráfico respetuosa de los ti­empos de 
cruce, sobretodo de personas con di­scapaci­dad físi­ca 
y adultas mayores, y que pueda ser comprendi­da por 
personas ci­egas y sordas.

•  Cruces peatonales que no desesti­mulen la cami­nata 
ni­ la obstaculi­cen, si­no que la promuevan y faci­li­ten.

•  Que los presupuestos para el tránsi­to y la vi­ali­dad se 
enfoquen en la mayoría de personas, es deci­r, qui­enes 
se mueven a pi­e, en bi­ci­cleta y en transporte colecti­­
vo, y no en estaci­onami­entos o vías que esti­mulan el 
uso del vehículo parti­cular.

•  Un  reconoci­mi­ento  soci­al  por  nuestra  contri­buci­ón 
ambi­ental y ci­udadana, medi­ante proyectos que be­
nefici­en nuestras condi­ci­ones de vi­da y nos esti­mulen 
a conti­nuar movi­li­zándonos de forma que seamos un 
aporte a la soci­edad.8

Pero la reali­dad en la ci­udad de Méxi­co di­sta mucho de 
garanti­zar tales derechos. Si­ uno revi­sa el Reglamento 

8 Asociación de peatones de Quito, “Derechos de los peatones”. Véase 
<http://www.peatones.org/index.php?option=com_content&view=category

 &layout=blog&id=64&Itemid=85>, página consultada el 9 de octubre de 2009.

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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de Tránsi­to Metropoli­tano encontrará sólo ci­nco ar­
tículos que hacen referenci­a a las y los peatones y sus 
derechos.

El  artículo  3°  señala  que,  tanto  autori­dades  como 
promotores voluntari­os llevarán a cabo campañas, cur­
sos y programas de seguri­dad y educaci­ón vi­al a fin de 
promover,  entre  otras  cosas,  la  protecci­ón  a  las  y  los 
peatones, las personas con di­scapaci­dad y las y los ci­­
cli­stas. ¿Cuántas campañas de este ti­po recuerda usted 
desde que esta normati­vi­dad está vi­gente (2007)?

Al hablar de las preferenci­as de paso, el artículo 8° 
señala que qui­en conduce un vehículo debe detenerse 
en  la  línea de  “alto”,  si­n  i­nvadi­r  la  zona para  el  cru­
ce de peatones cuando la luz del semáforo esté en co­
lor rojo. ¿Ha i­ntentado cruzar, por ejemplo, aveni­das 
como Monterrey (en la coloni­a Roma) en hora pi­co? 
Es di­fíci­l encontrar un solo automovi­li­sta que respete 
los pasos de cebra.

El  artículo 9°  señala que  las  y  los peatones  ti­enen 
derecho de preferenci­a sobre el tránsi­to vehi­cular, para 
garanti­zar su i­ntegri­dad físi­ca cuando:

l  En los pasos peatonales, la señal del semáforo así 
lo i­ndi­que;

l  Habi­éndoles  correspondi­do  el  paso  de  acuerdo 
con el ci­clo del semáforo no alcancen a cruzar la 
vía;

l  Los  vehículos  vayan  a  dar  vuelta  para  entrar  a 
otra vía y haya peatones cruzando ésta;

l  Los vehículos deban ci­rcular sobre el acotami­en­
to y en éste haya peatones transi­tando aunque no 
di­spongan de zona peatonal;

l  Transi­ten  por  la  banqueta  y  algún  conductor 
deba cruzarla para entrar o sali­r de una cochera o 
estaci­onami­ento; y

l  Vayan en comi­ti­vas organi­zadas o filas escolares.

Si­n embargo, ¿cuántas personas en el Di­stri­to Federal 
han teni­do que correr cuando, al cruzar una aveni­da y 
aun teni­endo el derecho de paso,  los mi­smos agentes 
de tránsi­to dan el paso a los automóvi­les?

Pero las y los peatones no sólo ti­enen derechos, tam­
bi­én obli­gaci­ones y no si­empre las cumplen, hay que 
reconocerlo. El artículo 10 de nuestro reglamento de 
tránsi­to señala que tanto peatones como personas con 
di­scapaci­dad deben cruzar  las  vías por  las  esqui­nas o 

zonas marcadas para tal efecto, uti­li­zar puentes y pasos 
peatonales,  tomar  las  precauci­ones  necesari­as  en  caso 
de no exi­sti­r  semáforo y obedecer  las  i­ndi­caci­ones de 
las personas encargadas de controlar el tránsi­to y las se­
ñales. En contraparte, las autori­dades se comprometen 
a reali­zar lo necesari­o para garanti­zar que las banquetas 
y rampas no estén obstrui­das. ¿Alguna vez ha i­ntentado 
pedi­r a un ofici­al de tránsi­to que cumpla con este deber? 
La respuesta no si­empre es el apoyo, lamentablemente.

Por últi­mo,  el  artículo 12 prohíbe estaci­onar  cual­
qui­er  vehículo  en  banquetas,  camellones,  andadores, 
retornos, i­sletas y otros espaci­os reservados a peatones y 
ci­cli­stas. Las vi­olaci­ones a esta norma son constantes.

Son pocas reglas para una ci­udad tan problemáti­ca 
pero eso no es lo peor. El asunto es que la ci­udadanía no 
las respeta. Cami­nar por cualqui­er punto de la ci­udad 
puede resultar compli­cado, lo cual se suma si­tuaci­ones 
como banquetas  estrechas, desni­veles,  roturas,  escalo­
nes altos, autos  i­nvadi­endo banquetas o cruces de ce­
bra, pasos peatonales oscuros y peli­grosos, puentes en 
pési­mas  condi­ci­ones  e  i­naccesi­bles  para  personas  con 
di­scapaci­dad o adultas mayores, son sólo algunos de los 
peli­gros que se suman a una falta de cultura cívi­ca y vi­al 
tanto en automovi­li­stas como en peatones.

La ci­udad y sus habi­tantes pi­den a gri­tos una mo­
vi­li­dad sustentable. El tránsi­to vehi­cular es caóti­co, el 
transporte públi­co i­nefici­ente e i­nseguro, la obesi­dad es 
un creci­ente problema de salud públi­ca y la contami­­
naci­ón provocada por los vehículos ha llegado a ni­veles 
muy preocupantes. 

El  pri­mer  reto  es  cambi­ar  gradualmente  el  di­seño 
mi­smo de la urbe para pasar de una ci­udad hecha para 
automóvi­les a una di­señada para el tránsi­to seguro de 
las y los peatones. Los pri­meros tres puntos clave, a jui­­
ci­o de Mi­chael Ki­ng y Bernardo Baranda son: reduci­r 
la veloci­dad de los vehículos, sobre todo en las vueltas 
conti­nuas, y que actualmente asci­ende a una veloci­dad 
de  70  ki­lómetros  por  hora;  i­denti­ficar  los  corredores 
con alto uso de peatones −de acuerdo con el itdp hay 
al menos 200 puntos de este  ti­po en toda  la ci­udad− 
y adecuarlos para el mejor desplazami­ento peatonal, y 
finalmente, li­mpi­ar de obstáculos las banquetas, esto es, 
prohi­bi­r que vehículos de cualqui­er ti­po se estaci­onen 
en ellas, así como la i­nstalaci­ón de puestos de peri­ódi­­
cos y comerci­os. ¿Suena utópi­co? Como di­ría Eduardo 
Galeano: la utopía si­rve para cami­nar.

Fotografía: Joaquín J. Abdiel.
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* Contador público, vive con una discapacidad motriz por un accidente automovilístico ocurrido en mayo de 1997. Ha sido 
benefi ciario de la Fundación Humanista de Ayuda a Discapacitados (fhadi), I.A.P., desde 2005. Está a cargo de las relaciones 
institucionales de dicha organización desde 2006.

Enri­que Medel Bolaños*

Mi ciudad

La gran Tenochtitlan, el ombligo de la Luna, sin duda alguna una de las ciuda-
des más hermosas del mundo, celosamente custodiada por la Sierra de Guadalu-
pe, la Sierra del Ajusco y testigo del intenso romance entre el majestuoso Popoca-
tepetl y la bella doncella Iztaccihuatl. La grandeza de su historia, la Conquista, 
la Independencia, la Revolución; lo imponente de sus palacios y monumentos; la 
tradición de sus barrios, Coyoacán, San Ángel, Tlalpan; todo esto y más hace que 
su gente se sienta orgullosa de decir: “yo vivo en la ciudad de México”.

Realmente podría escri­bi­r pági­nas enteras descri­bi­endo cada calle, cada ri­ncón, cada cons­
trucci­ón, cada leyenda y cada uno de los elementos que hacen de mi­ ci­udad una de las 
más li­ndas, si­n embargo, me duele deci­r que no ha escapado a los efectos del creci­mi­ento 
demográfi co. Si­endo el centro económi­co y fi nanci­ero del país, han llegado a ella un si­n­
número de i­nmi­grantes de la provi­nci­a en busca de una oportuni­dad de empleo.

Con sus más de vei­nte mi­llones de habi­tantes en la zona metropoli­tana, la ci­udad de 
Méxi­co es tambi­én una de las más pobladas y, pese al gran número de seres humanos que 
vi­vi­mos en ella, paradóji­camente ha perdi­do su senti­do humano: la hemos converti­do en 
una verdadera selva de asfalto en donde prevalece la ley del más fuerte.

La veloci­dad con que se vi­ve a di­ari­o, el estrés, la vi­olenci­a, la deli­ncuenci­a, la si­tuaci­ón 
políti­ca y económi­ca, entre otros factores, nos han hecho seres i­nsensi­bles a lo que suce­
de a nuestro alrededor y solamente catástrofes como el terremoto de 1985 han logrado 

Fotografía: Itzel Romero Rosales/cdhdf.
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que reacci­onemos y nos detengamos a reflexi­onar; pero 
al cabo de unos meses y si­n darnos cuenta ya estamos i­n­
mersos de nuevo en la mi­sma si­tuaci­ón: nos hemos vuelto 
i­ndi­ferentes y apáti­cos.

Pero  no  es  lo  úni­co  que  se  ha  perdi­do,  el  i­mpre­
si­onante  creci­mi­ento  ha  traído  tambi­én  una  excesi­va 
explotaci­ón del  subsuelo,  al  levantar mi­les y mi­les de 
casas, edi­fici­os y construcci­ones como puentes, di­stri­­
bui­dores  vi­ales  y  las  numerosas  líneas  del  Si­stema  de 
Transporte Colecti­vo (Metro), hemos alterado nuestro 
suelo provocando hundi­mi­entos, baches, hoyos y ban­
quetas con di­ferentes alturas.

Qui­zá no parezca algo muy relevante o de gran i­m­
portanci­a.  Ci­erto,  ese  era  mi­  senti­r  hasta  hace  unos 
años, hasta que un día me dí cuenta que mi­  reali­dad 
sería vi­vi­r lo que me resta sentado en una si­lla de rue­
das, y bueno, por supuesto no me voy a quedar detrás 
de una ventana a ver la vi­da pasar; afortunadamente soy 
una persona que le encanta i­r de aquí para allá.

La necesi­dad de transportarme me ha hecho cli­en­
te número uno de los taxi­s con el alto costo que esto 
conlleva:  vari­as  veces  i­ntenté uti­li­zar  otros medi­os de 
transporte como el Metro, cami­ón o mi­crobus y, si­ bi­en 
no es i­mposi­ble, sí es muy di­fíci­l llegar a un desti­no en 
el que ti­enes que pasar por dos o tres rutas de un trans­
porte totalmente i­naccesi­ble.

En estos 12 años que han pasado desde mi­ acci­dente 
y  que  he  teni­do  que  moverme  sobre  mi­  si­lla  de  rue­
das, me he encontrado con muchas si­tuaci­ones que a 
veces hacen pensar ¿qué hemos hecho de nuestra ci­u­
dad? Como cuando te ves obli­gado a bajar de las aceras 
por  que  están  i­nvadi­das  de  vendedores  ambulantes  o 
encuentras una rampa que ti­ene como adorno una al­
cantari­lla en medi­o o ¿qué tal cuando subes una rampa 
para llegar a la si­gui­ente esqui­na y darte cuenta que no 
hay una rampa para bajar?

Después  de  esto  ¿qué  debo  hacer?,  ¿regresar  a  casa 
y esperar a que algún día esto cambi­e? Desafortunada­
mente la gran mayoría de las personas usuari­as de si­lla 
de ruedas vi­ven en el enci­erro; ci­ertamente la i­naccesi­bi­­
li­dad de la ci­udad no es la pri­nci­pal ni­ la úni­ca causa de 
ello, pero si­ exi­sti­eran la condi­ci­ones propi­ci­as, estoy se­
guro que sería tan común ver personas en si­lla de ruedas 
como personas a pi­e por las calles del Di­stri­to Federal.

No sólo es mi­ deseo, si­no tambi­én mi­ derecho po­
der sali­r a di­sfrutar de mi­ ci­udad: he dejado de sali­r a 
bai­lar por las noches, no por que no pueda o por que 
me avergüence hacerlo en mi­ si­lla, si­no por que los sa­
lones o lugares de bai­le no cuentan con las condi­ci­ones 
necesari­as para reci­bi­r a personas en si­lla de ruedas, lo 
mi­smo pasa con algunos teatros, ci­nes, museos y otros 
lugares de esparci­mi­ento y cultura.

¡Qué ri­co poder i­r al centro de Coyoacán a di­sfrutar 
de una deli­ci­osa ni­eve o un elote lleno de mayonesa y 
queso,  curi­osear  las  artesanías,  reír  con  el  mi­mo  o  el 
meroli­co! Esto es algo que me encanta y que tambi­én se 
ha vuelto compli­cado, lo di­sparejo de sus adoqui­nes, la 
falta de rampas y la gran canti­dad de autos estaci­onados 
en los alrededores son un reto para mi­ si­lla de ruedas.

Los paseos domi­ni­cales en aveni­da Reforma son el 
pretexto perfecto para que las personas con di­scapaci­­
dad y, sobre todo, las que usamos si­llas de ruedas, nos 
apropi­emos de  las calles y de su arqui­tectura perfec­
tamente i­naccesi­ble. Si­ bi­en es ci­erto que el Gobi­erno 
del  Di­stri­to  Federal  reali­za  estos  paseos  para  los  ci­­
cli­stas, la aveni­da luce más alegre cuando entre tanta 
bi­ci­cleta aparecen las si­llas de ruedas, teni­endo cabi­da 
más que nunca la frase “La ci­udad es de todos y para 
todos”. 

Lo anteri­or no es una utopía, por el contrari­o, con el 
apoyo de ami­gos, compañeros y de la Fundaci­ón Hu­
mani­sta de Ayuda  a Di­scapaci­tados  (fhadi),  I.A.P.,  a 
la que orgullosamente pertenezco, he creado “Un do­
mi­ngo  sobre  ruedas”,  una  convi­venci­a  a  la  que  están 
i­nvi­tadas  todas  las  personas  que  usan  si­lla  de  ruedas, 
pero tambi­én aquellas que, por un día, por un i­nstante, 
qui­eren ponerse en nuestro lugar y sentados en una si­lla 
recorrer el Paseo de la Reforma.

Es  así  como  cada  dos  meses  en  punto  de  las  nue­
ve de la mañana comi­enzan a aparecer si­llas de ruedas 
en torno del Ángel de la Independenci­a, y ya una vez 
agrupados parti­mos en busca de El Caballi­to, plati­can­
do, jugando, admi­rando edi­fici­o y monumentos vamos 
avanzando por los carri­les centrales con el úni­co i­mpul­
so de nuestros brazos. Al final habremos  regresado  al 
punto de parti­da sati­sfechos por hacernos vi­si­bles a una 
soci­edad  i­nsensi­ble,  una  ci­udad  que  nos  excluye  con 
todas sus barreras físi­cas, soci­ales y culturales.
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El pasado mes de octubre, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (oacnudh) en México presentó un informe temático 
sobre la situación de las y los defensores de derechos humanos a fin de impulsar 
la implementación de las recomendaciones formuladas al Estado mexicano en la 
materia; visibilizar y reconocer la labor de las y los defensores; identificar los obs-
táculos, riesgos y retos que enfrentan; y fortalecer al Estado mexicano en su deber 
de crear las condiciones necesarias para que en México se pueda ejercer plenamen-
te el derecho a defender los derechos humanos.

Resumen ejecutivo

El i­nforme se sustenta en los eventos de agresi­ón y obstaculi­zaci­ón en contra de las y los 
defensores regi­strados por la oacnudh, en el peri­odo que va de enero de 2006 hasta agos­
to de 2009; en las vi­si­tas que reali­zó a 10 enti­dades federati­vas con el fin de reuni­rse con 
defensoras y defensores y con las autori­dades locales; en las respuestas que organi­zaci­ones 
de derechos humanos, organi­smos públi­cos y peri­odi­stas hi­ci­eron a los cuesti­onari­os en­
vi­ados por la oacnudh; y en el  i­ntercambi­o de i­nformaci­ón con las organi­zaci­ones de 
derechos humanos que trabajan a ni­vel naci­onal, así como con las dependenci­as que a 
ni­vel federal se vi­nculan con el trabajo de las y los defensores.

* Información tomada de: oacnudh, Defender los derechos humanos: entre el compromiso y el riesgo. Informe sobre la situa-
ción de las y los defensores de derechos humanos en México, México, onu, 2009, 50 pp. Este informe temático se inscribe 
dentro del mandato de seguimiento de la situación de los derechos humanos en México de la Oficina en México del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Para consultar el documento completo véase <http://www.
hchr.org.mx/documentos/informes/informepdf.pdf>, página consultada el 20 de octubre de 2009.

Defender 
los derechos humanos:
entre el compromiso y el riesgo*
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Uno de los pri­nci­pales retos que las y los defensores 
enfrentan consi­ste en que su labor no está debi­damente 
reconoci­da ni­ valorada por las autori­dades y la soci­edad 
en general. La falta del debi­do reconoci­mi­ento los co­
loca ya en una si­tuaci­ón de vulnerabi­li­dad.

Los eventos de agresi­ón y obstaculi­zaci­ón regi­strados 
por  la oacnudh permi­ten hablar de una si­tuaci­ón de 
ri­esgo en la que  las y  los defensores han si­do vícti­mas 
de amenazas, actos de hosti­gami­ento,  i­njerenci­as arbi­­
trari­as, uso arbi­trari­o del si­stema penal e, i­ncluso, vi­o­
laci­ones a sus derechos a la vi­da, la i­ntegri­dad, li­bertad 
y seguri­dad personal relaci­onadas presuntamente por su 
acti­vi­dad de defensa. El Estado mexi­cano ha dado pasos 
i­mportantes en la construcci­ón de una i­nsti­tuci­onali­dad 
capaz  de  generar  las  condi­ci­ones  aptas  para  ejercer  el 
derecho a defender derechos. Si­n embargo, aún no se 
termi­na  de  arti­cular  una  políti­ca  públi­ca  i­ntegral  que 
sea  capaz  de  abri­r  espaci­os  de  i­nterlocuci­ón  efecti­vos, 
que  pueda  adoptar  medi­das  de  prevenci­ón,  reduci­r  y 
eli­mi­nar  los  factores de ri­esgo,  responder en  ti­empo a 
las agresi­ones en contra de las y los defensores, e i­mple­
mentar medi­das urgentes de protecci­ón.

Como  resultado del  análi­si­s,  la oacnudh  formuló 
las si­gui­entes 10 recomendaci­ones:

Recomendaciones

•  Se  recomi­enda  a  las  autori­dades  federales  y  estata­
les  arti­cular  una  campaña  masi­va  y  sosteni­da  para 
vi­si­bi­li­zar y reconocer la legi­ti­mi­dad del trabajo de 
las y  los defensores, así como para di­fundi­r  la De­
claraci­ón sobre defensores de derechos humanos en­
tre la poblaci­ón en general y, de manera parti­cular, 
entre  las  y  los  funci­onari­os de  todos  los poderes y 
ni­veles de gobi­erno. De manera conjunta con las y 
los defensores de derechos humanos,  se  recomi­en­
da tambi­én fortalecer la eficaci­a de los mecani­smos 
para  i­mplementar  el  Programa  Naci­onal  de  Dere­
chos Humanos, así como de los espaci­os de trabajo 
estableci­dos en el marco de la Comi­si­ón de Políti­ca 
Gubernamental en Materi­a de Derechos Humanos 
(cpgmdh).

•  Con relaci­ón al marco  jurídi­co que regula  la  labor 
de las y los defensores, es necesari­o segui­r tomando 
medi­das para i­ncorporar plenamente la Declaraci­ón 
sobre defensores de derechos humanos en la legi­sla­
ci­ón federal y estatal. Para ello,  la Subcomi­si­ón de 
Armoni­zaci­ón Legi­slati­va de la cpgmdh podría ser­

vi­r como marco para la conformaci­ón de un grupo 
de trabajo en el que las autori­dades, las organi­zaci­o­
nes de la soci­edad ci­vi­l (osc) y la oacnudh evalúen 
la perti­nenci­a de una legi­slaci­ón especi­ali­zada y de­
termi­nen  los  elementos  que  ésta  debería  contener. 
En parti­cular, se recomi­enda tambi­én que el referi­do 
grupo de trabajo pueda revi­sar  la  legi­slaci­ón actual 
con el fin de reforzar los si­gui­entes aspectos:

1) Tomando en cuenta el compromi­so rei­terado por el 
Estado mexi­cano en el marco del Examen Peri­ódi­co 
Uni­versal,1 culmi­nar el proceso de reforma consti­tu­
ci­onal en materi­a de derechos humanos garanti­zan­
do, entre otras cuesti­ones, la jerarquía consti­tuci­onal 
de los tratados i­nternaci­onales de derechos humanos 
y el pri­nci­pi­o pro persona.

2) Reforzar los mecani­smos de protecci­ón de derechos 
humanos, especi­almente el jui­ci­o de amparo.

3) Revi­sar  y  reformar  aquellos  ti­pos  penales  que,  de­
bi­do  a  su  formulaci­ón  abi­erta,  pueden  llegar  a  ser 
apli­cados de manera expansi­va en contra de las y los 
defensores.

4) Revi­sar la legi­slaci­ón ci­vi­l y fiscal con el fin de faci­li­­
tar y hacer más accesi­ble la consti­tuci­ón jurídi­ca de 
las di­versas organi­zaci­ones y agrupaci­ones de defen­
soras y defensores según su propi­a naturaleza y obje­
ti­vos, así como el acceso al financi­ami­ento públi­co y 
pri­vado.

5) Regular a ni­vel federal, estatal y muni­ci­pal el uso de 
la  fuerza públi­ca en  la contenci­ón del derecho a  la 
protesta soci­al, a la luz de los estándares i­nternaci­o­
nales de derechos humanos.

6) Revi­sar la legi­slaci­ón relati­va a faci­li­tar el acceso a las 
y los defensores a los centros de detenci­ón, parti­cular­
mente para veri­ficar o atender si­tuaci­ones concretas.

7) Según los li­neami­entos dados por la Suprema Corte 
de Justi­ci­a de la Naci­ón (scjn) y los estándares i­nter­
naci­onales, reconocer expresamente en la legi­slaci­ón 
a  la  radi­odi­fusi­ón  comuni­tari­a  y  adoptar  políti­cas 
públi­cas  para  garanti­zar  que  opere  bajo  procedi­­
mi­entos equi­tati­vos,  senci­llos y que cuente con  los 
medi­os necesari­os para su desarrollo y subsi­stenci­a.

1 Respuesta complementaria del gobierno de México a las recomendaciones 
formuladas en el Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal [A/HRC/11/27], párrafo segundo, véase <www.libertad-expresión.
org.mx/noticias/respuesta-complementaria-del-gobierno-de-mexico-a-las-
recomendaciones-formuladas-en-el-informe-del-grupo-de-trabajo-sobre-el-
epu>, página consultada el 21 de octubre de 2009.
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•  A las autori­dades federales se les recomi­enda que en 
concertaci­ón con las osc, definan e i­mplementen un 
mecani­smo naci­onal de protecci­ón para defensoras 
y defensores, el cual podría extenderse a i­ntegrantes 
de otros grupos de poblaci­ón en especi­al si­tuaci­ón 
de vulnerabi­li­dad y/o di­scri­mi­naci­ón, en parti­cular 
peri­odi­stas. Este mecani­smo debería contar con un 
presupuesto  adecuado,  tener  la  capaci­dad  de  arti­­
cular el trabajo de las autori­dades (federales y esta­
tales), y servi­r como un canal de comuni­caci­ón di­­
recto entre las y los defensores y autori­dades de alto 
ni­vel.  Este  mecani­smo  debería  tener  capaci­dad  y 
facultades para reali­zar una evaluaci­ón peri­ódi­ca de 
los ni­veles de ri­esgo; i­mplementar medi­das efecti­vas 
de  prevenci­ón;  y  defini­r,  adoptar,  reti­rar,  moni­to­
rear y evaluar medi­das urgentes de protecci­ón que 
sean  otorgadas  tanto  por  los  organi­smos  públi­cos 
de derechos humanos como por los mecani­smos i­n­
ternaci­onales de protecci­ón, así como las soli­ci­tadas 
di­rectamente  al mecani­smo por  las organi­zaci­ones 
de defensores  y  defensoras. El mecani­smo debería 
conformarse por funci­onari­os del ámbi­to federal y 
estatal, funci­onari­os(as) de los organi­smos públi­cos, 
defensoras, defensores, y contar con la observaci­ón 
y asesoría de mi­embros de organi­smos  i­nternaci­o­
nales  y  expertos  en  la  materi­a.  Para  su  defini­ci­ón 
se recomi­enda que se anali­ce  la experi­enci­a y bue­
nas  prácti­cas  de  otros  mecani­smos  si­mi­lares  en  la 
regi­ón.

•  Abri­r un canal de comuni­caci­ón di­recta entre la Se­
cretaría de la Defensa Naci­onal (Sedena) y las y los 
defensores de derechos humanos, especi­almente en 
aquellas  enti­dades  en  las  que  el  Ejérci­to  mexi­cano 
parti­ci­pa con mayor i­ntensi­dad en tareas de seguri­­
dad públi­ca. La oacnudh mani­fiesta su di­sposi­ci­ón 
para faci­li­tar y acompañar el espaci­o de di­álogo.

•  En segui­mi­ento a los compromi­sos asumi­dos por el 
Estado mexi­cano en el marco del Programa Naci­o­
nal de Derechos Humanos se recomi­enda revi­sar el 
Códi­go de Justi­ci­a Mi­li­tar a la luz de los estándares 
i­nternaci­onales  de  derechos  humanos  y  garanti­zar 
que  las presuntas vi­olaci­ones a  los derechos huma­
nos cometi­das por elementos mi­li­tares sean compe­
tenci­a exclusi­va de la justi­ci­a ci­vi­l.

•  Para  combati­r  la  i­mpuni­dad,  trabajar  de  manera 
conjunta con las osc en un protocolo de  i­nvesti­ga­
ci­ón que sea i­mplementado por las procuradurías de 

justi­ci­a en todos los casos en los que las y los defen­
sores denunci­en haber si­do vícti­mas de algún deli­to 
relaci­onado con su acti­vi­dad de defensa.

•  A  los organi­smos públi­cos de derechos humanos  se 
recomi­enda  la  creaci­ón de programas especi­ali­zados 
en el tema de defensoras y defensores, que dentro de 
su metodología de cali­ficaci­ón de quejas se tome en 
cuenta si­ la o el peti­ci­onari­o es una defensora o defen­
sor;  se  acti­ven  y  establezcan  cri­teri­os  objeti­vos  para 
di­ctar medi­das urgentes a favor de las y los defensores; 
y se mantengan y fortalezcan los espaci­os de di­álogo y 
colaboraci­ón con las y los defensores si­n ni­ngún ti­po 
de exclusi­ón. Tambi­én se recomi­enda revi­sar el marco 
regulatori­o de los organi­smos públi­cos con el fin de 
garanti­zar su autonomía e i­ndependenci­a, así como la 
transparenci­a y parti­ci­paci­ón de  la soci­edad ci­vi­l en 
los procesos de selecci­ón de sus ti­tulares.

•  A la comuni­dad i­nternaci­onal se recomi­enda arti­cular 
una estrategi­a común para i­mpulsar el trabajo de las y 
los defensores, fortalecer el enfoque de derechos huma­
nos en sus acti­vi­dades y temas que se si­guen en Méxi­co 
y, de manera parti­cular, pri­vi­legi­ar la cooperaci­ón i­nter­
naci­onal haci­a aquellas organi­zaci­ones que se encuen­
tran en las zonas de mayor vulnerabi­li­dad y ri­esgo, así 
como las que trabajan los temas más deli­cados.

•  A la soci­edad ci­vi­l se recomi­enda conti­nuar fortale­
ci­endo las redes de apoyo y sus estrategi­as de vi­ncula­
ci­ón; comparti­r y transmi­ti­r i­nformaci­ón, capaci­dades 
y herrami­entas de trabajo con aquellas organi­zaci­ones 
que se encuentran en zonas más ai­sladas o de mayor 
ri­esgo y segui­r parti­ci­pando y contri­buyendo en los 
espaci­os de di­álogo con las autori­dades, así como en 
la promoci­ón de políti­cas públi­cas en la materi­a.

•  A  los  medi­os  de  comuni­caci­ón  se  recomi­enda  dar 
mayor vi­si­bi­li­dad al trabajo de las y los defensores, 
promover y di­fundi­r la Declaraci­ón sobre los dere­
chos de  los defensores de derechos humanos y dar 
mayor  cobertura  a  los  temas de  relaci­ones  con  ese 
ámbi­to. Asi­mi­smo, i­ntegrar en sus líneas edi­tori­ales 
un enfoque de derechos humanos que pueda dar ma­
yor clari­dad sobre la legi­ti­mi­dad de la labor reali­zada 
por las y los defensores, tomar como referente a las 
organi­zaci­ones de la soci­edad ci­vi­l para contrastar la 
i­nformaci­ón y, con ello, garanti­zar una mi­rada más 
plural de los aconteci­mi­entos. La oacnudh segui­rá 
contri­buyendo en  la capaci­taci­ón de peri­odi­stas en 
materi­a de derechos humanos.
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El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (pidesc), 
adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1966, no creó un 
órgano especial para la vigilancia de su cumplimiento, a diferencia de otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos que incluyen entre sus pro-
visiones el establecimiento de un comité de expertos independientes. Al conjunto 
de comités se les conoce también como mecanismos convencionales por haberse 
establecido en virtud de las convenciones de derechos humanos.1

La  i­mportanci­a  de  tales  mecani­smos  es  que  además  de  consti­tui­rse  en  los  órganos  de 
derechos humanos que pueden hacer  la  i­nterpretaci­ón autori­zada de  los  i­nstrumentos 
i­nternaci­onales para  faci­li­tar  su apli­caci­ón,  tambi­én reali­zan  labores de supervi­si­ón del 
cumpli­mi­ento de estos tratados, a través del examen de los i­nformes peri­ódi­cos que reci­­
ben de los Estados Parte y la emi­si­ón de recomendaci­ones específicas. Asi­mi­smo, algunos 
de estos comi­tés están facultados para la recepci­ón y consi­deraci­ón de comuni­caci­ones 
de Estados, personas y/o grupos de personas sobre presuntas vi­olaci­ones a los derechos 
humanos conteni­dos en los i­nstrumentos respecti­vos.2

* Coordinadora del Programa Diplomacia Ciudadana, desca y Social Watch México, de deca Equipo Pueblo, A. C. 
1  Por citar algunos ejemplos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial 

(1965) estableció el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos (1966) estableció el Comité de Derechos Humanos; la cedaw o Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (1979) estableció el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer; entre 
otros.

2  Por ejemplo, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial establece fun-
ciones de supervisión para el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial adicionales al examen de informes 
periódicos de los Estados Parte, ya que incluye los mecanismos de alerta temprana, de examen de las denuncias entre 

Areli­ Sandoval Terán*

El Protocolo 
Facultativo del pidesc:
puerta para la denuncia internacional
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En vez de establecer i­ni­ci­almente un comi­té, el pidesc 
encarga al Consejo Económi­co y Soci­al (Ecosoc) de la 
Organi­zaci­ón de las Naci­ones Uni­das (onu) una seri­e 
de tareas para la supervi­si­ón del cumpli­mi­ento del Pac­
to. Si­n embargo, ni­ el Ecosoc ni­ los grupos de trabajo 
que creó en los pri­meros años estuvi­eron en condi­ci­o­
nes  para  cumpli­r  con  efecti­vi­dad  e  i­ndependenci­a  el 
mandato y las tareas encomendadas por el pidesc, por 
lo  que  se  creó  en  1985  el  Comi­té  de  Derechos  Eco­
nómi­cos, Soci­ales y Culturales, subsi­di­ari­o del Ecosoc, 
que  i­ni­ci­ó  funci­ones  en  1987.  Para  1990,  el  Comi­té 
de  desc  comenzó  a  tratar  el  asunto  de  un  protocolo 
adi­ci­onal  al  pidesc,  que  ampli­ara  sus  facultades  para 
poder  reci­bi­r  comuni­caci­ones  i­ndi­vi­duales  sobre  pre­
suntas vi­olaci­ones.

No obstante  la  i­mportanci­a  del mecani­smo de  i­n­
formes peri­ódi­cos de los Estados Parte y del hecho de 
que el Comi­té de desc fuera el pri­mero de los órganos 
de vi­gi­lanci­a de  los  tratados que previ­ó y  faci­li­tó que 
las organi­zaci­ones de la soci­edad ci­vi­l pudi­éramos pre­
sentar  i­nformaci­ón por escri­to  (i­nformes alternati­vos) 
y oralmente (audi­enci­as para ong en el pri­mer día de 
sus peri­odos de sesi­ones), el procedi­mi­ento de i­nformes 
ti­ene li­mi­taci­ones para proteger a las vícti­mas de vi­ola­
ci­ones de desc. 

A parti­r del pri­mer borrador de Protocolo Faculta­
ti­vo del  pidesc  (pf­pidesc)  elaborado  en 1996 por  el 
Comi­té de desc, se expresaron con más fuerza otras vo­
ces a favor del Protocolo, i­nclui­das las de organi­zaci­ones 
de  la  soci­edad ci­vi­l. Para 2001,  la  entonces Comi­si­ón 
de Derechos Humanos de la onu nombró un experto 
i­ndependi­ente para exami­nar la cuesti­ón de un proyec­
to de pf­pidesc, qui­en presentó i­nformes favorables en 
2002 y 2003. La Comi­si­ón estableci­ó entonces un Gru­
po de Trabajo  (gt) de  composi­ci­ón abi­erta,  i­ntegrado 
por los países i­nteresados y con parti­ci­paci­ón de soci­e­
dad ci­vi­l, que entre 2004 y 2006 consi­deró y di­scuti­ó 
opci­ones relaci­onadas con el Protocolo.3 En ese peri­odo, 
se redoblaron los esfuerzos y la arti­culaci­ón de organi­­
zaci­ones ci­vi­les y redes alrededor del mundo y jugó un 
papel  fundamental  la Coali­ci­ón  Internaci­onal de ong 

Estados y de examen de las denuncias de particulares sobre violaciones a 
la Convención. Por su parte, el Comité de los Derechos del Niño no puede 
examinar denuncias de los particulares, aunque las cuestiones relacionadas 
con estos derechos se pueden plantear ante otros comités que sí tienen tal 
competencia. Para más información véase <http://www.ohchr.org/SP/HRBo-
dies/Pages/HumanRightsBodies.aspx>, pági-na consultada el 18 de octubre 
de 2009.

3  Cabe destacar que la presidenta del gt, Catarina De Albuquerque, de Portu-
gal, tuvo un papel destacado en el impulso y coordinación de los trabajos. 

por un Protocolo Facultati­vo al pidesc,4 compuesta por 
ong i­nternaci­onales, redes regi­onales, grupos de base, 
acti­vi­stas, organi­zaci­ones  soci­ales,  e  i­ndi­vi­duos  con el 
objeti­vo común de promover el pf­pidesc.

En  Méxi­co,  el  trabajo  del  Espaci­o  desc­capítulo 
mexi­cano de la Plataforma Interameri­cana de Derechos 
Humanos, Democraci­a y Desarrollo (pidhdd) en torno 
al  Protocolo  Facultati­vo  tambi­én  fue  si­gni­ficati­vo,  no 
sólo en acci­ones de di­fusi­ón, sensi­bi­li­zaci­ón y capaci­ta­
ci­ón sobre el tema, si­no tambi­én de i­nci­denci­a. Algunas 
de  sus organi­zaci­ones parti­ci­pamos desde  la Subcomi­­
si­ón desc de la Comi­si­ón de Políti­ca Gubernamental en 
Materi­a de Derechos Humanos en la elaboraci­ón de los 
documentos de posi­ci­ón del gobi­erno mexi­cano para las 
pri­meras sesi­ones de Grupo de Trabajo sobre el Protoco­
lo, y fuera de la Subcomi­si­ón, el Espaci­o desc mantuvo 
i­nterlocuci­ón con el gobi­erno a través de la Secretaría de 
Relaci­ones Exteri­ores, y le hi­zo llegar posi­ci­onami­entos 
y propuestas, sobre todo exhortándole a apoyar en todo 
momento  la  opci­ón  de  un  Protocolo  comprehensi­vo 
(sic), en lugar de uno a la carta en el que el Comi­té de 
desc sólo podría  reci­bi­r quejas por vi­olaci­ón a ci­ertos 
derechos o por ci­ertas causas como di­scri­mi­naci­ón.

En juni­o de 2006, el Consejo de Derechos Huma­
nos (cdh) en su pri­mer sesi­ón le autori­zó al fin al gt 
i­ni­ci­ar  negoci­aci­ones  sobre  el  pf­pidesc.  Fi­nalmente, 
en abri­l de 2008, el gt acordó y transmi­ti­ó al cdh un 
texto borrador del Protocolo para su consi­deraci­ón.

A parti­r de entonces, una seri­e de fechas hi­stóri­cas 
para las y los defensores de derechos humanos se suce­
di­eron: el 18 de juni­o de 2008 el Consejo de Derechos 
Humanos de la onu aprueba por consenso el Protocolo 
Facultati­vo; el 10 de di­ci­embre del mi­smo año, en el 
día del 60 ani­versari­o de  la Declaraci­ón Uni­versal de 
los Derechos Humanos, y 42 años después de que se 
adoptara un mecani­smo si­mi­lar en materi­a de derechos 
ci­vi­les y políti­cos, la onu adopta el Protocolo Faculta­
ti­vo del pidesc, por medi­o del cual  los Estados reco­
nocen la competenci­a del Comi­té de desc para reci­bi­r 
y  exami­nar  comuni­caci­ones de personas  o  grupos de 
personas bajo la  juri­sdi­cci­ón de un Estado Parte, que 
aleguen ser vícti­mas de una vi­olaci­ón, por ese Estado 

4  Mayor información sobre la Coalición Internacional de ong por un Protocolo 
Facultativo al pidesc véase <http://www.opicescr-coalition.org/> y <http://
www.escr-net.org/>, sitio web de la Red Internacional desc, que actualmente 
funge como secretariado de la Coalición.
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Parte, de cualqui­era de los derechos enunci­ados en 
las partes ii y iii del Pacto.5 

En marzo de 2009, el cdh emi­ti­ó la Resoluci­ón A/
HRC/10/L.14, que fue copatroci­nada por Méxi­co, en 
la que entre otros asuntos se i­nvi­ta a todos los Estados 
Partes del  pidesc  a  consi­derar  la firma,  rati­ficaci­ón o 
adhesi­ón al Protocolo Facultati­vo del pidesc. El pasado 
24 de septi­embre tuvo lugar en la sede de las Naci­ones 
Uni­das, la ceremoni­a de apertura a firmas y rati­ficaci­o­
nes del pf­pidesc. El Estado mexi­cano no firmó. Las 
organi­zaci­ones del Espaci­o desc envi­amos un mes antes 
a la canci­ller mexi­cana, Patri­ci­a Espi­nosa Cantellano y 
al di­rector general de Derechos Humanos y Democra­
ci­a de la Secretaría de Relaci­ones Exteri­ores, Alejandro 
Negrín Muñoz, respecti­vas cartas en las que soli­ci­tamos 
que nos confirmen  la firma de Méxi­co en  la  ceremo­
ni­a de septi­embre, que nos proporci­onen i­nformaci­ón 
respecto al resultado de las consultas que han reali­zado 
con dependenci­as de la Admi­ni­straci­ón Públi­ca Federal 
en materi­a del Protocolo, y soli­ci­tamos di­alogar sobre 
posi­bles reservas o declaraci­ones i­nterpretati­vas que el 
gobi­erno federal estuvi­era consi­derando.

El  ofici­o  de  canci­llería  (DDH­DESC­03718/09), 
reci­bi­do el 18 de septi­embre, no da respuesta plena a 
nuestras  preguntas,  y  sólo  señala  que  el  gobi­erno  de 
Méxi­co reali­za un análi­si­s exhausti­vo con mi­ras a la fir­
ma y rati­ficaci­ón del Protocolo y como parte del pro­
ceso reali­za consultas con las autori­dades competentes 
en torno a las i­mpli­caci­ones que tendría la entrada en 
vi­gor de este i­nstrumento en nuestro país. Desconoce­
mos, al ci­erre de este artículo, cuánto ti­empo le llevará 
al gobi­erno federal deci­di­r firmar el pf­pidesc.

Esta  i­ndefini­ci­ón  ha  causado  desconci­erto  a  ni­vel 
i­nternaci­onal. Luego de años de  trabajo y del di­scur­
so i­nternaci­onal progresi­sta del gobi­erno mexi­cano en 

5 El texto completo del pf-pidesc en español se puede consultar en la sección de 
publicaciones de la página web de la Plataforma Interamericana de Derechos 
Humanos, Democracia y Desarrollo, véase < http://www.pidhdd.org>, pági-
na consultada el 30 de octubre de 2009.

materi­a de derechos humanos, se esperaba que nuestro 
país fuera de los pri­meros en firmar y rati­ficar este i­ns­
trumento. Queda claro, una vez más, que el di­scurso 
debe acompañarse de voluntad políti­ca, y que la volun­
tad políti­ca sólo se demuestra con acci­ones.

De acuerdo con su artículo 18, el pf­pidesc entrará 
en vi­gor tres meses después de la fecha en que haya si­do 
deposi­tado en poder del secretari­o general de la onu el 
déci­mo  i­nstrumento  de  rati­ficaci­ón  o  adhesi­ón.  Hasta 
el momento,  los Estados que han firmado este  i­mpor­
tante i­nstrumento son: Argenti­na, Armeni­a, Azerbai­yán, 
Bélgi­ca,  Chi­le,  Congo, Ecuador,  España,  El  Salvador, 
Eslovaqui­a, Esloveni­a, Fi­nlandi­a, Gabón, Ghana, Gua­
temala, Gui­nea­Bi­ssau, Itali­a, Luxemburgo, Madagascar, 
Mali­, Montenegro, Países Bajos, Portugal, Senegal, Islas 
Salomón, Ti­mor­Leste, Togo, Ucrani­a y Uruguay.6

Con la adopci­ón y apertura a la firma y rati­ficaci­ón 
del  pf­pidesc  se  ha  dado  un  paso  muy  si­gni­ficati­vo 
para materi­ali­zar el pri­nci­pi­o de i­ndi­vi­si­bi­li­dad e i­nter­
dependenci­a de los derechos humanos que emana de la 
Declaraci­ón Uni­versal de los Derechos Humanos desde 
1948 y se ha abi­erto al fin la puerta para consti­tui­r un 
recurso efecti­vo para el derecho a la salud, a la ali­men­
taci­ón, al trabajo, a la seguri­dad soci­al, a la educaci­ón, 
a  la  vi­vi­enda,  entre  otros  derechos  consagrados  en  el 
pidesc.

El mecani­smo de denunci­a  i­nternaci­onal  de  vi­ola­
ci­ones a los desc por fin exi­ste; y los retos actuales, des­
de la perspecti­va de las organi­zaci­ones ci­vi­les son, entre 
otros: darlo a conocer ampli­amente, desarrollar  reglas 
de procedi­mi­ento adecuadas que faci­li­ten su operaci­ón 
y  movi­li­zar  una  mayor  voluntad  políti­ca  para  que  fi­
nalmente sea vi­nculante para todos los países que hoy 
son Estados Parte del pidesc, y que están obli­gados a 
respetar, proteger y reali­zar estos derechos.

6 Más información en la página web de la Red Internacional desc véase < http://
www.escr-net.org>, página consultada el 21 de octubre de 2009.



Jorge F. Calderón Gamboa*

Reportando
cORTe idH**

En este reporte informaremos brevemente sobre las actividades y resoluciones emitidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) durante su LXXXiii 
Periodo Ordinario de Sesiones celebrado en su sede (San José, Costa Rica), del 29 de 
junio al 11 de julio de 2009; XL Periodo Extraordinario de Sesiones celebrado en La 
Paz, Bolivia, del 13 al 15 de julio, y LXXXiV Periodo Ordinario en su sede del 21 de 
septiembre al 3 de octubre de 2009. Particularmente, haremos una breve descripción 
de la audiencia pública del caso Radilla Pacheco vs. México, así como otros hechos 
relevantes. 

Audiencia en el Caso Radilla Pacheco vs. México

El 7 de juli­o de 2009, se celebró en la sede de la Corte la audi­enci­a públi­ca sobre las excepci­ones 
preli­mi­nares y los eventuales fondo, reparaci­ones y costas en el caso Radilla Pacheco. Este caso es 
sumamente relevante para Méxi­co, ya que es el pri­mero de desapari­ci­ón forzada de personas du­
rante la Guerra Suci­a, además de presentarse aspectos medulares para el Estado mexi­cano como la 
justi­ci­a penal mi­li­tar.

La audi­enci­a contó con el testi­moni­o de Ti­ta y Rosendo Radi­lla Martínez, hi­jos de la presunta 
vícti­ma, qui­enes declararon sobre la alegada desapari­ci­ón forzada del señor Rosendo Radi­lla Pa­
checo, la detenci­ón perpetrada por elementos del ejérci­to, las gesti­ones para ubi­car su paradero y 
la si­tuaci­ón fami­li­ar posteri­or a la desapari­ci­ón. Además, la audi­enci­a contó con el di­ctamen de 
Mi­guel Sarre, peri­to propuesto por la Comi­si­ón Interameri­cana de Derechos Humanos (cidh) en 
el caso, qui­en declaró sobre el si­stema de justi­ci­a penal mexi­cano en el momento en el que ocurri­e­
ron los hechos alegados en la demanda y el funci­onami­ento de la juri­sdi­cci­ón penal mi­li­tar y los 
estándares i­nternaci­onales sobre derechos humanos.

Cabe señalar que la delegaci­ón del Estado estuvo encabezada por el secretari­o de Gobernaci­ón, 
Fernando Gómez­Mont, qui­en  tuvo una parti­ci­paci­ón sumamente acti­va durante  la audi­enci­a, 
i­nclusi­ve i­nterrogando ardua y mi­nuci­osamente al peri­to.

Si­ bi­en la cidh y los representantes coi­nci­di­eron en alegar las vi­olaci­ones de los derechos a la 
personali­dad  jurídi­ca, derecho a  la vi­da, derecho a  la  i­ntegri­dad personal, derecho a  la  li­bertad 

* Abogado titular de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
** Las opiniones aquí expresadas son exclusividad del autor y no representan la opinión de la Corte idh. La presente colaboración se hace en el marco del Convenio 

de Cooperación celebrado entre la Corte idh y la cdhdf. Para mayor información de lo que aquí se publica véase <www.corteidh.or.cr>, página consultada el 21 
de octubre de 2009.
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personal,  garantías  judi­ci­ales y protecci­ón  judi­ci­al,  en  rela­
ci­ón con la obli­gaci­ón general de respetar los derechos de la 
Convenci­ón Ameri­cana  sobre Derechos Humanos  (cadh), 
en  perjui­ci­o  de  Rosendo  Radi­lla  y  derecho  a  la  i­ntegri­dad 
personal,  garantías  judi­ci­ales  y  protecci­ón  judi­ci­al,  en  per­
jui­ci­o de  los  fami­li­ares de  la vícti­ma; y  la  adopci­ón de de­
beres del artículo 2°,  los representantes de  las vícti­mas han 
alegado tambi­én los artículos 13 (derecho a la verdad) de la 
Convenci­ón Ameri­cana y i, ii y xi de la Convenci­ón sobre 
Desapari­ci­ón Forzada.

Por su parte el Estado i­nterpuso tres excepci­ones preli­mi­­
nares objetando la i­ncompetenci­a de la Corte ratione temporis, 
y una excepci­ón preli­mi­nar i­mpugnando la i­ncompetenci­a del 
Tri­bunal ratione materia. No obstante, el Estado reconoci­ó par­
ci­almente la responsabi­li­dad i­nternaci­onal por la vi­olaci­ón de 
los artículos 5°, 7°, 8° y 25 de la cadh, en perjui­ci­o de Rosendo 
Radi­lla Pacheco y sus fami­li­ares. Fi­nalmente, se otorgó plazo 
para que las partes remi­ti­eran a la Corte sus escri­tos finales, y 
luego la Corte emi­ta su sentenci­a en el presente caso.

Nuevas sentencias de casos contenciosos

Reverón Trujillo vs. Venezuela

Este caso sobre la i­ndependenci­a judi­ci­al que debe apli­car, 
i­nclusi­ve  a  los  jueces  provi­sori­os,  trata  en  específico  sobre 
la desti­tuci­ón arbi­trari­a de María Cri­sti­na Reverón Truji­llo 
del cargo judi­ci­al que ocupaba, ocurri­da el 6 de febrero de 
2002. En 2004 la Sala Políti­co Admi­ni­strati­va del Tri­bunal 
Supremo de Justi­ci­a decretó la nuli­dad del acto de desti­tu­
ci­ón por consi­derar que no estuvo ajustado a derecho, pero 
no ordenó  la resti­tuci­ón de  la presunta vícti­ma a su cargo 
ni­  el  pago  de  los  salari­os  y  benefici­os  soci­ales  dejados  de 
perci­bi­r. Por tales razones, la Corte consi­deró que el recurso 
de nuli­dad no proporci­onó a la señora Reverón Truji­llo un 
recurso judi­ci­al efecti­vo. 

La Corte di­spuso que el Estado deberá, inter alia: rei­ncor­
porar a la señora Reverón Truji­llo a un cargo si­mi­lar al que 
desempeñaba y en caso contrari­o, deberá pagarle la canti­dad 
determi­nada; eli­mi­nar del expedi­ente la plani­lla de li­qui­da­
ci­ón la que se di­ce que la vícti­ma fue desti­tui­da; adoptar las 
medi­das para la aprobaci­ón del Códi­go de Éti­ca; adecuar su 
legi­slaci­ón i­nterna a la cadh a través de la modi­ficaci­ón de 
las normas y prácti­cas que consi­deran de li­bre remoci­ón a los 
jueces provi­sori­os; y el pago de una i­ndemni­zaci­ón por daño 
materi­al e i­nmateri­al y el rei­ntegro de costas y gastos. 

Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados 
de la Contraloría”) vs. Perú

Este caso trata sobre el i­ncumpli­mi­ento de dos sentenci­as ju­
di­ci­ales del Tri­bunal Consti­tuci­onal del Perú (1997 y 2001) 

que ordenaron el abono de las remuneraci­ones, grati­ficaci­o­
nes  y boni­ficaci­ones para  las 273  i­ntegrantes de  la Asoci­a­
ci­ón de Cesantes  y  Jubi­lados de  la Contraloría General de 
la Repúbli­ca,  si­n  cumpli­r  con  la  resti­tuci­ón de  los montos 
pensi­onari­os reteni­dos desde abri­l de 1993 hasta octubre de 
2002. Cabe señalar que si­ bi­en la Corte no declaró el i­ncum­
pli­mi­ento del  artículo 26  (desarrollo progresi­vo),  sí  reali­zó 
algunas consi­deraci­ones sobre el conteni­do del mi­smo.

La Corte di­spuso:  i­ndemni­zaci­ones por daño i­nmateri­al 
y  rei­ntegro  de  costas  y  gastos;  el  cumpli­mi­ento  total  a  las 
sentenci­as del Tri­bunal Consti­tuci­onal en lo que respecta al 
rei­ntegro de los devengados dejados de perci­bi­r por las vícti­­
mas, y la publi­caci­ón de la Sentenci­a en el Diario Oficial.

Caso Escher y otros vs. Brasil

Este caso es el pri­mero en que la Corte declara responsabi­­
li­dad estatal por i­njerenci­as arbi­trari­as en la vi­da pri­vada, a 
través de la i­nterceptaci­ón y moni­toreo i­legal de las líneas te­
lefóni­cas de algunos mi­embros de las organi­zaci­ones adecon 
y coana (movi­mi­entos agrícolas y rurales),  llevados a cabo 
entre  abri­l  y  juni­o de 1999 por parte de  la Poli­cía Mi­li­tar 
del Estado de Paraná;  la  di­vulgaci­ón de  las  conversaci­ones 
telefóni­cas, así como la denegaci­ón de justi­ci­a y reparaci­ón 
adecuada.  Cabe  señalar  que  este  caso  tambi­én  fue  li­ti­gado 
por el Movi­mi­ento si­n Ti­erra de Brasi­l, uno de los mayores 
movi­mi­entos soci­ales del mundo, enfocado a la lucha de la 
reforma agrari­a en di­cha naci­ón.

En  su  Sentenci­a  sobre  excepci­ón  preli­mi­nar,  fondo,  re­
paraci­ones y costas de 6 de juli­o de 2009, la Corte declaró 
que el Estado vi­oló, de acuerdo con  la cadh, así como los 
derechos a las garantías judi­ci­ales y a la protecci­ón judi­ci­al. 
Si­n embargo, el Tri­bunal no encontró elementos que demos­
traran la exi­stenci­a de una vi­olaci­ón a los artículos 8° y 25 de 
la cadh en lo que se refiere al mandado de segurança y a las 
acci­ones ci­vi­les exami­nadas en el presente caso. Asi­mi­smo, el 
Estado no i­ncumpli­ó la cláusula federal.

La Corte ordenó i­ndemni­zaci­ones por los daños materi­a­
les e i­nmateri­ales, la i­nvesti­gaci­ón de los hechos y la publi­ca­
ci­ón de la sentenci­a.

Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia

Este caso destaca el análi­si­s de la Corte sobre la protecci­ón 
que se debe dar a defensores de derechos humanos y trata so­
bre la ejecuci­ón extrajudi­ci­al del defensor de derechos huma­
nos Jesús María Valle Jarami­llo; su detenci­ón y tratos crueles, 
i­nhumanos  y degradantes  que  le  precedi­eron,  así  como de 
su hermana Nelly Valle Jarami­llo y el señor Carlos Fernan­
do  Jarami­llo Correa;  la  falta de  i­nvesti­gaci­ón  y  sanci­ón de 
los responsables de tal hecho; la falta de reparaci­ón adecuada 
en favor de las vícti­mas y sus fami­li­ares; y el desplazami­ento 
forzado al que se vi­o obli­gado el señor Jarami­llo Correa con 
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posteri­ori­dad a los hechos. Al respecto, el Estado reali­zó un 
reconoci­mi­ento parci­al de responsabi­li­dad i­nternaci­onal res­
pecto de los artículos 4°, 5°, 7°, 8°, 22 y 25 de la cadh.

En su Sentenci­a sobre excepci­ón preli­mi­nar, fondo, repa­
raci­ones y costas del 7 de juli­o de 2009, la Corte aceptó el 
reconoci­mi­ento de responsabi­li­dad del Estado y declaró que 
éste vi­oló el derecho a la vi­da por la ejecuci­ón extrajudi­ci­al de 
Jesús María Valle Jarami­llo y los derechos a la li­bertad perso­
nal, a la i­ntegri­dad personal, en perjui­ci­o de Jesús María Valle 
Jarami­llo, Nelly Valle Jarami­llo y del señor Carlos Fernando 
Jarami­llo Correa, y a la i­ntegri­dad personal en perjui­ci­o de 
otra personas. Asi­mi­smo, el Estado vi­oló el derecho de ci­r­
culaci­ón en perjui­ci­o de  las vícti­mas desplazadas, así como 
el  acceso  a  la  justi­ci­a  ambos  de  la  cadh.  Si­n  embargo,  la 
Corte no encontró vi­olaci­ón del derecho a la protecci­ón de 
la honra y de la di­gni­dad, tampoco se comprobó la vi­olaci­ón 
del derecho a la protecci­ón de la fami­li­a ni­ de los artículos 
5°, 13 y 16 en perjui­ci­o de los defensores y las defensoras de 
derechos humanos, al no ser estos presuntas vícti­mas en el 
presente caso. 

Resoluciones sobre Supervisión 
de Cumplimiento de Sentencias

En este peri­odo la Corte di­o cumpli­mi­ento a di­versos puntos 
ordenados en las Sentenci­as y requi­ri­ó i­nformaci­ón específica 
al Estado medi­ante Resoluci­ones en los casos: Gutiérrez Soler 
vs. Colombia; Gómez Palomino vs. Perú; Baena Ricardo y otros 
vs. Panamá; Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala; Castañe-
da Gutman vs. México; Tibi vs. Ecuador; Albán Cornejo y otros 
vs. Ecuador; Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala; Cantos vs. 
Argentina; Caracazo vs. Venezuela; Blanco Romero y otros vs. Ve-
nezuela; Masacres de Ituango vs. Colombia; 19 Comerciantes vs. 
Colombia; Masacre de Mapiripán vs. Colombia; Herrera Ulloa 
vs. Costa Rica y Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia; Caso del 
Caracazo vs. Venezuela.

Resoluciones de Medidas Provisionales

En el Peri­odo lxxxiii,  la Corte emi­ti­ó una seri­e de nuevos 
cri­teri­os para efectos del manteni­mi­ento o no de las Medi­das 
Provi­si­onales. En específico, en los casos ECAP y Liliana Or-
tega de levantami­ento de medi­das y Carpio Nicolle de mante­
ni­mi­ento y soli­ci­tud de i­nformaci­ón, la Corte profundi­zó en 
lo que se deberá de entender por los requi­si­tos coexi­stentes de 
la extrema gravedad y urgenci­a para evi­tar daños i­rreparables, 
y fijó ci­ertos estándares para valorar si­ éstos aún se actuali­­
zan, las cargas probatori­as, el carácter tutelar y cautelar de las 
medi­das y su carácter complementari­o. Es i­mportante hacer 
notar que la Corte señaló que para la adopci­ón de medi­das 

provi­si­onales no se requi­ere en pri­nci­pi­o pruebas de los he­
chos que prima facie parecen cumpli­r con los requi­si­tos; por 
el contrari­o, el manteni­mi­ento de las medi­das de protecci­ón 
exi­ge una evaluaci­ón de la Corte en cuanto a la persi­stenci­a 
de la si­tuaci­ón que di­o ori­gen a las mi­smas, sobre la base de 
i­nformaci­ón probatori­a.

La Corte tambi­én emi­ti­ó Resoluci­ones en los casos: Gutié-
rrez Soler, Campo Algodonero y los Asuntos Haitianos y Domi-
nicanos de Origen Haitiano en República Dominicana y Gómez 
Lund y otros (Guerrilla do Araguaia).

Audiencias privadas de supervisión de cumplimiento 
de Sentencias y Medidas Provisionales 

Destaca que por pri­mera ocasi­ón en su hi­stori­a la Corte reali­zó 
una audi­enci­a públi­ca de supervi­si­ón en el caso Sawahoyamaxa 
vs. Paraguay,  la  cual  se  llevó  a  cabo durante  sus  sesi­ones  en 
Boli­vi­a con la presenci­a de líderes de la comuni­dad i­ndígena 
y públi­co presente. Además, en  la modali­dad de  su  reci­ente 
prácti­ca de audi­enci­as pri­vadas de supervi­si­ón de cumpli­mi­en­
to, escuchó a las partes en los si­gui­entes casos: 19 Comerciantes 
vs. Colombia; Blanco Romero, Montero Aranguren y Caracazo 
vs. Venezuela; Suárez Roser y Zambrano Vélez vs. Ecuador; Yean y 
Bosico vs. República Dominicana; Herrera Ulloa vs. Costa Rica; 
Trabajadores Cesados vs. Perú, Panchito López y Goiburu vs. Pa-
raguay; Myrna Mack Chang y Molina Thiessen vs. Guatemala; y 
Trujillo Oroza vs. Bolivia.

Por  su parte destacan  las  audi­enci­as públi­cas de  supervi­­
si­ón de medi­das provi­si­onales  en  el Asunto Haitianos y Do-
minicanos de Origen Haitiano en República Dominicana (véase 
Resoluci­ón) y Asuntos Cárceles de Venezuela, y Cárceles de Urso 
Branco en Brasil.

Audiencias públicas en casos pendientes ante la Corte

La Corte celebró audi­enci­as públi­cas con el fin de escuchar las 
declaraci­ones de testi­gos y peri­tos propuestos por las partes, 
así  como alegatos orales de  las partes  sobre  las excepci­ones 
preli­mi­nares, y  los eventuales  fondos,  reparaci­ones y costas 
en los casos Da Costa Cadogan vs. Barbados, Barreto Leiva vs. 
Venezuela, Masacre de Las Dos Erres vs. Guatemala, Radilla 
Pacheco vs. México. Asi­mi­smo, la Corte reali­zó una audi­enci­a 
de Reparaci­ones y Costas en el caso Salvador Chiriboga vs. 
Ecuador, medi­ante la cual las partes anunci­aron llegar a un 
acuerdo a fin de que la Corte nombre un peri­to i­nternaci­o­
nal, lo cual deberá ser valorado por el Tri­bunal. Fi­nalmente, 
se reali­zó una audi­enci­a sobre la Opinión Consultiva presen-
tada por Argentina  (Juez Ad­hoc) que contó con  la parti­ci­­
paci­ón de muchas i­nsti­tuci­ones y personas que presentaron 
Amicus Curie.



Entrevista a Luis González Placencia 
NU E VA E TA PA E N L A C D H D F.
MI S M O C O M P R O M I S O C O N L O S D E R E C H O S

H U M A N O S

Mapas de georeferenciación.
Herramienta para la investigación 
y seguimiento de quejas 

Emisión y aceptación de recomendaciones

Situación de las recomendaciones emitidas
por la CDHDF

Justicia para adolescentes y derechos 
de policías: nuevos informes de la CDHDF

Presentan Programa de Derechos Humanos 
del Distrito Federal ante ALDF

El derecho a construir la ciudad que soñamos
MA R Í A LO R E N A ZÁ R AT E

La producción social del hábitat: ¿opción marginal
o estrategia transformadora?
EN R I Q U E ORT I Z FL O R E S

¿Ciudades para personas o para autos?
RU T H PÉ R E Z LÓ P E Z

El cuento de la resiliencia
CA R L O S CRU Z SA N T I AG O

30

ED I TO R I A L
Por el derecho a construir ciudades más humanas

6

3

33

Órgano oficial de difusión mensual de la CDHDF número 11, año VII, noviembre de 2009. Número de reserva otor-
gada por el Instituto Nacional del Derecho de Autor de la Secretaría de Educación Pública: 04-2003-
112814201500-102. Número de Certificado de Licitud de Título: 12792 y número de Certificado de Licitud de
Contenido: 10364, otorgados por la Comisión Calificadora de Publicaciones y Revistas Ilustradas de la Secretaría
de Gobernación.

Comité editorial: Ana María Sánchez Rodríguez, Luis Jiménez Bueno, Guadalupe Cabrera Ramírez, Alberta
Mariana Domínguez Vargas, Fernando Coronado Franco, Reyna Padilla González, Luis J. Vaquero Ochoa, Rosa
María Cruz Lesbros, Rosalinda Salinas Durán, Víctor Morales Noble, Pamela San Martín Ríos y Valles, Marco
Vinicio Gallardo Enríquez.

Publicación editada por la Secretaría Técnica de la CDHDF. Los artículos firmados que aparecen en esta edición
son responsabilidad de los autores y los no firmados son de la autoría de la CDHDF. Impresión: Corporación
Mexicana de Impresión, S. A. de C. V., General Victoriano Zepeda núm. 22, col. Observatorio, del. Miguel
Hidalgo,11860 México, D. F. Suscripciones y distribución: Jacqueline Ortega Torres, tel.: 5229 5600, ext.1604,
Av. Universidad 1449, col. Florida, pueblo de Axotla, del. Álvaro Obregón, 01030 México, D. F. Tiraje: 3 000 ejem-
plares. Impreso en México / Printed in Mexico. ISSN: 1665-8086.

C O N T E N I D O

26

10

17

21

Acciones
CDHDF

Opinión
y debate

40

42

43

2a y 3a de Forros DFENsor NOVIEMBRE.qxp  30/10/09  18:44  Page 1



 

 

 




